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TALLERES  DE DIALOGO CON MIEMBROS DE ORGANIZACIONES SOCIALES,  NIVEL IV

 Índice del Documento: 

· Objetivos general y específicos 

· Breve desarrollo conceptual 

· Secuencia de la actividad. Evaluación 

· Dossier de Materiales 

Eje temático: Herramientas para la protección de los Derechos Humanos

Objetivo general:

Generar diálogo con miembros de organizaciones de la sociedad civil a fin de clarificar y favorecer la construcción de herramientas conceptuales y operativas para el reconocimiento y la protección de los derechos humanos.

Destinatarios: Miembros de Organizaciones de la Sociedad civil (OSC)

Objetivos específicos:

a) Reflexionar sobre algunas problemáticas actuales de reconocimiento y vigencia de los derechos humanos.

b) Comprender las posibilidades de participación e incidencia de las OSC en la protección de los derechos humanos.

c) Familiarizarse con estrategias de planificación y comunicación para la vigencia y protección de los derechos humanos.

d) Tomar conciencia de la responsabilidad del Estado y las OSC en el efectivo cumplimiento de los derechos humanos.

e) Compartir experiencias entre las organizaciones participantes y desarrollar propuestas para seguir trabajando en forma conjunta.

Fundamentación

El propósito de los talleres es brindar instrumentos conceptuales y metodológicos para la formación de miembros de organizaciones de la sociedad civil para profundizar la comprensión y la protección de los derechos.  La propuesta se basa en un enfoque de Derechos Humanos y de ampliación de la ciudadanía. Consideramos a esta última como una construcción histórica y social, que depende de la sinergia entre la participación y la conciencia social.

Entendemos que este marco teórico es abordable mediante una formación cuyos contenidos temáticos superen la sola provisión de información. Es decir, que priorice la construcción de conocimientos a partir de la articulación entre las experiencias personales y colectivas, la reflexión y la práctica.

El ejercicio de la ciudadanía en una democracia se centra en el desarrollo de las capacidades de cada individuo para su autogobierno, así como para participar en decisiones colectivas

La expansión del concepto de ciudadanía implica no sólo pertenencia nacional y participación política, sino participación en todos los aspectos que entraña el hecho de ser miembros plenos de una sociedad. Los derechos sociales, económicos y culturales, en cuanto equiparación de la situación entre ciudadanos, son tan importantes como los civiles y los políticos, ya que se trata de derechos que no se pueden contemplar aisladamente, sino en forma interdependiente. El derecho a un nivel de vida digno, que se vincula a la obligatoriedad de los Estados a proveerlo (trabajo, salud, educación, vivienda adecuada), junto con el derecho a la igualdad y el principio de no discriminación, son de central importancia en el momento histórico y social que atraviesan los países latinoamericanos. Por estas razones incluimos en la formación una reflexión acerca de los mismos, vinculándolos a alternativas desarrolladas por los movimientos sociales, surgidas como respuesta a las experiencias de vulnerabilización provocadas por las injusticias sociales.

También introduce otra forma de enfocar los derechos humanos que concibe a la información y comprensión de los instrumentos internacionales como un paso para trabajar los derechos en las prácticas en la vida cotidiana. Esta orientación permite establecer un giro en relación a aquellos enfoques sólo orientados a las convenciones y tratados internacionales hacia una perspectiva basada en los sujetos de derechos y sus relaciones sociales.

La existencia de instrumentos jurídicos que especifican los derechos de ciertas poblaciones refuerzan el principio de universalidad de los Derechos Humanos, a partir de manifestar que existen particularidades que es necesario atender para la búsqueda de la plena dignidad humana mediante el objetivo de alcanzar la igualdad entre distintos sujetos de derecho, y democratizar la sociedad. Las diferentes problemáticas vinculadas a la plena vigencia de los Derechos Humanos requieren el desarrollo de herramientas conceptuales y operativas para su mejor comprensión y protección.

Desarrollo Esquemático de Contenidos

4.1.- Tratamiento de las principales problemáticas vinculadas a los Derechos Humanos. 

4.1.1 Explotación infantil. 

4.1.2 Trabajo infantil. 

4.1.3 Explotación Sexual Infantil. 

4.1.4 Identidad y DDHH. 

4.1.5 Interculturalidad. 

4.2.-Planificación y gestión de proyectos.  

4.2.1 Ley 26305 de diversidad cultural. 

4.2.2 Proyectos culturales. Concepto de cultura. Cultura y DDHH. 

4.2.3 Proyectos de industrias culturales. 

4.3.-Estrategias de comunicación comunitaria. 

4.3.1 La comunidad como actor dinámico de la promoción de derechos.

4.3.2 Hacia una democracia participativa. 

4.3.3 La participación de las Ong’s en los Derechos Humanos. 

4.3.4 Las instancias institucionales y organizativas.

4.3.5 Concepto de movimientos sociales. Clasificación de los movimientos sociales. Proceso de movilización de la ciudadanía. 

4.3.6 El barrio como espacio social. 

4.3.7 Liderazgo en DDHH. 

4.4.-Exposición y análisis de casos.

4.4.1 Derechos Familiares. 

4.4.2 Exclusión social. 

4.4.3 Movimientos territoriales. 

4.4.4 Democracia y vida cotidiana. 

4.4.5 Las éticas tradicionales

4.4.6 Las éticas del lenguaje y los valores

Secuencia de trabajo

Primera Jornada

9.00 Acreditación 

9:30 a 10.00 hs.: Presentación del Observatorio, del Programa General y de la modalidad de Trabajo. (A cargo de la Secretaría de DDHH y/o del Observatorio Local).

10:00 a 10.30 hs.: Presentación de los capacitadores. Expectativas, obstáculos y desafíos. Presentación de objetivos propuestos para las jornadas. Los temas a tratar y ejes de trabajo. Presentación de los participantes.

10:30 a 10:45 hs: Pausa- Café.

10:45 a 11.30 hs: Actividad 1: Construir colectivamente que se entiende por derecho de los niños, niñas y adolescentes. Identificarlos. Distinguir aquellos que se respetan de aquellos que son vulnerados de acuerdo con las propias experiencias.

11 y 30-12 hs. Encuadre teórico: La Convención de los Derechos del Niño. Un punto de llegada y de partida para un cambio de mirada en la familia, en la escuela, en la sociedad y en el Estado.
12 a 13 hs. Confrontación de las respuestas con las herramientas teóricas desarrolladas.

13 a 14 hs. Almuerzo

14  a 15 hs. Actividad 2.  Leer y analizar grupalmente un caso presentado en el Dossier que muestre problemáticas que surgieron en la mañana. Seguir la guía de análisis de casos y acordar algunas propuestas de solución.

15 a 15 y 30 hs Puesta en común

15 y 30 a 15 y 45 hs. Pausa-café

15 y 45 a 16 y 45. Encuadre teórico: Nociones básicas de diagnóstico y planificación. El trabajo participativo. Tipos de proyectos. Los pasos en la ejecución de un proyecto comunitario relacionado con los derechos. ¿Cómo evaluar debilidades y fortalezas en mi organización?

16 y 45 a 17 y 45  Actividad 3: Seleccionar alguna de las propuestas de la actividad 2 y acordar con el grupo los pasos para que esa propuesta se convierta en un proyecto comunitario.

17 y 45 a 18 hs. Cierre de la jornada. 

Segunda Jornada

9 a 9 y 30 Breve síntesis y evaluación de lo trabajado el día anterior

 9 y 30 a 10 hs., Actividad 4.  Intercambiar ideas en el grupo acerca de la escucha y del dialogo en la organización, para la construcción de proyectos colectivos centrados en  la defensa, la promoción y la protección de los derechos. ¿Cómo favorecer las actitudes que favorecen el diálogo? ¿Qué otras podrían agregarse a esta lista?  

                                             Actitudes que favorecen el diálogo:

1-Evitar monopolizar el debate

2-No rehuir los temas polémicos

3-Respetar y reconocer las ideas aportadas por todos

4-Alentar la divergencia de opiniones

5-Reforzar las intervenciones de los más apáticos y animarles a participar

6-Proteger las opiniones minoritarias

10 a 10 y 30 hs. Puesta en común

10 y 30 a 10 y 45 hs. Pausa-café

10 y 45 hs. a 11 y 45 hs. Encuadre teórico: La comunicación organizacional hacia dentro y hacia fuera. Herramientas y estrategias de comunicación comunitaria para la promoción de derechos. Las TICs y los medios. Las redes sociales.

11 y 45 a 12 y 30h s. Actividad 5: Intercambio en grupos acerca de las oportunidades y dificultades en las nuevas formas de comunicación masiva.

 12 y 30 a 13 y 30 hs. Puesta en común.

13 y  30 a 14 y 30 hs. Almuerzo
14 y 30 hs. a 15 y 30 hs Encuadre teórico: La participación de las OSC en los Derechos Humanos. Instancias institucionales y organizativas. Los movimientos sociales. Proceso de movilización de la ciudadanía.  El barrio como espacio social. Liderazgo en DDHH.
15 y 30 a 15 y 45 hs. pausa-café

15 y 45 a 16 y 45 hs. Encuadre teórico: Presentación, discusión y análisis de algunos casos controvertidos y fallos judiciales.

16 y 45 a 17 y 30.  
17 y 30 a 18 hs. Cierre y evaluación individual y grupal de la jornada.

EVALUACIÓN TALLER 

Le proponemos contestar con la mayor amplitud y sinceridad posible para que la experiencia compartida pueda ser enriquecida con sus aportes.

1. Encuadres conceptuales

   Su opinión y/o sugerencias respecto a:

a. Claridad

b. Extensión

c. Lenguaje

2.  Las talleristas/coordinadoras 

     Su opinión y/o sugerencias respecto a:

a. Trato con las/los participantes

b. Desarrollo democrático y participativo del taller

3. Trabajo en grupos

a. ¿Las consignas fueron claras?

b. ¿Cómo fue su participación?

c. ¿Cómo fue la participación del conjunto del grupo?

4. Actividades desarrolladas

a. ¿Cómo fue el clima de trabajo?

b. Comente una idea que le haya impactado personalmente

c. ¿Qué temas, experiencias, metodologías le resultaron más útiles en relación con sus actividades?

5. Podría explicar brevemente si el taller respondió o no a sus expectativas

6 ¿Qué sugerencias y/u opiniones quisiera agregar?

Dossier de material bibliográfico

Convención sobre los Derechos del Niño
www.unicef.org/span/cdn 
Las políticas sociales para la infancia vulnerable.

Algunas reflexiones desde la Psicología

Valeria Llobet

-I. Introducción. -II. La infancia y las políticas sociales. -III. Las instituciones

como campo de las políticas. -IV. La asistencia a “los menores”. Algunas hipótesis

históricas. -V. Las políticas y el cuidado. -VI. Reflexiones finales. -Bibliografía.

I. Introducción

Entre las décadas de los años setenta y noventa surgió el Paradigma de la Protección Integral y su correlato en un discurso de los Derechos de niños y niñas, consagrados en la Convención Internacional de Derechos del Niño (CDN). Producto de una serie de fuerzas y debates políticos alrededor de la ampliación de derechos de ciudadanía a la población infantil, este Paradigma expresa un proceso de especificación, concreción, interseccionalidad y particularización de derechos humanos (Scott:1999). En este marco, en la Argentina se modificó la legislación interna, se crearon programas y se crearon o transformaron instituciones para la infancia, en una crítica a las instituciones totales y a la categoría de “menor”. El discurso de derechos de la infancia es entonces el eje de un conjunto estructurado de legislación, políticas e instituciones que se muestra transformado.

Este marco promueve dos grandes estrategias de acción: por un lado, la separación de las problemáticas de índole penal de las de origen social; por otro, el cuestionamiento a las instituciones totales y el consecuente desarrollo de alternativas de tratamiento. Este proceso de implementación e institucionalización de la CDN ha dado lugar en la Argentina a variados estudios sobre las políticas públicas para la infancia. Se constata en el conjunto una ausencia de miradas sobre el fenómeno que interroguen el campo de prácticas locales entendidas como “directamente portadoras de las transformaciones que se intenta analizar” (Donzelot, 1990, 10).
El proceso de implementación de una política social puede ser pensado como su institucionalización, proceso que incluye negociación e institución de sentidos, de relaciones de poder, de creación de sentido común, tanto en las definiciones de los problemas que aborda como en las prácticas que se consideran apropiadas. La institucionalización de una política pública es así la cristalización de un conglomerado de sentidos y prácticas que constituyen el buen sentido respecto de un problema particular. Las instituciones resultan tanto producto como productoras de la implementación de las políticas.

Se considera que las representaciones e interpretaciones (sobre los problemas, las necesidades, los sujetos que las portan) no son variables de la implementación, sino los ejes en los que se despliegan conflictos. Incluirlas en el análisis de las políticas implementadas es entonces crucial para revisar cuánto colaboran en transformar las relaciones inequitativas, cuánto colaboran en la constitución, como ciudadanos, de los actores implicados.

Es decir, al pensar la institucionalización en el sentido en que es aquí tratada, es necesario mirar las prácticas y los sentidos desarrollados al interior de las instituciones no como un dato accesorio que puede aportar a la comprensión de las fallas de la implementación, sino como aquella dimensión que la concreta.

En particular, se considera aquí que la implementación de políticas para la infancia que se inspiran en el paradigma de derechos humanos promovido por la CDN, supone una fuerte revisión de las representaciones sobre la infancia, de lo legítimo y posible respecto de la población infantil. La consideración del niño o niña como sujeto de derechos, proposición fuerte y altamente debatida en el contexto argentino, es interpretada desde sentidos que son negociados con las representaciones ligadas a la indefensión e inmadurez infantil.

Al suponer que el objetivo de ampliación de derechos atraviesa toda política que implemente localmente la CDN, es necesario incluir una consideración sobre la ciudadanía infantil. El estatuto de ciudadanía de la población infantil, se considera aquí no sólo como un estatuto jurídico y una modalidad de integración social, sino como una construcción moldeada en interacciones sociales dotadas de sentido. Es decir, como resultado de prácticas significativas que permiten construir ciudadanía. Los modos que adopta el discurso de derechos en la trama de las instituciones, las acciones mediante las que las instituciones implementan una política, darán cuenta del espacio de construcción de derechos de la población infantil. ¿Son las prácticas y objetivos institucionales potencialmente ampliadores de ciudadanía?
¿En qué medida el discurso sobre los derechos introduce innovaciones en un terreno minado por lo que la infancia representa para el mundo adulto, por la tensión y el conflicto? Este recorrido recupera la interioridad institucional y la dimensión significante de las prácticas sociales que concretan, como interacciones interpersonales, los postulados abstractos de las políticas sociales para la infancia.

II. La infancia y las políticas sociales

Las posiciones teóricas sobre el estado actual de la niñez varían alrededor de dos grandes tesis: una de índole materialista, que afirma la dependencia de la experiencia infantil de las formas sociales; la otra de índole cultural, que plantea el cambio en la percepción de los adultos sobre la niñez, cambio determinado por patrones culturales, sistemas de creencias y modos de pensar. En ambos casos, la reflexión reúne a niños y niñas, e instituciones. El planteamiento presentado aquí se separa, sin embargo, de la tradicional mirada que subsume a los niños y niñas debajo de las instituciones para la infancia, en una concepción teórica que hace equivaler niñez y procesos de socialización, o que traduce asimetría en determinación unilateral. Sin asumir todas las consecuencias filosóficas del planteamiento, a título provisional se quiere sostener que la infancia se constituye en relación con un conjunto de instituciones sociales que incluyen a tal sujeto colectivo como destinatario, y que esta relación se concreta en acciones cuya peculiaridad es incluir una dimensión simbólica y relacional. Por dimensión simbólica es posible entender, en un sentido genérico, el conjunto de símbolos y significados que se encuentran articulados a las instituciones sociales y que permiten a un grupo social compartir y construir el sentido de la vida cotidiana, los valores, las identidades. Parece importante remarcar que para entender la situación actual de la infancia es necesario construir un discurso de al menos dos voces: las instituciones que, dirigidas a ella forman parte del mundo adulto; y la voz de los propios niños y niñas. Es precisamente esta última voz la que se echa de menos en la mayoría de los trazados actuales: es una voz ausente en las políticas públicas.

El siglo que acaba de cerrarse, denominado en sus inicios “el siglo del niño”, ha sido el tiempo de la construcción de la infancia como sujeto social. Este proceso se dio mediante la expulsión de las niñas y niños del espacio público, incluyendo el espacio del trabajo asalariado, y su inclusión natural en el espacio de la domesticidad, el juego y la escolaridad.

(Zelizer, 1985; Roche, 1999). Este proceso de valoración de un sujeto colectivo infantil estuvo sostenido por un proyecto político que, en tanto anticipación de un futuro posible, tomaba a los niños y niñas del presente como “actores del mañana”. A inicios del siglo XXI, tanto el lugar de la infancia en las políticas públicas como en el imaginario parece haber cambiado radicalmente: el campo de problemas de la niñez aparece dominado por debates respecto a la desaparición de la representación moderna de la infancia y en algunos casos de la propia existencia de “niños infantiles”.1 En todo caso, ¿puede pensarse el cambio de la población infantil desgajado de los cambios en las políticas para la infancia y sus instituciones? Si antes se afirmó que en las políticas se echa de menos la voz de las niñas y los niños, ahora se agrega que no es apropiado restar la “voz” de las políticas y las instituciones para mirar lo que sucede con la infancia.

III. Las instituciones como campo de las políticas

Las instituciones existen socialmente como sistemas simbólicos sancionados. Consisten en ligar significados a símbolos y hacerlos valer como tales. En el planteamiento de Bourdieu (1999), en las instituciones sociales se objetivan sentidos que son individualizados en habitus. Éstos a su vez son una función de la posición en el espacio social, por lo que las propias instituciones están atravesadas por las lógicas de reproducción y diferenciación. Demarcan lo decible y lo pensable para cada situación social y para los actores involucrados y constituidos por ellas. A su vez, las prácticas suponen valor social, acarrean poder y llevan la marca de sus condiciones de producción. En este sentido, las instituciones estructuran y son determinadas por un campo de discursividad, actualizado mediante las estrategias desarrolladas por los actores.

Es decir, los efectos y resultados producidos en la cotidianeidad de las instituciones para la infancia dependen tanto de los procesos singulares dados en su interioridad como de las relaciones establecidas entre la institución concreta, habitada, y la institución simbólica; y entre ambas y la lógica del sistema.

La universalidad de la ciudadanía no es un punto de partida en sociedades desiguales e inequitativas, heterogéneas en su interior. Por el contrario, requiere de una activa política de redistribución del poder y del saber. Este objetivo hace necesario que, para construir ciudadanía, las políticas sociales se planteen un proceso de reconocimiento de las diferencias injustas presentes en un momento determinado en una sociedad particular. ¿Son las prácticas institucionales adecuadas a esta exigencia? ¿Qué tensiones y conflictos surgen del tratamiento de la población infantil como ciudadanos?

En los supuestos, argumentos, criterios de clasificación, demarcación y registros, valoraciones y estrategias, implícitos en la forma en que las instituciones -y los trabajadores y trabajadoras- interpretan y definen los problemas para los cuales operan, se concretan las formulaciones políticas y se expresan los sentidos y representaciones sobre la infancia.

La construcción del campo de las políticas para la infancia puede entenderse como el despliegue de un universo de sentidos particulares que recorta aspectos de la discursividad institucional y los incorpora mediante estrategias que articulan las negociaciones y conflictos de los sujetos concretos. Es un campo subjetivo en el que dimensiones tales como el sufrimiento y la satisfacción, son urdidas en una misma trama con las descripciones de las acciones que son así experimentadas.

La institucionalización de las políticas para la infancia se entrama en los conjuntos de necesidades y actores que, en una sociedad dada, en un momento histórico particular, son construidos como prioritarios y legítimos:

“las demandas particulares sobre necesidades son ‘dialogadas internamente’; implícita o explícitamente evocan resonancias de interpretaciones en competencia (…) El carácter dialógico, cuestionador del habla está relacionado con la disponibilidad, en una cultura, de una pluralidad de discursos en competencia y de posiciones de sujetos desde los cuales se los articula”.( Fraser:1991:9/10)

Las representaciones sobre la infancia, sobre sus necesidades morales, psicológicas, materiales; las representaciones sobre los actores naturales para satisfacerlas (la familia bien constituida, la buena madre) se conforman en la matriz desde la cual se negociará incluso la percepción de la realidad de cada niño concreto (LLobet, V, 2005). La enunciación e interpretación de necesidades, y la interpelación de las identidades sociales, tamiza la construcción de las diferencias injustas y las naturaliza, velando su producción social.

La situación de sujetos cuya existencia aparece marcada por la extrema pobreza y la dificultad severa en el ejercicio de sus derechos, plantea a las políticas públicas un desafío particular, al combinarse en un mismo grupo poblacional procesos de estigmatización y situaciones de aumento de la vulnerabilidad, fermentando modalidades de interpelación de identidades colectivas que no pueden revertirse sólo con acciones sobre los recursos y su distribución. Igualmente, las acciones técnicas sobre las poblaciones pueden tener efectos de patologización,2 victimización o institucionalización de sujetos considerados desviados, evitando considerar la injusticia como problema de índole social.

Graciela Di Marco abre una perspectiva interesante al retomar la propuesta de Fraser sobre la redistribución y el reconocimiento como núcleo de los reclamos por la justicia:

“La justicia requiere que todos los miembros de la sociedad sean considerados como pares, para esto es necesario la distribución de bienes materiales que asegure la independencia y la ‘voz’ de los participantes, y que los patrones culturales de interpretación y valor aseguren la igualdad de oportunidades y el respeto por todos.” (Di Marco, 2002, 72)

El reconocimiento alude a una construcción del otro como semejante, diferente pero no desigual. Esta atribución de identidad se concreta en relaciones interpersonales de diverso tenor, que construyen la cotidianeidad de las instituciones, el vínculo entre ellas y la población para la que son desarrolladas y, en tal sentido, definen las políticas sociales en su desarrollo efectivo.

Es aquí necesario reponer la pregunta: ¿en qué medida el discurso sobre los derechos innova en un terreno determinado por lo que la infancia representa para el mundo adulto, por la tensión y el conflicto hechos presente por el desencuentro entre generaciones? Siguiendo la propuesta de Laclau (1996) exclusivamente en este aspecto, en la relación de representación los representados están ausentes del sitio en que la representación tiene lugar, y el representante tiene un papel de cierre, constitutivo de la identidad del representado. Se quiere aquí hacer decir a esta formulación un poco más de lo que dice: los discursos de las instituciones para la infancia sostienen una relación de determinación con la identidad de niños y niñas, relación marcada por operaciones que articulan de distintos modos -no siempre “por la positiva”- representación y reconocimiento. Esta función puede ser denominada de interpelación de infancia, en tanto que las operaciones relativas a la transmisión se concretan en los bienes simbólicos circulantes en el espacio institucional.

La representación como operación en las políticas sociales tiene una función relativa a las identidades de los representados; funciona mediante la distribución de reconocimiento, articulada a los modos de subjetivación, “las formas en las que varios discursos ubican a las personas a quienes se dirigen como sujetos de un tipo específico” (Fraser, op.cit. 8,9).

De este modo la representación configura como sujeto ideal a aquel capaz de autorepresentarse: un individuo adulto, racional y autónomo. Al mismo tiempo, la limitación a la auto-representación infantil se deriva, como expresión legal, de la constatación de la asimetría entre personas adultas y niños o niñas, y la supuesta característica inacabada de lo infantil: aún-no racional, aún-no autónomo, aún-no adulto (Casas, 1998). Paralelamente, los derechos de los niños y niñas son traducidos negativamente, en términos de protección, de un modo en que se deslizan los aspectos morales relativos al control social y a la suspensión de las posibilidades de auto-representación en virtud de un juicio moral (Devine, 2002).
Las modalidades de representación de la infancia vulnerable han mutado a lo largo del siglo XX, pero parece prudente suponer que en el contexto argentino no ha variado intrínsecamente el problema de los modos de control a que es sometida como conjunto poblacional.

IV. La asistencia a “los menores”. Algunas hipótesis históricas

En la Argentina, la década de los años treinta marcó el inicio de cambios radicales tendientes a centralizar en el Estado la gestión social, con el surgimiento de la burocracia técnica configurada por los profesionales del área social. En ese contexto, la Ley de Patronato o Ley Agote seculariza y nacionaliza la asistencia a los menores abandonados o en peligro moral o material. Este período, conocido como “el Centenario” (primera y segunda décadas del siglo XX) es ampliamente analizado por la historiografía y los análisis del Estado-Nación.

Durante las décadas de los años cuarenta y cincuenta se avanzó en la legislación “que definió la función tutelar del Estado sobre los menores” (Lo Vuolo y Barbeito, 1994, 123).
En la historia mítica del campo de la minoridad, se produce una suerte de vacío que abarca las décadas de los años cuarenta a setenta. Este espacio temporal es cubierto con el relato de “los años dorados”: un Estado que funcionaba, en un país rico y que caminaba sin distracciones hacia su pleno desarrollo, que no producía menores: no había restos de infancia... De alguna manera, parecía concretarse la figura del único privilegiado4 como una legítima y veraz representación del niño.

Sin embargo, en el análisis que Sandra Carli (2001) realiza de la obra pictórica de Antonio Berni, la heterogeneidad de los sujetos infantiles en Argentina aparece expresada en las décadas de los años cuarenta y cincuenta, hasta la fragmentación que comienza a hacerse presente claramente desde los sesenta. Entre ambos períodos, lo que parece cambiar radicalmente es la modalidad de presencia de los adultos y los escenarios legítimos para la filiación de los niños y niñas a un orden cultural que les sea propio. Sobre esos años, el análisis de la obra de Berni muestra una ciudad que es espacio público de encuentro intergeneracional. La heterogeneidad social hallaba en la calle y en la escuela el espacio de inclusión que trabajaba por la homogeneización. La escuela era un espacio habitado por maestras y maestros que configuraban “el segundo hogar”, espacio donde las lecturas eran marcadas por libros tales como “La razón de mi vida” primero, y “Afán y Fe” más tarde.5
Libros que prometían a niñas y niños un futuro construido con valores unívocos de los que los adultos pretendían ser ejemplo. Los adultos parecían acoger a un niño o niña en formación; eran así responsables por su presente y su futuro.

En los años sesenta los cambios demográficos, familiares y de clima cultural y político comienzan una renovación de las relaciones de las personas adultas con los niños y las niñas.

Tales relaciones dejaron de estar marcadas por la moral para ser estructuradas desde el psicoanálisis o la pedagogía influida por la psicología. Aquellos adultos encontraban un niño cifrado, enigmático, a quien no cabía más enfrentar con rigidez disciplinaria, a quien había que comprender en sus motivaciones y conflictos. El niño o niña era una superficie opaca que, si antes fue tabula rasa, en esta década comenzó a ser una incógnita, con motivaciones e intenciones propias. A su vez, el adulto era entonces un sujeto en transición. Ya porque apostara a un futuro revolucionado, ya porque la convulsión social le pareciera un escenario perturbador, nuevos saberes y nuevos poderes comenzaron a discurrir respecto de la paternidad y la maternidad. El giro intimista logrado por el psicoanálisis retornaba sobre la familia desacralizándola, pero otorgaba un nuevo lugar a los padres respecto de sus hijos. No se trataba ya de la protección de un bien colectivo y público,6 sino un susurro privado que era enunciado para proteger a un sujeto con interioridad y espesura. La incertidumbre sobre la nueva familiaridad que intranquilizaba las formas de ser hombres y mujeres y, en particular, de ser padres, llevó a estrategias reformadoras de las pedagogías privadas (familiares, la “Escuela para padres”, por ejemplo) y públicas (escolares).

En los gobiernos dictatoriales de esta década fueron reemplazadas las denominaciones institucionales y programáticas “de menores” para pasar a ser “de menores y familia”. Este deslizamiento se acompañó de debates relativos a la institucionalización y sus consecuencias, a la educabilidad durante la institucionalización, y a la necesidad de reintegración familiar de los menores. El “Estudio del niño y el adolescente institucionalizado” de 1967 y el “Congreso del Menor Abandonado” de 1969, fueron ejemplos del giro intimista promovido por la psicología, la medicina y la pedagogía, al indagar por las formas familiares del abandono y del maltrato. Así surgió el Régimen de

Familia Sustituta para diferenciar a niños y niñas “con graves problemas” de aquellos o aquellas que no los tuvieran (Dubaniewicz, 1997).

En 1973 se publicó la Política Nacional del Menor y la Familia, y en 1974 se realizó el Primer Encuentro Nacional de la Familia, cuyas conclusiones se centraron en la utilización de tratamientos que no implicaran internación, y en el desarrollo de estrategias de prevención (Dubaniewicz, op. cit.). Durante la última dictadura, se desarrollaron estrategias innovadoras de tratamiento: Registro General de Menores, Orientación Familiar, Becas para internamiento en instituciones privadas, Hogares de Pre-Egreso con subsidios, Pequeños Hogares, Becas de Estudio e ingreso a los Institutos Militares (Dubaniewicz, op.cit.).

La dictadura amplió las posibilidades de tutela del juez (ley 22.278), al darle la posibilidad de disponer del menor para su reeducación por tiempo indeterminado, y con la imputabilidad condicionada no por el hecho sino por los resultados de tal reeducación. Se produjo un deslizamiento que agrega a la idea de menor abandonado —propia del paradigma anterior— la concepción de población de riesgo: niños villeros y niños de opositores políticos (es necesario recordar que hace pocos años Abuelas recuperaron la identidad de un adolescente que había pasado su infancia en los Institutos de Menores). Niños y niñas que habitan una calle que deja de ser espacio de encuentro y socialización para comenzar un tránsito que va desde el terror (la Policía de la Minoridad, el Cuerpo de Vigilancia Juvenil, las razzias callejeras) y la prohibición del encuentro y la cultura pública (se prohibieron las murgas y fue derogado el feriado de carnaval) hasta la privatización que marca la fragmentación social de los años noventa.
Estas hipótesis respecto del lugar que el Estado reserva a un conjunto de población infantil son metaforizadas por el siguiente fragmento del diálogo sostenido en un taller educativo de una institución para niños y niñas en situación de calle:7
Niño: ahí, en la Plaza de Mayo, los policías se tiroteaban con los militares, fue por el

año 55. Había túneles, está lleno de túneles que llegan hasta aquí.

Maestro: Sí. Y también hay construcciones que quedaron bajo tierra como la vieja

Aduana. Ahora la excavaron. Ustedes la habrán visto, ahí, detrás de la casa de

gobierno...

Niño: no, no es así. Ahí, en esa fosa, los militares metían a la gente y la mataban. Era

en la época de los militares.

Maestro: ¿y a quiénes les hacían eso? ¿A los delincuentes?

Niño: sí, y a la gente como nosotros.

El niño en situación de calle se sabe blanco del Estado represor. Ese Estado dictatorial transformó en resto, en exceso sintomático –es decir, índice y sustitución del conflicto- a aquellos niños y niñas que por su mera existencia planteaban la no-universalidad del proyecto autoritario, jaqueaban su hegemonía.8 Con este movimiento de renegación el

Estado expulsaba a todo un sector de la infancia, a la manera de residuo, de las posibilidades de filiación cultural.

A partir de la recuperación democrática, la problemática de niños y niñas en situación de calle ingresó como tal al ámbito de actividades de la Secretaría de Desarrollo Humano y Familia. Se comenzó a asociar la problemática del abandono con el incumplimiento de derechos (Dubaniewicz, op.cit.; APDH, 1986), en consonancia con la incipiente repercusión, sobre todo en la sociedad civil, de los debates alrededor de la CDN desde 1979 y del papel que en él tenía el movimiento de Derechos Humanos argentino.

Durante los años ochenta y noventa proliferaron los encuentros técnico-políticos para debatir políticas para la infancia (escolares, asistenciales, penales), y las posiciones acordes con la Doctrina de Protección Integral plasmada en la CDN propiciaban, como formulación política, un cambio de concepción que se pensó radical con respecto a los paradigmas anteriores. Las instituciones que asisten a población infantil están regidas por tal instrumento con carácter constitucional. En lo jurídico, se afirmó la necesidad de garantías procesales contra la discrecionalidad del régimen anterior, de internamiento coercitivo y de límites temporales difusos.9 Se hizo eje en la titularidad de derechos de ciudadanía para niños, niñas y adolescentes, quienes dejaron de ser considerados “menores” en el mismo sentido que esta denominación adoptaba para el sistema tutelar, y se instaló el superior interés del niño como objetivo y límite de toda intervención.

Asimismo, desde las posiciones defensoras de los derechos de los niños y las niñas se comenzó a afirmar que las instituciones que trabajaban de forma alternativa eran más eficaces que las tradicionales (Asamblea Permanente por los Derechos Humanos, APDH:op. cit.)
Durante la década de los años ochenta se debate sobre la criminalización de la pobreza efectivizada mediante acciones represivas y punitivas sobre niñas, niños y adolescentes.

Así, los sectores defensores de los derechos de niñas y niños ubican como los actores con quienes estaban en conflicto u oposición, a la policía, la justicia penal, y el sistema institucional-total.

La incipiente lucha ideológica de quienes instalaban el problema de los derechos humanos de los niños y niñas se centraba en “cambiar el lenguaje epistemológico” (Conclusiones del I Seminario Latinoamericano de Derechos Humanos del niño y del menor, 1987), para extraer el problema de la minoridad del campo jurídico.

Durante los años noventa se intensificó el debate respecto a las políticas para la infancia, en particular las educativas y las de minoridad. El agravamiento y el aumento del problema de niños, niñas y adolescentes en situación de calle ejemplificó el dramatismo y la urgencia de las proposiciones. Asimismo, resultó el espacio prioritario -junto con los conflictos penales- de inclusión activa de la CDN, eje vertebrador de discursos y prácticas constructoras de ciudadanía y respetuosas de los derechos de las niñas y los niños, particularmente vulnerados en su calidad de menores para el sistema tutelar.

Este escenario de debates planteó, a primera vista, dos posiciones antagónicas y polarizadas. Quienes se posicionaban defendiendo la continuidad del Modelo Tutelar articulado con la Doctrina de la Situación Irregular, sostenían -o sostienen- un sistema de concepciones con predominio del aspecto punitivo en función de la peligrosidad social, la necesidad de tutela e internamiento correctivo discrecionalmente aplicado por el Estado mediante el sistema judicial, la inadecuación de las familias, la victimización de niños y niñas y su construcción como pre-delincuentes. El eje conceptual del modelo es la categoría de menor, con sus características de objetivación y negación de derechos: el menor es un sujeto incapaz, objeto por lo mismo de tutela y con libertad restringida por su propio bien.

En oposición, quienes defienden la Doctrina de Protección Integral suscriben como idea-fuerza la concepción que hace de las niñas y niños, sujetos de derechos, tanto de derechos humanos en general como de derechos ciudadanos en particular, al considerar que la protección y el cuidado es un derecho que asiste a esta población pero que no podría ser “hecho contra su voluntad”. Este proceso es caracterizado como de ampliación y particularización de ciudadanía (Scott, op.cit.). García Méndez (1995) afirma, en una síntesis de la posición de muchos analistas, que el caso de Argentina es un ejemplo de aceptación retórica de la CDN. Esta afirmación, si bien hecha luz sobre el problema de la implementación de políticas transformadoras, supone dos problemas asociados: el primero es subsidiario de posiciones que plantean una escisión entre discurso y práctica, en la que queda del lado de esta última la verdad; sólo de esta manera sería posible que el discurso y su retórica configuren una dimensión de ocultamiento de una práctica diversa, y no un aspecto de una praxis compleja. El segundo problema es derivado del anterior, que posibilita entender la implementación de políticas sociales como un proceso dividido entre intenciones reales y formulaciones falsas. Se sostiene aquí que se trata de un problema más complejo (que engloba a quienes intencionalmente deciden decir que hacen lo que no hacen) que no admite el tratamiento del discurso sobre lo que se hace como algo ajeno a las prácticas. Nos parece lícito preguntar: ¿es realmente tan clara la escisión del campo en dos posiciones antagónicas? ¿es posible pensar las posiciones ideológico-discursivas sin referirlas al contexto concreto de los actores, sus prácticas y los problemas con los que lidian? ¿hay ruptura o continuidad en los sentidos que construyen ambos –supuestos- polos?

El cambio y la transformación de las concepciones sobre la infancia, sus necesidades y problemas, y las mejores formas de abordarlos, no necesariamente acompañan los cuestionamientos técnicos ni las reformas jurídicas. El cambio normativo no se sigue forzosamente por transformaciones institucionales. Ni es inevitable que las trabajadoras y los trabajadores de las instituciones concuerden íntegramente con las nuevas concepciones jurídicas sobre los niños, niñas y adolescentes.

La hipótesis interpretativa aquí sostenida, desarrollada a partir de investigaciones de campo, es que la continuidad y la ruptura del dispositivo11 tutelar se puede “leer” en: a) las estrategias de representación que las instituciones (en sus legajos, en sus interpretaciones, en sus asunciones) despliegan respecto de los niños y sus problemas; b) los discursos patologizantes y asimétricos como fuente de explicación científica de las prácticas; y c) las modalidades de resolución de la tensión inherente a las relaciones de cuidado.

V. Las políticas y el cuidado

Las prácticas institucionales ponen en tensión el objetivo implícito de cuidado con la necesidad de reproducción de la institución, y con los postulados más generales de inclusión y socialización de las nuevas generaciones que cada sociedad es capaz de formular y que constituyen el encargo implícito que cimienta a las instituciones.

En ese sentido, resulta pertinente reflexionar respecto de prácticas cuyo objetivo es la ampliación de ciudadanía en la perspectiva aportada por la concepción política del cuidado (Tronto, 1994). Como práctica social, el cuidar es un proceso que pone en primer plano los problemas de la interrelación entre personas: dependencia, autonomía, individualización, posibilidades de acceso a la palabra. La cuestión central a abordar desde esta perspectiva es cómo lidiar con la dependencia y la responsabilidad.

Según Graciela Di Marco, resulta necesario incluir en el análisis y diseño de las políticas sociales las dimensiones desplegadas al visualizar el problema en el escenario del cuidado:

“…mutualidad o interdependencia, la asistencia, el cuidado y las emociones (…) Se trata de la elaboración de discursos que articulen la justicia y el cuidado —de uno mismo y de otros y otras— y los derechos de los que reciben asistencia a ser parte activa en la definición de sus necesidades (especialmente en el caso de ancianos y discapacitados), sin que los que los cuidan los subordinen (...) Vincular la ética de los derechos con la ética del cuidado permite avanzar en una concepción de la política social que tiene presentes a los sujetos en su integralidad”. (Di Marco, 2005, 159)

Las prácticas institucionales se despliegan alrededor de al menos tres tensiones provocadas por la relación entre adultos y niñas o niños.

La primera de ellas, la asimetría entre adultos y niñas o niños, se traduce en la irreversibilidad provisoria del cuidado. Esto quiere decir que se espera que no sean los niños y las niñas quienes tengan que cuidar a los adultos. De hecho, cuando esto sucede, aparece como producto de una urgencia especial y adquiere características momentáneas y excepcionales. Sin embargo, uno de los aspectos centrales que están asociados a la posibilidad de concreción de ciudadanía por la ética del cuidado, es la reciprocidad y la posibilidad de ver la vulnerabilidad y la dependencia como aspectos comunes a y en la vida humana. De modo que esta asimetría permitiría un deslizamiento tanto hacia el disciplinamiento o la protección, como hacia el abandono, el descuido. La alternancia más o menos estable entre ambos polos se configura en la propia relación y en el tipo de institución que enmarque los cuidados (la familia, la escuela, los institutos).

En segundo lugar, la relación de clase en las instituciones que asisten a niños y niñas en situación de pobreza, permite el despliegue de prácticas de cuidado que se fijan un objetivo ligado a la inclusión mediante valores y rasgos determinados, propios de una clase social.

En tercer lugar, la suposición de que las identidades de género constituyen un rasgo de normalidad o anormalidad, y que una función institucional en la infancia es la instalación de la diferencia, el cuidado se desplegará en relaciones que solicitan esta diferenciación.

De alguna manera, este grupo de tensiones que enmarcan las relaciones de cuidado de niños y niñas en estas instituciones, parece permitir el deslizamiento del cuidado a la subordinación y el disciplinamiento (Tronto, 1994). En tanto la relación asimétrica entre adultos y niños se combina con operaciones desiguales de significación de las necesidades, las prácticas de cuidado se entraman con el control y la disciplina. El saber psicológico o las creencias que de él se derivan funcionan al modo del discurso en el sentido foucaultiano, mediante la construcción de un objeto de las prácticas: el sujeto a ser integrado.

Al trabajar con consideraciones abstractas sobre la ciudadanía y la infancia, abstracciones y generalizaciones que proponen una medida de evaluación, se dificulta la resolución plástica de los problemas concretos, y se privilegia un conjunto de sentidos sobre las prácticas más apropiadas, difícilmente elucidable desde tales parámetros.

Las acciones de cuidado desplegadas en las instituciones de las políticas para la infancia y la minoridad, encuentran a niños, niñas y adolescentes que no están en tal situación de indefensión. Es decir, pueden proponer -y de hecho lo hacen- sus propias necesidades y expectativas. Sin embargo, la asimetría relativa a la responsabilidad de los adultos en el proceso de cuidado de los niños y niñas no es renunciable. Los trabajadores y trabajadoras tendrán que lidiar con una relación que lleva intrínsecamente una modalidad unidireccional de uso del poder.

El conflicto entonces con quienes cuidan se presenta de otros modos, ligado a la inadecuación de las acciones de cuidado por un lado, la inadecuación del sujeto cuidado a las expectativas institucionales por otro lado, y finalmente las necesidades y aspiraciones de quien cuida. Por su parte, las relaciones de cuidado conllevan una doble asimetría: hay alguien que necesita ser cuidado con mayor o menor urgencia, hay quien decide de qué modo cuidar. Se reintroduce entonces la violencia interpretativa, esta vez bajo la forma de una violencia que puede pervertir la ética del cuidado, sustentada en criterios de normalidad y anormalidad, de patología de la infancia, de diferencia de estos sujetos respecto de los otros niños o niñas, en fin, en criterios que se derivan de criterios y creencias.
Parece posible pensar que eludir la reflexión sobre estos aspectos de las prácticas dificulta que las trabajadoras y los trabajadores puedan lidiar más eficazmente con el efecto de dispositivo que toma el cuidado. Este obstáculo, ligado al lugar del cuidado y las significaciones a él asociadas, no permite un diálogo entre las aspiraciones de concreción de ciudadanía de la población y las prácticas cotidianas, sutiles, impensadas, en las que tal aspiración podría o no desplegarse.

Por su parte, el propio proceso de cuidar requiere de una actitud personal de apertura al otro, de disposición al diálogo. Es necesario entonces preguntar en qué medida aquello que los niños y niñas representan para los adultos aparece en muchas circunstancias como un obstáculo para la negociación de los sentidos disponibles; ¿cuánto de malentendido es inherente a la relación entre mundo adulto e infancia? ¿qué dispositivos institucionales son necesarios para visualizar estas estructuras de determinación del sentido imbricadas en los propios modos de ver?

En tanto el cuidado se despliega en y mediante relaciones, y es susceptible de ser entendido también como espacio de configuración y disputa por el sentido, puede ser conformado como una relación que envuelve una dimensión transferencial. Así, la interpretación de las necesidades del otro puede metaforizarse como su creación y traducción; de este modo, el malentendido es una posibilidad intrínseca a las relaciones de cuidado, en tanto la interpretación no encuentra su determinación total en el intercambio actual. Sin embargo, en la medida en que quien cuida pueda lidiar con la situación de asimetría y de poder mediante la elucidación de los sentidos acarreados por sus prácticas como parte de las responsabilidades del cuidado, de su responsabilidad por la posición enunciativa en un espacio de concreción de políticas públicas, algo de la arbitrariedad transferencial, del exceso de violencia significante, podría ser puesto en circulación.

Del mismo modo que el foco en los conflictos acarreados por el proceso de cuidado es de índole afectiva y requiere la centralidad del vínculo y los sujetos en él involucrados, el foco en las dos dimensiones de la injusticia social de que son objeto niños, niñas y adolescentes, requiere de un trabajo de elucidación de los sentidos conducido por prácticas y por interpretaciones de la identidad de los sujetos, a nivel singular y como colectivo social.

Las prácticas de ampliación de ciudadanía y de interpretación del enfoque de derechos de la infancia se dan en relaciones de cuidado, mediante estrategias interpretativas que involucran -o no- reconocimiento y respeto, y suponen entonces acciones de representación (en la medida en que las necesidades de los sujetos infantiles son traducidas por los actores de las políticas públicas en políticas, planes y programas) y acciones de interpretación de necesidades. De modo que el dilema redistribución – reconocimiento y el problema del cuidado se despliegan en un escenario marcado por la hegemonía.

Siguiendo la puntualización de Fraser, el término hegemonía expresa la posición ventajosa de unos grupos sociales en relación con el discurso, y permite situar las reflexiones alrededor de tratamiento en las políticas y la esfera pública de los grupos concretos y sus identidades, justo en la intersección entre el poder, la desigualdad y el discurso.

Por otro lado, al incluir la afirmación psicoanalítica relativa a la conflictividad propia de la relación entre adultos y niños (relacionada con la peculiaridad fantasmática de la infancia perdida del primero) en un campo institucional político y público, la opacidad de la representación adquiere otra densidad. Permite inferir que la infancia funciona también como representación de otra cosa, como plano en el que los adultos dirimen otra cosa que el bien infantil. El velamiento de estas peculiaridades de las operaciones de representación infantil se instala, como se dijo, en función de límite para las instituciones, de límite para lo posible de ser hecho y de ser pensado.
V. Reflexiones finales

Se ha revisado hasta aquí el problema de la institucionalización del discurso de derechos a la luz de las particularidades de las instituciones para la infancia, proponiendo hipótesis históricas de las formas de representar a los niños y niñas en las políticas. Se argumentó lo que se considera como conjunto de tensiones centrales al problema de la constitución de los niños y niñas como ciudadanos y ciudadanas, tensiones ubicadas alrededor de la representación y el cuidado en las relaciones adultos - niños.13 Se discutirá ahora el alcance de las propuestas de ampliación de ciudadanía a la población infantil, habiendo establecido ya los ejes teóricos.

Este análisis permite situar que las políticas para la infancia inspiradas en el paradigma de derechos acarrean un potencial transformador junto con una tendencia reproductora. ¿Cuáles son las posibilidades de que las instituciones para la infancia desplieguen procesos de transmisión cultural y social inclusivos? ¿será necesario que esta transmisión reflexione sobre sí misma y desnaturalice los lugares pensados como apropiados para su recepción?

El discurso de derechos de las niñas y los niños, en su dimensión instituyente, aloja el conflicto histórico de los actores que lo enuncian, cuyo espacio de reflexión sobre las contradicciones determina las posibilidades de eficacia transformadora de tal discurso, al avanzar -o no- contra los pactos conservadores. En este sentido, es posible considerarlo como heterógloto,14 en tanto el conflicto y la multiplicidad de momentos históricos se encuentran presentes simultánea y conflictivamente. Los discursos sobre los sujetos y sus derechos, que los agentes institucionales sostienen, operan mediante el recorte de explicaciones para los ‘datos’ de la vida cotidiana.

Es interesante señalar que si bien la CDN propone la reinstalación de los niños y las niñas en un espacio público y político en el que la posibilidad de auto-representación está indicada expresamente, el alcance de tal propuesta es fragmentario, en tanto las posibilidades de tal auto-representación son peculiares para distintos grupos de niños y niñas y distintos escenarios: como consumidores y consumidoras, como alumnos y alumnas en comisiones de convivencia, como ciudadanos y ciudadanas alrededor de temas específicos y secundarios en la agenda política; o bien son interpelados como sindrómicos, desviantes, carentes y así ubicados y ubicadas en el mercado de la infancia anormal o la minoridad asocial.

La tensión interior a las políticas públicas, originada tanto en una función derivada de la gobernabilidad y gestión de poblaciones como en una función ligada a la ampliación de ciudadanía, se agudiza en un campo como el de las políticas sociales para niños, niñas y adolescentes, en tanto la singularidad de la protección de derechos de los sujetos infantiles es que se efectiviza en relaciones asimétricas no reversibles, propiedad que agrega un extremado riesgo de deslizamiento a funciones de control y dominación. Esta característica es transversal a todas las instituciones para la infancia, pero en las instituciones que gestionan la situación de la minoridad, las demandas sociales ligadas a la gestión de los riesgos es tramitada al interior de las estrategias discursivas desplegadas por los agentes.

Las demandas sociales decantan en funciones atribuidas a las instituciones. La relación entre las instituciones y su contexto no viene dada de una vez y para siempre, y no es automáticamente homogénea a la lógica simbólica del sistema. Por el contrario, las relaciones entre racionalidad institucional y funcionalidad sistémica, entre las organizaciones o los sistemas simbólicos y las funciones sociales que les son asignadas, pueden ser de ayuda (es decir, la institución cumple y mantiene la función asignada,  tal el caso de la escuela argentina hasta no hace demasiado tiempo), de adversión (es decir, la institución es en sus objetivos y acciones, opuesta a la función social adscripta, oposición tanto directa, que supone el derrumbe institucional, como acumulativa, en donde el conflicto aparece más tarde) o, por último, de indiferencia (Castoriadis, 1993). La hipótesis que se presenta aquí es que se han dado relaciones de adversión en las que el conflicto ha sido tramitado parcialmente mediante su distribución entre usuarios externos (niñas o niños y sus familias, por ejemplo) e internos (trabajadores y trabajadoras de las instituciones), acumulándose un resto como cuestionamiento en el espacio público de la función de la totalidad de las instituciones para la infancia.

Paralelamente, la inclusión de estas instituciones en el aparato político ha permitido una relación de indiferencia que posibilita la ausencia o fragilidad de los pedidos de cuentas por parte de la sociedad civil por sus magros resultados positivos: se estima que regresa a sus hogares alrededor del 20% de la población infantil asistente a instituciones para niños, niñas y adolescentes institucionalizados. Las estimaciones de reinternamiento de niños, niñas y adolescentes que cometieron delitos, son altas, y se puede suponer firmemente que la mayoría de las niñas, niños y adolescentes que se encuentran en situación de calle han tenido más de dos años de escolarización formal (Llobet, 2002). Luego de la crisis de diciembre de 2001, en la Ciudad de Buenos Aires se estima un aumento de un tercio en la población infantil en situación de calle.
La integración de la perspectiva y voces infantiles presenta un desafío extra al campo de las políticas públicas. No sólo es necesario trabajar las modalidades de ciudadanía ejercidas por los adultos, deconstruir las concepciones sobre la autoridad y el poder acarreadas en los discursos, elucidar los sentidos acerca de los derechos de las niñas y los niños. También comporta un trabajo lidiar con el sostenimiento de la asimetría intergeneracional y en el cuidado. Ello significa que para que se produzca un proceso de ampliación de derechos, aquellas necesidades que son expresadas por los niños y niñas por diversos medios, requieren ser debatidas y sintetizadas por el adulto. Aquí, tanto la psicología social crítica como el psicoanálisis, pueden realizar un aporte altamente significativo, revisando los modos en que la psicología ha operado como estrategia central de patologización y de naturalización de desigualdades sociales. De otro modo, la función de las políticas públicas se verá mucho más fácilmente reducida a su costado de control.

Al mismo tiempo, parece posible formular la hipótesis de que la estructuración isomórfica a matrices disciplinares del campo de las políticas públicas, matrices ligadas a la identificación de conjuntos poblacionales con problemas (es decir, como dispositivo), conlleva menos posibilidades de ampliación de ciudadanía. El dispositivo tutelar, en el sentido desarrollado por Donzelot (op. cit.) articula disciplinas cuya función es clasificar los problemas para mejor entenderlos e intervenir sobre ellos. El gesto fundacional de construir áreas enteras de la realidad como propias de alguna disciplina se tradujo en conjuntos de instituciones estatales que abordaban “sus” problemas. Esta forma de concebir la organización de las políticas para la infancia, como subsidiarias de las clasificaciones técnicas de la población (políticas para niñas y niños con problemas de aprendizaje, políticas para niñas y niños con alguna capacidad especial, políticas para niñas y niños en situación de calle), si bien permite disponer de técnicas de intervención refinadas, fragmenta los problemas y, al interior de las instituciones, facilita la eficacia de discursos expertos. Según Fraser (op. cit.), el discurso experto es uno de los discursos centrales para interpretar las necesidades sociales, y opera recortando a los sujetos de su grupo social y ubicándolos como casos. Al ser institucionalizados, los discursos expertos tienen un efecto estigmatizador. Por el contrario, pensar las políticas con base en los derechos a ser protegidos, y el campo de intervención como un espacio dialogal de negociación de las interpretaciones sobre las necesidades, podría tener un impacto menos patologizante y restrictivo de la autonomía.

De este modo, el análisis de los procesos de implementación e interpretación de las propuestas políticas que se limite a sus textos y sus arreglos institucionales (presupuestos asignados, disposiciones técnicas y normativas, estadísticas, etc.) puede aportar profundamente a la comprensión del tema. Sin embargo, si no se incluyen las imágenes de infancia que son acarreadas por los agentes y por los dispositivos técnicos (como la psicologización, patologización, medicalización de los sujetos infantiles), en un campo determinado por modalidades de ejercicio de la ciudadanía, por relaciones de género y de clase, parece posible afirmar que las tensiones que constituyen el campo y que configuran las modalidades de control y dominación específicas, y las modalidades subjetivas disponibles, quedarán fuera del análisis.

Aumentar las posibilidades de reflexividad y democratización institucionales parece ser la mejor alternativa para avanzar en la concreción de los derechos de la infancia.
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1. Introducción y antecedentes

Las migraciones son un proceso multidimensional que entraña un complejo contrapunto de riesgos y oportunidades para las personas, las comunidades y los Estados. En el análisis de sus causas y efectos, se observa una relación de contrastes entre las dinámicas económicas, sociales, jurídicas y políticas. Por ejemplo, las migraciones ofrecen salidas al desempleo y a la falta de perspectivas pero implican pérdidas de capital humano y social para los países. Análogamente, se aprecia que muchos proyectos migratorios se traducen en formas de mejoramiento personal, pero también se advierte la vulneración de los derechos humanos en otros casos, en especial cuando los afectados son niños, niñas y adolescentes.

Uno de los factores que más ha incidido en el aumento de la migración ha sido la creciente disparidad en los niveles de vida y beneficios sociales y laborales (acceso a educación, servicios de salud y pensiones) entre los países desarrollados y los países en desarrollo. A pesar de los riesgos que implica la migración, sigue siendo para millones de latinoamericanos y caribeños la única esperanza de progreso y realización.

Este aspecto fue especialmente considerado por el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) en el espacio de la VIII Conferencia Iberoamericana de Ministros, Ministras y Altos responsables de Infancia y Adolescencia. Los principales esfuerzos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) con respecto al tema de los Derechos Humanos de los migrantes, han sido abordados por medio de su Relatoría Especial de Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias (AG/RES 1404 XXVI-O/96 Y AG/RES 1480 XXVII-0/97) y del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias (AG/RES. 2141 XXXV-O/05).

2. Migración, Derechos Humanos e Infancia

Por un lado, podemos entender el derecho a migrar como el principio voluntario de la persona a encontrar su desarrollo donde las posibilidades de vida le sean más favorables o estables. Por otro lado, esta idea está necesariamente vinculada con lo que podríamos llamar “el derecho a no migrar”, es decir, con el derecho a que las personas, en este caso los niños, niñas y adolescentes, no estén obligados a moverse hacia otro territorio, a otra cultura, como un devenir natural signado por la imposibilidad de realizar un proyecto de vida en su país de origen. ¿Pero es posible hablar de un derecho a migrar que como tal se encuentre reconocido en el Sistema Interamericano y/o Universal de Derechos Humanos? En los instrumentos internacionales de promoción y protección de Derechos Humanos, encontramos que el derecho a migrar no está considerado explícitamente. En cambio se reconoce la libertad de circulación y residencia de las personas2. Si bien los Estados son soberanos para definir sus políticas migratorias, todos deben proteger y garantizar en forma integral los derechos de niños, niñas y adolescentes. Esto supone la obligación de prevenir, sancionar y castigar toda violación de derechos reconocidos, así como también restablecer el derecho conculcado3.

Al igual que los adultos, los niños, niñas y adolescentes pueden verse beneficiados con mayores oportunidades de desarrollo como consecuencia del aumento de los ingresos de su familia, pudiendo directamente o a través de las remesas recibir alimentación, vivienda, educación y salud, de forma tal que seguramente no hubiese sido posible sin la migración.

Las remesas permiten financiar la educación de los niños, prevenir deserciones y así, contribuir a evitar el trabajo infantil. Sin embargo, las familias con intención de migrar tienden a invertir menos en la educación de sus hijos, entre otros motivos, porque suponen que ésta no será reconocida ni relevante en el país de destino. En el caso de los niños y las niñas migrantes, nuevas oportunidades educativas chocan con las dificultades de adaptación a nuevos currículos, cuando no a un idioma totalmente desconocido.

Tanto para los niños y las niñas que los migrantes dejan atrás como para los propios niños que migran, la pérdida de referentes afectivos -padres, madres, abuelos u otros- aumenta la probabilidad de que no reciban el mismo cuidado de salud, alimentación ni la protección adecuada contra todas las formas de violencia. Las ausencias que supone la desintegración familiar conllevan un efecto psicosocial significativo que puede traducirse en sentimientos de abandono y vulnerabilidad.

Otro efecto, cuando la migración no es regular, es que muchos niños, niñas y adolescentes viven en los países de destino sin documentación, violándose de esta forma sus derechos a una nacionalidad y a un nombre, dificultándose su acceso a los servicios de educación y salud, y haciéndolos más vulnerables a la trata y a las adopciones ilegales.

El derecho a desarrollarse plenamente en su propia tierra es hoy negado a millones de latinoamericanos y caribeños y las grandes promesas políticas de otorgar igualdad de oportunidades por tantas décadas repetidas e incumplidas, no compiten ya con la posibilidad de buscar una tierra prometida. Con todos los riesgos que crecen para llegar a ella, la migración representa una esperanza mayor para alcanzar justicia que aquellas que los sistemas políticos y económicos ofrecen en los países de origen.

3. El impacto de las migraciones en los Derechos Humanos de niños, niñas

y adolescentes

La visión del niño como sujeto de derechos busca el reconocimiento del papel activo de éste y su participación para contribuir en su propio desarrollo, en el de su familia y en el de su comunidad. El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) establece:

Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio, el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afecten al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.

Al incorporar el derecho de los niños a ser escuchados, la CDN está dando legitimidad jurídica a un hecho casi ignorado por las normas, las instituciones y las prácticas sociales anteriores a ella. Por esta razón, saber cuál ha sido la opinión del niño respecto al desplazamiento –decisión que transforma radicalmente su vida- es primordial para poder pensar en forma integral la satisfacción o vulneración de otros derechos. El derecho a ser oído y que sus opiniones sean tenidas en cuenta estructura la lógica del sistema de protección integral de derechos de niñas, niños y adolescentes.

Por otra parte, la prohibición de la discriminación es un principio reconocido por todos los instrumentos internacionales de Derechos Humanos. El artículo 2 de la CDN determina que cada niño sujeto a jurisdicción estatal será respetado en los derechos enunciados en la misma:

[…] sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición. Los Estados partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, la opiniones expresadas o las creencias de sus padres, tutores o de sus familiares.

Sin embargo, la discriminación a niños, niñas y adolescentes por su condición de migrantes regularizados, irregulares o hijos de migrantes, es un problema regional. Basta el examen de las observaciones que al respecto le realiza el Comité de los Derechos del Niño a muchos de los países de la región.

Un efecto de la discriminación es la imposibilidad de niños, niñas y adolescentes de acceder a los derechos económicos, sociales y culturales. La diferenciación de los niños en migrantes o no migrantes, o dentro de esta categoría, en subcategorías como regularizados o no regularizados, trae aparejada la vulneración de derechos humanos básicos como el derecho a la educación y a la salud. ¿Pueden negarse a niños, niñas y adolescentes estos derechos por no gozar de una residencia conforme derecho o por no estar regularizada su condición migratoria?

Tanto la CDN como los demás tratados internacionales que reconocen el respeto por los derechos económicos, sociales y culturales establecen la protección especial por parte del Estado bajo cuya jurisdicción se encuentren los niños, niñas y adolescentes, independientemente de la regularización de su permanencia en el país o no.

Esta interpretación debe conjugarse con el principio de interés superior del niño, que implica que los Estados deben tomar aquellas medidas que aseguren la máxima satisfacción de los derechos que sea posible y la menor restricción de los mismos, no solo en cuanto al número sino también respecto de su importancia.

El impacto de las migraciones en los derechos de niños, niñas y adolescentes puede darse en distintos niveles. En un primer acercamiento podríamos decir que las migraciones inciden directamente en la vulneración de los derechos humanos de ellos y ellas si las mismas repercuten negativamente en la concreción de sus proyectos de vida. Debemos considerar que la disociación del niño o niña respecto a sus espacios naturales y culturales de relacionamiento, incide directamente en la dificultad de asimilación para establecer nuevos modelos de conducta y socialización.

El desprendimiento de sus vínculos familiares más cercanos representa una dificultad para una adecuada inserción social en un nuevo medio, que puede determinar la disminución de sus capacidades naturales para aprovechar los contenidos pedagógicos de la escuela.

Los condicionantes varían dependiendo de situaciones diversas como la alteración de modelos de vida, la ausencia significativa de uno de los padres -como uno de los modelos de desintegración familiar-, la magnitud de la exposición a situaciones de vulneración de derechos, entre otros puntos.

Partiendo de esta consideración, podemos identificar tres situaciones o escenarios que en el marco de los procesos migratorios, condicionan la vida de niños, niñas y adolescentes. A saber: a) los niños que migran junto a sus padres/familias; b) los niños que permanecen en el país de origen cuando sus familiares directos trasladan su residencia a otro país; c) los niños que migran solos, sin la compañía de sus padres o responsables.

a) Familia migrante: niños que migran junto con sus padres/familias

El traslado de toda la familia a un nuevo territorio en búsqueda de mejores perspectivas y la instalación en un entorno social diferente, resulta muchas veces desconocido y hostil para todos sus miembros, pero especialmente para los más vulnerables, como ocurre en el caso de los niños, niñas y adolescentes.

En estas circunstancias debe atenderse a las condiciones del traslado así como a las condiciones de inserción en el Estado receptor. En este sentido, el proceso de adaptación e integración del niño al nuevo medio no debe estar signado por la discriminación.

Un aspecto a tener en cuenta en este escenario es si el desplazamiento implicó la separación de uno de sus padres. Por otra parte, una amenaza de esta situación, son los casos en que en el trayecto los niños son separados de sus padres por las autoridades durante la repatriación, transformándose así en un niño, niña o adolescente no acompañado o separado de su familia.

b) Padres/madres migrantes: niños, niñas y adolescentes en el país de origen La jefa, el jefe o los jefes de familia parten dejando atrás a sus hijos e hijas, provocando el debilitamiento en el ejercicio de la responsabilidad paterna y materna, con severas consecuencias en el cuidado y desarrollo de los niños y niñas. Debemos considerar que la afectación de la familia y fundamentalmente la desintegración de la misma debido al proceso migratorio, perjudica el cumplimiento adecuado de los roles parentales, alterando directamente el desarrollo humano de las niñas y los niños, sobre todo en los procesos evolutivos en el que el relacionamiento parental directo es muy necesario.
Detrás de cada historia de un padre o una madre migrante hay niños, niñas y adolescentes que sufren por el desprendimiento de sus vínculos afectivos más importantes y crecen sin el derecho a disfrutar de la vida en familia. Asimismo, la migración de uno o ambos padres desestabiliza la unidad familiar y obliga a los restantes miembros del hogar o a otros familiares cercanos a asumir nuevos roles como jefes y/o jefas de familia. De esta manera, las abuelas y abuelos o los hermanos mayores quedan al cuidado de los niños y niñas de la familia mientras los padres se encuentran en el extranjero, lo cual genera confusión de roles y niveles altos de estrés en las personas. Por lo general, el nuevo arreglo familiar asume esta situación como transitoria, a la espera del llamado del migrante instalado en el país receptor para que los familiares más directos se le unan en el proceso migratorio, culminando con la reunificación familiar.

En los casos descritos, y particularmente en contextos de pobreza, la migración puede promover el desarraigo del medio escolar determinando que niños y niñas se involucren en actividades de trabajo infantil. Particularmente aquellos adolescentes que deben hacerse cargo de sus hermanos menores, probablemente dejen sus estudios asumiendo responsabilidades desmedidas para su edad.

Una investigación realizada por la Red de Migrantes de Nicaragua destaca que el 77% de los niños cuyos padres habían migrado en busca de un empleo viven con un sentimiento de tristeza, desde el momento que el padre toma la decisión de irse hasta el día que regresa. Se estima que prácticamente la mitad de los 900 mil nicaragüenses que residen en el exterior dejaron hijos e hijas en su país de origen4.

Por otra parte, el Diagnóstico sobre la Familia Mexicana reveló que en las familias migrantes, el cónyuge deseaba por encima de los beneficios económicos, la permanencia de su pareja en el hogar.

La citada investigación en Nicaragua expresa que estos niños crecen con altos niveles de vulnerabilidad y fragilidad emocional, que los obliga a una maduración precoz y que se manifiesta en muchas ocasiones en deserción escolar y embarazo temprano. Estos casos se dan en mayor número cuando es la madre quien emigra, ya que ella es el principal referente afectivo y es la figura más importante en el desarrollo emocional del niño.

Actualmente vivimos el fenómeno de la “feminización de la migración”, es decir, el aumento del número de mujeres migrantes que se han visto en la necesidad de generar ingresos para su hogar. Una significativa proporción de estas mujeres se encuentran a cargo del hogar y del cuidado de sus hijos e hijas. Además de los rompimientos afectivos, los riesgos que las mujeres enfrentan en su transitar son mayores que los de los hombres.

Sin perjuicio de lo expresado se debe destacar la importancia que representa para este sector de niños, niñas y adolescentes el desarrollo de políticas públicas de inclusión social, que en la dinámica de su implementación, garanticen el ejercicio pleno de sus derechos. De esta forma, y diversas experiencias en la región así lo indican, es posible atender el impacto que las migraciones producen sobre ellos.

c) Niños, niñas y adolescentes migrantes no acompañados

Un significativo número de niños, niñas y adolescentes abandonan su país de residencia año tras año para migrar de manera solitaria hacia otro país, principalmente en el afán de reencontrarse con sus familiares que residen en el extranjero o para brindar una ayuda a los familiares que dejan en su terruño.

Alguno de los datos que permiten graficar este complejo panorama hemisférico, se puede situar en el territorio de la frontera norte de los Estados Unidos de México.

Según la ONG Casa Alianza, en el año 2006 existía un estimado de 25 mil niños de entre 11 y 17 años de edad que migraron a los Estados Unidos. La mayoría de ellos lo hicieron como consecuencia de la pobreza y de la violencia que se vive en la región5.

Como expresó en su oportunidad la Sra. Margarita Zavala de Calderón, Presidenta del Consejo Ciudadano Consultivo del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), en México cada año son repatriados 50 mil niños migrantes, la mitad de los cuales hicieron el viaje solos. Conforme a la información de las autoridades del Instituto Nacional de Migración en el país, en 5 años se duplicó la cifra de niños migrantes atendidos en instituciones6.

A su vez se calcula que de cada diez migrantes mexicanos menores de 18 años de edad, seis de ellos viajan solos, al tiempo que crece el número de migrantes menores solitarios procedentes de Centroamérica.

Nos centraremos especialmente en esta situación dada la particular vulnerabilidad en la que se encuentran niños, niñas y adolescente al atravesarla, y la dificultad que se le presenta a los Estados para lograr que estos niños, en este contexto, puedan hacer pleno ejercicio de sus derechos humanos. Para ello nos basaremos en la Observación General Nº 6 “Trato de los menores no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen”, que emitiera el Comité de los Derechos del Niño en el año 2005.

Se llama “niños no acompañados” a todo ser humano menor de 18 años de edad separado de ambos padres y de otros parientes y que tampoco están al cuidado de un adulto al que, por ley o costumbre, incumbe su responsabilidad. Son “niños separados de su familia” cuando lo están de sus padres pero no necesariamente de otros miembros adultos de su familia. En ambos casos, las obligaciones de los Estados en virtud de la CDN para con los niños que se encuentran dentro de su territorio, es igual.

El disfrute de los derechos estipulados en la CDN son aplicables a todos los niños – sin excluir a los solicitantes de asilo, los refugiados y los niños migrantes– con independencia de su nacionalidad o apatridia ni su situación en términos de inmigración.

Estas obligaciones jurídicas son tanto de carácter negativo como positivo, dado que obligan a los Estados tanto a abstenerse de medidas que infrinjan los derechos de los niños, niñas y adolescentes como a tomar las medidas que garanticen el disfrute de estos derechos. El principio de no discriminación se aplica a todo el trato con estos niños, prohibiendo en particular la discriminación basada en su situación de no acompañado o en su condición de migrante.

En este sentido, una primera medida fundamental de los Estados receptores para la protección de los derechos humanos de los niños migrantes no acompañados, es tomar todas las disposiciones necesarias para identificarlos como tales lo antes posible, particularmente en la frontera. Posteriormente, todas las decisiones que tengan repercusiones importantes en la vida del niño, deben efectuarse considerando su interés superior, como principio fundamental del conjunto de derechos.

Los Estados deben garantizar también el acceso permanente a la educación durante todas las etapas del ciclo de desplazamiento, conforme los artículos 28 al 32 de la CDN, así como al disfrute del más alto nivel posible de salud y a los servicios para el tratamiento de las enfermedades, con arreglo a los artículos 23, 24 y 39 de la CDN.

También, en aplicación del artículo 37 de la CDN y del principio del interés superior, la privación de libertad del niño no podrá justificarse solamente en el hecho de que el niño se encuentre solo o separado de su familia, ni por su condición de inmigrante.

Afortunadamente, existe en la comunidad internacional una progresiva preocupación por la protección de los derechos humanos de todos los migrantes. El origen étnico, la nacionalidad, el sexo, la edad, la situación jurídica de los migrantes, se combinan con las dificultades provenientes de las distintas formas de intolerancia y discriminación que se expresan, en casos extremos, en amenazas a su integridad física. Tal como lo plantea en sus párrafos 2 y 3 la Observación General Nº 6: Las razones de que un menor esté en situación de no acompañado o separado de su familia son variadas y numerosas y entre ellas figuran la persecución del menor o de sus padres, un conflicto internacional o una guerra civil, la trata en diversos contextos y manifestaciones, sin olvidar la venta por los padres y la búsqueda de mejores oportunidades económicas.

Estos niños, niñas y adolescentes están más expuestos a:

La explotación y abusos sexuales, al reclutamiento en fuerzas armadas, al trabajo infantil (también a beneficio de sus familias de adopción) y a la privación de libertad. También sufren con frecuencia discriminación y no tienen acceso a la alimentación, al cobijo, a la vivienda, a los servicios sanitarios y a la educación. Las niñas no acompañadas y separadas de sus familias están particularmente expuestas a la violencia de género y, en particular, a la violencia doméstica. En algunos casos, los niños, niñas y adolescentes no pueden obtener documentos de identidad apropiados, no tienen acceso a registros, su edad no puede determinarse, ni pueden tampoco solicitar documentos, instar la localización de la familia, ni acceder a sistemas de tutela o asesoramiento jurídico. En muchos países, se rehúsa sistemáticamente la entrada a los niños y niñas no acompañados o separados de su familia o son detenidos por funcionarios de los servicios de fronteras o de inmigración.

De las situaciones antes mencionadas, el involucramiento de niñas, niños y adolescentes en todas las modalidades de trata de personas requiere el fortalecimiento de un creciente consenso entre los Estados Miembros de la OEA con el fin de retirar a todas las personas menores de 18 años de edad de la explotación, dada la grave violación a los Derechos Humanos que esto implica.

Los instrumentos internacionales asumidos por los países, sientan un fuerte marco de protección contra la explotación a la infancia y adolescencia. Dentro de estos instrumentos, podemos destacar:

a) La Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 11, 20, 34, 35, 36 y 39). Particularmente el artículo 34 establece que “los Estados Partes tomarán todas las  medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma”.
b) El Protocolo facultativo de la CDN relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía.

c) La Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores de 1994, cuyo objeto es la prevención y sanción del tráfico internacional de menores, así como la regulación de los aspectos civiles y penales del mismo.

d) El Convenio 182 y su Recomendación 190, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Allí se establece que la trata de niños y niñas es inaceptable, análoga a la esclavitud y al trabajo forzoso y se insta a erradicarla sin demora.

e) El Protocolo de las Naciones Unidas para Prevenir, Reprimir y Sancionar la

Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños. La trata de niños, niñas y adolescentes se diferencia del tráfico o traslado ilícito de migrantes en que el primero es un delito contra las personas mientras que el segundo es contra un Estado. La finalidad del tráfico es llegar a otro país en forma voluntaria traspasando sus fronteras irregularmente, mientras que en la trata el fin es la explotación de la persona que fue despojada de sus documentos y trasladada en forma involuntaria, restringiéndose fuertemente o suprimiéndose su libertad.

Esta distinción no siempre es obvia para los funcionarios de migración ni para las propias víctimas. Ocurre muchas veces que se le niega la protección específica que requieren los niños, niñas y adolescentes víctimas de trata por identificarlos equivocadamente como migrantes irregulares. A su vez, el niño víctima, frente a las amenazas de los sujetos del crimen organizado así como frente al temor de la deportación inmediata, puede no atreverse a denunciar su situación de explotación.

En este sentido, ciertamente la tipificación de la trata en muchas de las leyes nacionales del continente ha sido un importante avance para conferir protección a sus víctimas.

Los niños, niñas y adolescentes desarraigados de su comunidad de origen, lejos de toda red de contención familiar o comunitaria, tienen derecho a una protección especial.

Pero no solamente el desplazarse solos hace a los niños vulnerables a ser objeto de trata, también el haber sido previamente víctimas de trata puede ser la razón por la que las autoridades los encuentran no acompañados, sin documentos y en un país extraño. En estos casos de ninguna manera puede penalizarse al niño, niña o adolescente, sino que se le debe prestar la asistencia necesaria como víctima de una grave violación de sus derechos humanos.

En la lucha intensa de las familias por llegar a los países con mayor grado de desarrollo, los niños, niñas y adolescentes se convierten en la población más vulnerable. En estas circunstancias tan desfavorables, muchos niños, niñas y adolescentes que alcanzan la frontera se ven expuestos a situaciones que, mediante modalidades de limitada calidad institucional, resultan en repatriaciones masivas.

Del total de los niños atendidos en la Red de Albergues conformada por el gobierno de México y organizaciones civiles, el 88% tienen entre 13 y 17 años, el 10% se encuentra entre los 6 y 12 años, y el 2% entre 0 y 5 años. Además, el 66% son hombres y el resto mujeres7. La Red del Programa durante el 2005, atendió un total de 18.392 niñas, niños y adolescentes migrantes y/o repatriados y en 2006 se atendieron 20.5168, una cifra que se eleva significativamente, siendo el caso de mayor gravedad en la región.

Aproximadamente, unos 10.000 niños y niñas no acompañados son repatriados de Estados Unidos cada año, según cifras del Sistema Nacional DIF. De estos niños, el 70% son varones, y el 80% son adolescentes entre los 13 y los 17 años.

A la luz del enfoque de derechos, las acciones de intervención deben estar dirigidas a implementar soluciones duraderas que finalmente atiendan la raíz del problema. En el caso de lo niños migrantes que viajan solos, el Comité de los Derechos del Niño, en su Observación General No. 6, comenta:

De acuerdo con un criterio basado en los derechos, la búsqueda de una solución duradera comienza con un análisis de las posibilidades de reunificación familiar. La localización de la familia es un ingrediente esencial de la búsqueda de una solución duradera y debe gozar de prioridad.

De esta manera, la reunificación familiar toma un lugar relevante en el diseño y la aplicación de las políticas públicas en la materia. Es necesario incursionar en esta actividad considerando en todo momento la interpretación del interés superior del niño. Especialmente, la reunificación familiar debe ser consignada bajo esta perspectiva con sumo cuidado cuando se suscita en el país de origen e implica un “riesgo razonable” de que el retorno se traduzca en la violación de los derechos humanos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes.

En tales circunstancias es preferible que el Estado receptor ofrezca acogida como principal opción para el bienestar del niño. Respecto de este tema, el Comité recomienda:

En este contexto, debe recordarse que la supervivencia del menor es primordial y presupuesto del disfrute de los demás derechos […], se recuerda especialmente a los Estados Partes "toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva" y "no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares"

Los niños, niñas y adolescentes separados o no acompañados deben tener acceso a los mismos derechos que los niños nacionales y en pie de igualdad con éstos.

4. Consideraciones y Recomendaciones Finales

En vistas del impacto que genera el proceso migratorio para nuestros pueblos, tanto en los países emisores, como en aquellos de tránsito y recepción, el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) entiende que es fundamental impulsar y promover acciones conjuntas dirigidas a garantizar la observancia de los derechos de niños, niñas y adolescentes migrantes, particularmente los que se vean sometidos a manifestaciones de discriminación y situaciones de explotación, alentando el desarrollo social de la niñez y sus familias a través de la migración planificada y protegida, así como su participación activa en las sociedades de destino.

Garantizar los derechos de la niñez y la adolescencia es un imperativo ético, político, social, jurídico y económico de todo Estado, sociedad y familia, así como una de las estrategias más efectivas para atacar las causas de la pobreza, la exclusión social y las inequidades en la región.

Siguiendo el enfoque de derechos, es necesario abordar tanto las causas como las consecuencias de la migración y encontrar soluciones a los problemas que genera este proceso que afecta a las niñas, niños y adolescentes en el conjunto de sus derechos. Dichas soluciones requieren de la imprescindible cooperación conjunta y coordinada de los Estados. Corresponde a ellos, entonces, generar esfuerzos para:

• Proteger y respetar los derechos humanos de niños, niñas y adolescentes migrantes, independientemente de su condición migratoria.

• Garantizar el derecho a la cobertura universal y de calidad de los servicios sociales básicos para todos los niños, niñas y adolescentes en sus países de origen, fundamentalmente los relacionados con la nutrición, salud, educación y vivienda digna.

• Prestar especial atención al respeto del derecho a la vida, la participación y la identidad de los niños, niñas y adolescentes migrantes.

• Atender prioritariamente a las niñas, niños y adolescentes no acompañados o separados de sus familias a fin de que cuenten con el acceso a los mismos derechos que los niños nacionales y en pie de igualdad con éstos.

• Proteger el derecho a la identidad de las niñas, niños y adolescentes migrantes desde, hacia o entre nuestros países, estableciendo como meta la erradicación de los subregistros de nacimientos y proveer acceso a la documentación de identidad.

• Contar con políticas migratorias con enfoque de derechos humanos que armonicen con las políticas públicas destinadas a la niñez, la adolescencia y sus familias.

• Implementar mecanismos de cooperación técnica internacional y elaborar acuerdos de cooperación internacional, regional y bilateral, para desarrollar programas interinstitucionales e intersectoriales que aborden integralmente la problemática.

• Asumir el compromiso de capacitar y sensibilizar en Derechos Humanos a los funcionarios y voluntarios encargados de interactuar con niños, niñas y adolescentes migrantes y sus familias.

• Promover en los Estados involucrados en procesos migratorios, la prevalencia de condiciones que favorezcan una mayor armonía, tolerancia y respeto entre los migrantes y el resto de la sociedad en los países de tránsito o destino, a fin de eliminar las manifestaciones de racismo, xenofobia y formas conexas de intolerancia, dirigidas contra los migrantes, incluidos los miembros de sus familias.

• Fortalecer a las familias a través de la implementación de políticas sociales y económicas alrededor del empleo y la inversión en educación, y específicamente el desarrollo de programas integrales de atención a la niñez y adolescencia con el propósito de brindar a las familias las oportunidades y condiciones para poder cumplir su rol como unidad básica de formación, garantía y protección de los derechos de las niñas, niños y adolescentes.

• Establecer lineamientos regionales consensuados, sistemas de información y protocolos para la protección especial en los casos de retorno de los niños, niñas y adolescentes víctimas de trata de personas.

• Aumentar la coordinación interinstitucional e intersectorial en cada país como forma de proteger a las niñas, niños y adolescentes de todas las formas de explotación sexual comercial, manifiesta y encubierta detrás de otras actividades.

Al concluir esta presentación, el IIN aspira a lograr un renovado compromiso de los Estados Miembros con el fin de superar los actuales obstáculos que se presentan en los procesos migratorios para los niños, niñas y adolescentes y sus familias y que, constituido en un dato relevante de la realidad hemisférica, exigen un alto compromiso en la protección de la dignidad y los derechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes.
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MODELO DE LA PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS

DEL NIÑO Y DE LA SITUACIÓN IRREGULAR:

UN MODELO PARA ARMAR Y OTRO PARA DESARMAR

MARY BELOFF

Significado y alcances de la ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño en el contexto latinoamericano
La Convención Internacional sobre los Derechos del Niño2 fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, luego de casi una década de debates acerca de su alcance y contenidos3. Su ratificación por veinte países -el número requerido por el instrumento para su entrada en vigencia4- ocurrió menos de un año después. En septiembre de 1990, delegados de 159 países asistieron a la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia que tuvo lugar en la oficina de las Naciones Unidas en Nueva York. En esa oportunidad aprobaron un Plan de Acción en el que se afirmó que las aspiraciones de la comunidad internacional respecto del bienestar de los niños estaban reflejadas de manera acabada en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño5. A la fecha, ciento ochenta y seis países la han ratificado.

La Convención resulta entonces el marco mínimo de reconocimiento y respeto a los derechos de los niños en el que deben inscribirse las prácticas y las políticas de los países que la han ratificado. Ello sin perjuicio de que la adecuación de las legislaciones internas de los Estados Parte a la Convención deberá tener en cuenta aspectos culturales propios.

Sobre la Convención se ha afirmado: “Resulta paradójico, y es de esperar que positivamente premonitorio, que en el contexto de la ‘década perdida’, la comunidad internacional haya sido capaz de superar innumerables conflictos de naturaleza diversa, para construir una Carta Magna de los derechos de la infancia. Un instrumento que resulta imprescindible situar y que no constituye, ni retórica hueca, ni una vara mágica para enfrentar graves problemas estructurales.”

En términos generales, es posible sostener que ningún otro instrumento internacional específico de protección de derechos humanos ha tenido la aceptación y el consenso generados por la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño7. La razón que explica tal generalizada aceptación se encuentra en el hecho de que prácticamente en todo el mundo los niños8 son considerados las personas más vulnerables en relación con violaciones a los derechos humanos y que requieren protección específica.

En muchos países de América Latina la incorporación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño a los sistemas jurídicos nacionales ha tenido lugar en contextos de transición o consolidación democráticas. Así, la discusión sobre las formas de entender y tratar con la infancia, tradicionalmente encaradas desde perspectivas asistencialistas y tutelares, ha cedido frente a una discusión en términos de ciudadanía y de derechos para los más chicos.

Es indudable que en prácticamente todos los países se han producido cambios importantes en la manera de concebir los derechos de las personas menores de edad. Tal transformación se conoce como la sustitución de la “doctrina de la situación irregular” por la “doctrina de la protección integral”, que en otros términos significa pasar de una concepción de los “menores” -una parte del universo de la infancia- como objetos de tutela y protección segregativa, a considerar a niños y jóvenes como sujetos plenos de derecho.

Sin embargo, en términos concretos de reconocimiento y goce de esos derechos es posible relativizar el impacto real de la ratificación de la Convención en el contexto latinoamericano. Si se analiza el proceso que han seguido los países de América Latina luego de ratificar la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño se observa, por un lado, y en relación al poder judicial, que pese a la manifiesta contradicción de las leyes de menores sancionadas con anterioridad a la ratificación de la Convención Internacional -y aún después- con las Constituciones nacionales y con otros instrumentos internacionales de protección de derechos humanos (Convención Americana sobre Derechos Humanos conocida como Pacto de San José de Costa Rica, Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional sobre Derechos relacionados con las políticas públicas de aquellos relacionados con la intervención judicial (aspectos del derecho de familia, infractores de la ley penal). Aún más, muchas veces estos Códigos o leyes integrales contienen también dispositivos para dar lugar a la necesaria reforma institucional que una ley basada en la protección integral de derechos necesariamente implica. Como es evidente, el dictado de una ley o Código con estas características requiere un detallado estudio y articulación con todas las normas vigentes que tratan de una manera u otra la materia (por ejemplo, el Código Civil o el Código de Trabajo, los Decretos de creación y funcionamiento de los organismos de la administración, etc.). Los segundos han optado por dictar leyes específicas en el marco de la Convención Internacional: Leyes o Códigos de Familia o de algún tema específico (adopción, violencia, identidad, etc.), leyes sobre la responsabilidad penal de los adolescentes o sobre un tema en particular (por ejemplo, ejecución de las sanciones penales juveniles), y leyes de organización o reorganización institucional. Estas adecuaciones sólo lo son respecto de algunos artículos de la Convención (por ejemplo, si se trata del régimen para infractores de la ley penal, se trataría de los artículos 37 y 40 del mencionado instrumento internacional); por eso un país que sólo dicta una ley específica no está cumpliendo a cabalidad el compromiso asumido al ratificar la Convención Internacional en el sentido de adoptar las medidas legislativas, administrativas o de otra índole (art. 4) necesarias para hacer efectivos todos los derechos allí reconocidos.
Código integral de la Niñez y la Adolescencia:

a) aspectos de protección

b) redefinición institucional

c) justicia (de familia, penal)

ADECUACIÓN SUSTANCIAL ó Leyes específicas:

a) Leyes o Códigos de Familia

b) Leyes de Responsabilidad Penal Juvenil

c) Leyes de Organización Institucional

Se verifica en ambos casos, tanto el del dictado de leyes específicas cuanto el del dictado de Códigos integrales, cuando no ha existido un profundo proceso de discusión y acuerdos básicos sobre el modo de hacer efectiva en el país la protección integral de derechos, que aparecen secciones en los Códigos o algunas leyes que representan una adecuación sustancial de la Convención Internacional, en tanto que otras secciones o leyes sólo son una adecuación eufemística o, peor aún, que dejan intactos dispositivos del sistema anterior.

ARTÍCULOS PARA EL DEBATE

El sistema que se trata de superar con la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño: la “situación irregular”

En términos teóricos, se ha sostenido que las leyes que regulaban la situación de la infancia y la juventud con anterioridad a la Convención Internacional pertenecen a lo que se ha dado en llamar la “doctrina de la situación irregular”. Estas leyes conciben a los niños y a los jóvenes como objetos de protección a partir de una definición negativa de estos actores sociales, en palabras de Antonio Carlos Gomes da Costa, una definición basada en lo que no saben, no tienen o no son capaces.

En líneas generales, el sistema de la situación irregular puede ser caracterizado mediante las siguientes nociones:

La primera es que refleja criterios criminológicos propios del positivismo de fines del siglo pasado y principios de éste. De esa concepción positivista se deriva un sistema de justicia de menores que justifica las reacciones estatales coactivas frente a infractores (o “potenciales infractores”) de la ley penal a partir de las ideas del tratamiento, la resocialización -o neutralización en su caso- y, finalmente, de la defensa de la sociedad frente a los peligrosos. Desde la perspectiva de las teorías del castigo, tal justificación ha sido llamada prevención especial y dio paso al reemplazo de las penas por medidas de seguridad, terapéuticas o tutelares respecto de estos “menores en situación irregular” o en “estado de abandono, riesgo o peligro moral o material”, o en las igualmente vagas -no obstante ser más modernas- categorías de “menores en circunstancias especialmente difíciles” o “en situación de disfunción familiar”. El segundo rasgo característico de la situación irregular es el argumento de la tutela. Mediante este argumento fue posible obviar dos cuestiones centrales en materia político- criminal. En primer lugar, el hecho de que todos los derechos fundamentales de los que gozan los adultos no fueran reconocidos a los niños y a los jóvenes. En segundo lugar, el hecho de que las consecuencias reales de esa forma de concebir y tratar a la infancia y la juventud sólo reprodujera y ampliara la violencia y marginalidad que se pretendía evitar con la intervención “protectora” del Estado14.

Estas características de las leyes de la situación irregular explican y justifican la abolición del principio de legalidad, principio fundamental del derecho penal de un Estado de Derecho.

El desconocimiento de este principio permite que las leyes contemplen el mismo tratamiento tanto para niños y jóvenes que cometen delitos cuanto para aquellos que se encuentran en situación de amenaza o vulneración de sus derechos fundamentales (a la familia, a la alimentación, a la salud, a la educación, al esparcimiento, a la vestimenta, a la capacitación profesional, entre otros). Además posibilita que las reacciones estatales sean siempre por tiempo indeterminado y sólo limitadas, en todo caso, por la mayoría de edad, oportunidad en la que cesa la disposición judicial sobre el menor en “situación irregular”.

El tercer rasgo característico de estas leyes es la singular función atribuida al juez de menores, quien deja de cumplir funciones de naturaleza jurisdiccional para cumplir funciones más propias de las políticas sociales, por decirlo de alguna manera. En este sentido, es importante recordar que el mayor porcentaje del trabajo de los juzgados de menores que funcionan según las previsiones de las leyes de la situación irregular es de naturaleza tutelar o asistencial. Esta función del juez de menores y, en general, la lógica de la situación irregular tuvo gran acogida en América Latina y se articuló perfectamente con los sistemas procesales inquisitivos de la región. Más aún, sistemas inquisitivos y sistemas de menores basados en el sistema de la situación irregular se han alimentado recíprocamente en América Latina en los últimos ochenta años. La concepción de un otro como objeto o como súbdito pero no como sujeto con derechos (menor o imputado), la oficiosidad en la actuación judicial, el secreto y el expediente escrito, la concentración de todas las funciones en una sola persona (juez-padre-acusador-decisor-defensor), cuestiones morales y religiosas fundamentando las decisiones penales, la privación de libertad como regla (internamiento o prisión preventiva), en suma, la violación de todas las garantías individuales son características compartidas tanto por el procedimiento inquisitivo cuanto por el procedimiento previsto por las leyes de la situación irregular. Por esas razones ambos sistemas son de difícil -si no imposible- compatibilización, desde el punto de vista jurídico, con el Estado de Derecho.

Si se hiciera una lista de los aspectos que caracterizan a una ley de la situación irregular habría que incluir necesariamente los siguientes indicadores:

• Los niños y jóvenes aparecen como objetos de protección, no son reconocidos como sujetos de derecho sino como incapaces que requieren un abordaje especial. Por eso las leyes no son para toda la infancia y la adolescencia sino sólo para una parte del universo de la infancia y la adolescencia, son para los “menores”.

• Se utilizan categorías vagas, ambiguas, de difícil aprehensión desde la perspectiva del derecho, tales como “menores en situación de riesgo o peligro moral o material”, o “en situación de riesgo” o “en circunstancias especialmente difíciles” o similares15, que son las que habilitan el ingreso discrecional de los “menores” al sistema de justicia especializado. 
ARTÍCULOS PARA EL DEBATE

• En este sistema, es el “menor” quien está en situación irregular; son sus condiciones personales, familiares y sociales las que lo convierten en un “menor en situación irregular” y por eso es objeto de intervenciones estatales coactivas tanto él como su familia.

• A partir de esa concepción, existe una división entre aquellos que serán atravesados por el dispositivo legal/tutelar, que generalmente coinciden con los que están fuera del circuito familia-escuela (los “menores”), y los niños y jóvenes, sobre quienes este tipo de leyes -como se señaló- no aplica. Un ejemplo de este punto es que frente a un mismo problema de la familia, un grupo de personas (los “menores”) son intervenidos por la justicia de menores, en tanto que otro grupo, probablemente, si hay intervención judicial, será intervenido por la justicia de familia16.

• También aparece que la protección es de los “menores” en sí mismos, de la persona de los menores, de ahí la idea de que son “objetos de protección”.

• Por eso, esa protección frecuentemente viola o restringe derechos, porque no está pensada desde la perspectiva de los derechos.

• Aparece también la idea de la incapacidad.

• Vinculada con ésta última, entonces, la opinión del niño es irrelevante.

• En la misma lógica, se afecta la función jurisdiccional, ya que el juez de menores debe ocuparse no solo de las cuestiones típicamente “judiciales” sino también de suplir las deficiencias de la falta de políticas sociales adecuadas. Por eso se espera que el juez actúe como un “buen padre de familia” en su misión de encargado del

“patronato” del Estado sobre estos “menores en situación de riesgo o peligro moral o material”. De ahí que el juez no esté limitado por la ley y tenga facultades omnímodas de disposición e intervención sobre la familia y el niño.

• Todo está centralizado.

• Así queda definitivamente confundido todo lo relacionado con los niños y jóvenes que cometen delitos con cuestiones relacionadas con las políticas sociales y la asistencia, es lo que se conoce como “secuestro y judicialización de los problemas sociales”.

• De este modo es que también se instala la categoría del “menor abandonado/delincuente” y se “inventa” la delincuencia juvenil. Se relaciona este punto con la “profecía autocumplida”: si se trata a una persona como delincuente aun cuando no haya cometido delito es probable que exitosamente se le pegue esa etiqueta de “desviado” y que, en el futuro, efectivamente lleve a cabo conductas criminales.

JUSTICIA Y DERECHOS DEL NIÑO Nº1

• Como consecuencia de todo lo explicado, se desconocen todas las garantías individuales reconocidas por los diferentes sistemas jurídicos de los Estados de Derecho a todas las personas (no sólo a las personas adultas).

• Principalmente, la medida por excelencia que adoptan los juzgados -tanto para infractores de la ley penal, cuanto para víctimas o para los “protegidos”- es la privación de la libertad. Todas las medidas se adoptan por tiempo indeterminado.

• Se consideran a los niños y jóvenes imputados de delitos como inimputables, lo que entre otras cosas implica que no se les hará un proceso con todas las garantías que tienen los adultos, y que la decisión de privarlos de libertad o de adoptar cualquier otra medida no dependerá necesariamente del hecho cometido sino, precisamente, de que el niño o joven se encuentre en “estado de riesgo”.

El sistema de la situación irregular entró en crisis en la década del ’60 en los Estados Unidos y en la década de los ’80 a nivel de la comunidad internacional. Con la aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño en 1989, se cerró el ciclo iniciado casi un siglo atrás con el movimiento de los “Salvadores del Niño” que concebía la protección en términos segregativos, y se inauguró la etapa de la protección integral de los derechos de la infancia.

El sistema que se debe implementar a partir de la Convención Internacional: la protección integral de derechos

El sistema de la protección integral de derechos de los niños surge de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, de instrumentos específicos regionales y universales de protección de derechos humanos y de otros instrumentos internacionales que, sin tener la fuerza vinculante que tienen para el Estado los tratados, representan la expresión de acuerdos e intenciones de la comunidad internacional en esta materia y, por lo tanto, son aplicables en la interpretación de los tratados y en el diseño de las políticas de los Estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas - y devienen obligatorios en la medida en que se conviertan en costumbre internacional-.

Estos instrumentos son:

• Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores, conocidas como Reglas de Beijing18 aprobadas por la Asamblea General cuatro años antes de la aprobación de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño.

ARTÍCULOS PARA EL DEBATE

• Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad19.

• Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil, conocidas como Directrices de Riadh20.

¿DE DONDE SURGE LA “DOCTRINA DE LA PROTECCION INTEGRAL DE LOS DERECHOS DEL NIÑO”?

• Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (20/11/89)

• Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores, conocidas como reglas de Beijing (29/11/85)

• Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad (14/12/90)

• Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil, conocidas como Directrices de Riadh (14/12/90)

Además:

• Otros instrumentos internacionales de protección de derechos humanos (art. 75, inc. 22 de la Constitución nacional argentina)

No es posible dar una definición acabada de protección integral de los derechos de los niños. De hecho, la falta de claridad respecto de qué significa protección integral permite todavía hoy a algunos funcionarios defender las leyes de la situación irregular como modelos de protección integral de la infancia. Sin embargo, sí es posible afirmar que protección integral es protección de derechos. En ese sentido, el cambio con la doctrina de la situación irregular es absoluto e impide considerar a cualquier ley basada en esos principios como una ley de protección integral.

Ejemplo de lo afirmado precedentemente es que una noción central de la protección integral, como lo es la del interés superior del niño, que ha sido también criticada por su vaguedad, ha sido en este marco interpretada como un principio garantista de modo que signifique la satisfacción de los derechos del niño21. Así, protección integral significa protección de derechos e interés superior del niño significa satisfacción de sus derechos.

Se advierte entonces que protección integral como protección de derechos es una noción abierta, en permamente búsqueda de nuevos y mejores estándares. Por tal motivo, no es posible cerrar el paquete de instrumentos internacionales de los que surje la protección integral con los instrumentos internacionales específicamente orientados al tema infancia. Deben pues considerarse incluidos todos los instrumentos internacionales de protección de derechos humanos suscriptos por el país y que forman parte de la Constitución

Nacional a partir de la reforma del año 1994 que sean aplicables.

Obsérvese por ejemplo que la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño no preve un órgano supranacional de carácter jurisdiccional encargado de aplicar el instrumento.

Sólo crea un Comité de los Derechos del Niño que tiene la función de examinar los progresos realizados por los Estados Parte en el cumplimiento de la Convención22. A tal fin los Estados Parte deberán presentar cada cinco años -y por primera vez en el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada Estado Parte la Convención haya entrado en vigor- al Comité informes sobre las medidas que hayan adoptado para hacer efectivos los derechos reconocidos por la Convención y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al goce de esos derechos, cada cinco años23. Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos organiza el sistema americano de protección de derechos humanos a través de dos instituciones supranacionales: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. De este modo, es posible afirmar que la Convención Americana permite completar la noción de protección integral ya que avanza sobre la protección de los derechos humanos de los niños asegurándoles un estándar mejor de reconocimiento y ejercicio de sus derechos que el previsto por la Convención Internacional.

Básicamente, el cambio de sistema se ve reflejado en las nuevas legislaciones de los países que han adecuado de manera sustancial su ordenamiento jurídico a la Convención

Internacional sobre los Derechos del Niño. En términos generales es posible afirmar que una ley se encuentra en un marco de protección integral de derechos de los niños cuando aparecen las características que se mencionan a continuación.

• Se definen los derechos de los niños y se establece que en caso de que alguno de esos derechos se encuentre amenazado o violado, es deber de la familia, de la comunidad y/o del Estado restablecer el ejercicio concreto del derecho afectado a través de mecanismos y procedimientos efectivos y eficaces tanto administrativos cuanto judiciales, si así correspondiere.

• Por eso desaparecen las vagas y antijurídicas categorías de “riesgo” “peligro moral o material”, “circunstancias especialmente difíciles”, “situación irregular”, etcétera.

• Se establece, en todo caso, que quien se encuentra en “situación irregular” cuando el derecho de un niño o adolescente se encuentra amenazado o violado, es alguien o alguna institución del mundo adulto (familia, comunidad o Estado).

• Se distinguen claramente las competencias de las políticas sociales de la cuestión penal, planteando la defensa y el reconocimiento de los derechos de los niños y los jóvenes como una cuestión que depende de un adecuado desarrollo de las políticas sociales.

• Las políticas se caracterizan por estar diseñadas e implementadas por la sociedad civil y el Estado, por estar descentralizadas y focalizadas en los municipios.

• Se abandona la noción de menores como sujetos definidos de manera negativa, por lo que no tienen, no saben o no son capaces, y pasan a ser definidos de manera afirmativa, como sujetos plenos de derecho.

• Se desjudicializan cuestiones relativas a la falta o carencia de recursos materiales, supuesto que en el sistema anterior habilitaba la intervención de la jurisdicción especializada.

• La protección es de los derechos del niño y/o el adolescente. No se trata como en el modelo anterior de proteger a la persona del niño o adolescente, del “menor”, sino de garantizar los derechos de todos los niños y adolescentes.

• Por lo tanto, esa protección reconoce y promueve derechos, no los viola ni restringe.

• También por ese motivo la protección no puede significar intervención estatal coactiva.

• De la idea de universalidad de los derechos, se desprende que estas leyes son para toda la infancia y adolescencia, no para una parte. Por eso se dice que con estas leyes se recupera la universalidad de la categoría infancia, perdida con las primeras leyes para “menores”.

• Ya no se trata de incapaces, medias-personas o personas incompletas, sino de personas completas cuya única particularidad es que están creciendo. Por eso se les reconocen todos los derechos que tienen todas las personas, más un plus de derechos específicos precisamente por reconocerse el hecho de que están creciendo.

• De ahí que de todos los derechos, uno que estructura la lógica de la protección integral sea el derecho del niño a ser oído y a que sus opiniones sean tenidas en cuenta24.

• Se jerarquiza la función del juez en tanto éste debe ocuparse de cuestiones de naturaleza jurisdiccional, sean de derecho público (penal) o privado (familia).

• El juez, como cualquier juez, está limitado en su intervención por las garantías.

• En cuanto a la política criminal, se reconocen a los niños todas las garantías que le corresponden a los adultos en los juicios criminales según las constituciones nacionales y los instrumentos internacionales pertinentes, más garantías específicas. La principal, en relación con los adolescentes, es la de ser juzgado por tribunales específicos con procedimientos específicos, y la de que la responsabilidad del adolescente por el acto cometido se exprese en consecuencias jurídicas absolutamente diferentes de las que se aplican en el sistema de adultos. Este reconocimiento de garantías es independiente del hecho de sostener que los niños y jóvenes son inimputables, como es el caso, por ejemplo, del Estatuto del Niño y del Adolescente de Brasil.

• Se establece como consecuencia jurídica de la comisión de un delito por parte de un joven un catálogo de medidas, en el que lo alternativo, excepcional, ultima ratio y por tiempo breve es la privación de libertad. Estas medidas se extienden desde la advertencia y la amonestación hasta los regímenes de semilibertad o privación de la libertad en institución especializada. Deben dictarse por tiempo determinado.

• Se determina que la privación de libertad será una medida de último recurso, que deberá aplicarse por el tiempo más breve que proceda y, en todos los casos, por tiempo determinado como consecuencia de la comisión de un delito grave25.

 ¿COMO ES UNA LEY DE LA SITUACION IRREGULAR? PROTECCION INTEGRAL?

• “menores” • niños y jóvenes

• objetos de protección • sujetos de derecho

• protección de “menores” • protección de derechos

• protección que viola o restringe • protección que reconoce y promueve derechos derechos

• infancia dividida • infancia integrada

• incapaces • personas en desarrollo

• no importa la opinión del niño • es central la opinión del niño

• “situación de riesgo o peligro moral • derechos amenazados o violados o material” o “situación irregular”

• “menor en situación irregular” • adultos, instituciones y servicios en situación irregular

• centralización • descentralización

• juez ejecutando política • juez en actividad jurisdiccional social / asistencia

• juez como “buen padre de familia” • juez técnico

• juez con facultades omnímodas • juez limitado por garantías

• lo asistencial confundido • lo asistencial separado de lo penal con lo penal

• “menor abandonado / delincuente” • desaparece ese determinismo

• se desconocen todas las garantías • se reconocen todas las garantías

• imputados de delitos como • responsabilidad penal juvenil inimputables

• derecho penal de autor • derecho penal de acto

• privación de libertad como regla • privación de libertad como excepción y sólo para infractores / otras sanciones

• medidas por tiempo indeterminado • medidas por tiempo determinado

“ Migración e identidad cultural” en Rossi, Mariana y Allevato, Cristina (2008)“Análisis de casos: una mirada hacia la vida cotidiana”

1. El caso: Eliseo, el caso de una familia rural migrante
Presentaremos una problemática que surge del contexto pero que influye en la  escuela y en su situación de enseñanza y aprendizaje. A partir del análisis del caso, partiremos de estrategias teóricas-practicas para el análisis de las dinámicas de gestión de una escuela en este escenario de migración y de dificultades de comunicación y uso de lenguaje.  Para abordar este caso nos centraremos en los problemas que la escuela puede abordar y dar algún tipo de solución. 

Para este logro se considerarán: 

· La atención a los conflictos que entran en la escuela e implican un modelo de gestión particular.

· Los procesos de comunicación en la comunidad educativa (docentes y alumnos, padres y escuela y alumnos entre sí).

· Las estrategias de enseñanza/aprendizaje en la escuela y en el aula.

· El establecimiento de acuerdos y compromisos de acción.

 Las siguientes preguntas nos guiarán en el recorrido: 

· ¿Qué respuestas se pueden o se deberían dar desde la gestión directiva a las problemáticas  que plantea el contexto? 

· ¿Cómo abordar la comunicación o la falta de comunicación en la escuela?

· ¿Qué propuestas de enseñanza pueden promover una educación de calidad?

Los objetivos son:

· Analizar el contexto para ver como influye en la dinámica escolar.

· Abordar la mirada del docente sobre el alumno que entra a sus aulas.

· Repensar estrategias de enseñanza que permitan el aprendizaje.

· Identificar los factores de comunicación en la institución que plantean exclusión y fracaso escolar.

2. La historia de Eliseo

La Unidad Educativa está ubicada en un sector de la periferia urbana de la ciudad de Sucre, Bolivia. Este centro educativo atiende a niños de familias migrantes que en su mayoría vienen de municipios rurales, varios de ellos pertenecientes a la cultura Yampara
. 

Muchos de los niños que asisten a esta escuela tienen dificultades en su rendimiento escolar, algunos factores que inciden en este aspecto son los siguientes: la falta de apoyo de los padres de familia, dado que un 37% a 40% de ellos son analfabetos, en su mayoría lo son las madres. Otro factor es el idioma puesto que el 50% de las madres de familia son bilingües, el 46% hablan solamente el idioma quechua y el 4% sólo castellano. El 50% de los padres de familia son bilingües, el 36% habla solamente quechua y el 13% habla castellano. En muchos de los hogares el idioma predominante es el quechua. 

Varios de los niños y adolescentes que asisten a este centro educativo viven solos o a cargo de un tutor debido a que el 48% de los padres de estas familias migran al interior o al exterior del país en busca de trabajo. En muchos casos un hermano mayor queda a cargo de los hermanos menores y en otras oportunidades, los niños quedan al cuidado de un pariente que apenas conoce. Por esta razón los niños deben trasladarse a otro lugar, lo que provoca que al abandono de sus vínculos cercanos se sume el abandono de su lugar de origen.  

En este centro educativo a la mayoría de los alumnos que provienen de la zona rural y  les resulta muy difícil cumplir con lo que la escuela espera de ellos. Esto se manifiesta tanto en la relación con los docentes, en su desempeño en las áreas de conocimiento, como en los vínculos que estos niños pueden establecer con sus compañeros. Es común ver niños con sobreedad en los cursos y también el hecho de que los niños abandonen los estudios. 

Pese al interés de los educadores por la problemática que afrontan, la propuesta educativa está elaborada pensando en niños urbanos, que han sido socializados en estos ámbitos y que tienen los conocimientos para desenvolverse en la lógica planteada por los maestros. Las expectativas de los educadores están puestas en una adaptación a la vida y necesidades urbanas; por esta razón les cuesta asumir una mirada rural o leer y vivir los problemas de las familias migrantes que llegan a su escuela.

Es posible entender esta situación como el resultado de “naturalizar” lo que pasa cotidianamente en las aulas. En otras palabras, lo que ocurre en el día a día es que a estos niños la cultura que portan, y en la cual han sido educados, se transforma en un obstáculo en su vida en la ciudad. Frente a esta situación   a los educadores les cuesta pensar en ideas nuevas que incorporen a este alumno que tienen en sus aulas; y repiten propuestas que han probado no dar resultados satisfactorios, en distintas ocasiones. Si bien los docentes y la directora reconocen que existe esta realidad, se observa la ausencia de alternativas diferentes frente a las situaciones que viven en forma reiterada. 

En la vida diaria de la escuela se observa que cuando los niños tienen problemas de aprendizaje, se cita a los padres buscando una solución, sabiendo que muchos de ellos no viven con sus padres. Por su parte, aquellos padres que asisten a la llamada de la escuela son una minoría y cuentan con pocas herramientas para ayudarlos, dado que no manejan la lengua y en muchos casos son analfabetos o con baja escolaridad.

Otra situación recurrente es el hecho de que muchas actividades escolares requieren de los padres para su realización. De esta manera la situación de soledad de los niños se ve reforzada, en forma involuntaria, pero profundizando en ellos la sensación de abandono. 

Todo esto contribuye a que la integración resulte difícil; los niños quedan aislados en la escuela y con poca participación en el aula.


En este contexto encontramos a Eliseo, un niño de 13 años que actualmente cursa 6° grado del nivel primario; anteriormente repitió 5° grado dos veces debido a las dificultades para seguir el ritmo de enseñanza de su nueva escuela. Él y su familia llegaron a la ciudad hace 3 años procedentes de una comunidad rural, sus padres son quechuistas (se denomina así a las personas que son de origen quechua y tienen como primera y en algunos casos única lengua, el idioma quechua) en especial la mamá que sólo se comunica en el idioma nativo, aunque  el papá conoce un poco de castellano.

La familia en el campo vivía de trabajar en cosechas y algunos trabajos que aparecían.  Eliseo al igual que toda su familia trabajaba en las cosechas y tenían una economía basada en la subsistencia cotidiana. Al migrar a la ciudad su papá trabaja como albañil y Eliseo a veces trabaja como ayudante los fines de semana.
Ha sido muy difícil para Eliseo acostumbrarse a su nueva escuela porque, además de su timidez, tiene dificultades para comunicarse con sus compañeros y en especial con sus profesores al no dominar el castellano. Si bien muchos de sus compañeros hablan y entienden quechua, en la escuela prefieren comunicarse en castellano y excluyen a Eliseo de sus conversaciones. También a él le cuesta integrase a los intereses de los otros chicos, se muestra distante y no trata de integrarse. Sus compañeros comentan que Eliseo es bueno, pero que casi no lo conocen. Habla un poco con Mario, un chico que también vino del campo, no molesta en clase...

Eliseo tiene mucha dificultad para comprender las clases e interpretar consignas sencillas. Esto lo retrasa en la ejecución de las actividades y muchas veces no resuelve lo que se le pide. No cuenta con los conocimientos previos necesarios que le permitan resolver las actividades del aula. Sus experiencias  son de carácter rural, lo que se traduce en un obstáculo, al ser las actividades presentadas por el currículo en el aula ajenas a las de su experiencia educativa de la zona rural.  En consecuencia le cuesta aprender a leer y escribir, actividad propia de la cultura urbana, y a resolver tareas en clase. Esta situación es vivida por Eliseo como una imposibilidad propia, lo que tarde o temprano afecta a su valoración personal. Eliseo trata de comunicarse y participar en forma verbal en clase, se esfuerza por cumplir con sus tareas, pero sus trabajos no llegan a ser aprobados y sus ritmos de aprendizaje son más lentos comparado con otros niños. Tiene menos dificultad en aprender matemática, pero es el área de lengua en la cual  no progresa su aprendizaje. Esta dificultad lo lleva a no poder desempeñarse de mejor manera en otras áreas o asignaturas.

Como sus calificaciones son bajas y su integración al grupo es poca, él prefiere  trabajar con su papá, por lo cual las inasistencias son reiteradas y la posibilidad abandonar la escuela está  entre sus alternativas. Su papá quiere que siga estudiando y que aprenda, pero también la ayuda de Eliseo en lo que gana con el trabajo sirve a la familia. Eliseo dejaría la escuela sin tener una alfabetización básica y sin conocimientos que le permitan una mejor inserción social. 

Eliseo a veces le comenta a un compañero que va a dejar la escuela, que va a seguir trabajando con su papá, porque allí se siente mejor, porque le dicen que “trabaja bien” pero su papá insiste en que estudie y aprenda las cosas de la “ciudad” para que pueda vivir mejor…En otros momentos, le dice a Mario que se quiere volver al campo, de donde vino, porque allí tenía más amigos.
La Directora comenta: “…la escuela abre las puertas a todos, sin discriminación alguna. En coordinación con los educadores se trabaja enfatizando la integración, dentro pero también fuera de la escuela. Tratamos de garantizar una educación que evite el fracaso y les garantice las competencias esenciales para que puedan desenvolverse eficazmente en la sociedad, de manera que la sociedad no los excluya”.

 Los educadores opinan lo siguiente: “…para nosotros el idioma es un gran problema No hay mucha relación entre alumno y maestro por la falta de comunicación, estos niños necesitan que se les enseñe en el idioma materno, pero muchos de nosotros nos estamos capacitados para ello.  A todos los niños les tratamos por igual e intentamos mejorar su autoestima, tomando en cuenta sus interese, tratamos de acompañarlos, sensibilizamos a sus compañeros a que los ayuden y a que los apoyen...”.
“...la verdad es que realizamos pocas actividades específicas para estos niños debido al horario que tenemos y la cantidad de alumnos con los que trabajamos en el aula. Las actividades son en castellano y son actividades que están más relacionadas  con la ciudad… algunos educadores elaboran  textos en su idioma materno, rescatan costumbres y tradiciones de su lugar de origen.”. 

Otra docente dice al respecto: ”no podemos hacer más, son muchos los alumnos por aula y no tenemos recursos para ocuparnos de un aprendizaje tan personalizado...”.

Dice la directora ...”En lo que respecta a lo que hacemos como escuela o centro educativo, realizamos diversas actividades para integrar a niños y padres, entre ellas la organización de una junta escolar, representantes de padres en los consejos mixtos, dinamización de padres y madres (DPM) en las que con apoyo de estrategias de Educación Popular (dinámicas, dramatizaciones, la promoción de encuentros deportivos, etc.) en los que se explica y reflexiona en castellano y el idioma nativo, con ayuda de un traductor que regularmente es un padre de familia”. .”Los niños tienen los mismos derechos y tratamos de darles las mismas oportunidades, pero también somos conscientes que son niños que necesitan más nuestra atención ya que no cuentan con el apoyo de sus padres, porque ellos trabajan todo el día; muchos solo hablan el idioma quechua, son analfabetos”

Una maestra opina que puede que un día de éstos Eliseo deje de venir a la escuela. Pero no pasa sólo con él; son muchos los niños en la misma situación. Para ellos ayudar en su casa se convierte en prioridad...y como les va mal en la escuela dejan de venir...”

La directora dice que quedan retos que la escuela debe comenzar a asumir, como contar con una propuesta institucional para generar espacios de inducción y socialización en su idioma originario a niños, jóvenes y familias que vienen de zonas rurales, en los que se les explique lo que la escuela ofrece y demandará de ellos en este nuevo contexto social. También tenemos que motivar y capacitar a los educadores para que sepan llegar a estos niños,. Para ello una de las competencias requeridas será el manejo del idioma quechua y estrategias para el acompañamiento personalizado y la estimulación de su participación en aula, puesto que es evidente que el idioma es una barrera que dificulta la integración, ya que las clases se dan en castellano y si bien no hay una actitud manifiesta, todas las decisiones pedagógicas rechazan la identidad de los chicos, no teniendo en cuenta su lugar de procedencia.

3. Análisis del caso

Primero repasemos lo trabajado en el caso anterior y  luego para poder  analizar el nuevo caso debemos pasar por cuatro momentos:
a. Momento explicativo: se explica la situación problema y se analizan sus múltiples causas.  

b. Momento normativo: se plantea la imagen objetivo, o aquello que se quiere lograr una vez resuelto el problema.  

c. Momento estratégico: se plantea la viabilidad de aquello que se quiere lograr. (¿Se puede hacer?, ¿se quiere hacer?, ¿se sabe hacer?)

d. Momento táctico: se establecen las soluciones, se plantean las acciones a realizar para llegar a la inclusión de Eliseo (adaptaciones curriculares, proyecto de mejora de aprendizajes, etc.) 

a. Momento explicativo

Si preguntamos ¿qué ocurre?  seguramente las respuestas serían varias, así como varias las posiciones de los actores que intervienen; cada uno responde desde su perspectiva.

Metodológicamente, es útil comenzar la explicación situacional con:  

- La enumeración de los hechos o manifestaciones más visibles del problema que intentamos explicar: los efectos. 

- La identificación de las causas que producen estos hechos, reconociendo aquellas que tienen más relevancia para la acción inmediata tomando en cuenta su impacto sobre los hechos y la posibilidad de convertirse en centro de acción. A estas causas más relevantes las llamamos nudos críticos.

¿Cuál es el problema?

Empecemos a vislumbrar cual es problema o los problemas planteados en el caso.

Para precisar un problema es necesario enumerar los elementos principales que lo constituyen y lo determinan: 

¿Cuáles son los efectos? ¿Qué nos pasa?
Los efectos son resultados o hechos en los que el problema se manifiesta.
En nuestro caso: 

· Falta de lectura por parte de la dirección del contexto donde se desarrolla la propuesta.  

· Dificultad de reconocer al alumno que entra en sus aulas.

· Presencia de estrategias institucionales poco significativas para los alumnos de origen rural.

· Dificultad en las estrategias de enseñanza para el logro de aprendizajes. 

· Ausencia de un modelo de comunicación adecuado a la comunidad educativa.

I.1 ¿Cuáles son las causas? ¿Por qué pasa esto?
Las causas son las variables que nos explican por qué ocurrió el problema.    
En este relato se pueden distinguir: causas de tipo social o general y  causas de tipo institucional.
Es importante hacer este tipo de distinción, si bien no es sencillo debido a que  siempre están profundamente relacionadas. Pero es importante tener en cuenta que sobre las causas sociales o generales nuestra posibilidad de intervención es siempre menor.  

Causas de tipo social o general que nos afectan a todos de distinta forma y donde nuestra incidencia no es directa: 

· La creciente urbanización de las poblaciones y la desarticulación que produce en el contexto social. 

· Factores económicos, estrategias de supervivencia familiar, decisiones del ámbito de las políticas públicas intervienen en ellas. sacarlo

· Dinámicas familiares: migración, abandono, separación, nuevos lazos o vínculos. 

· El cambio del alumno que entra en sus aulas, un alumno rural sin manejo del castellano. 

Causas de tipo institucional sobre la que nuestra incidencia puede llegar a ser directa:

En el caso de Eliseo se distinguen  claramente dos culturas contrapuestas:

· Una propuesta institucional urbana para un niño de una cultura rural. 

· Una escuela para un modelo diferente de alumnos.

· Las estrategias didácticas que no se adaptan a las necesidades de estos niños. 

· Los  padres valoran la escuela –por eso envían a sus hijos- como una llave para la inclusión social, pero no pueden acompañarlos en el recorrido por falta de experiencia personal y conocimientos.   

· Eliseo tiene un idioma materno distinto al que propone la escuela y presenta dificultades de comunicación y de aprendizaje en el aula.

· La autoestima del niño es baja debido a que sus patrones culturales no son enteramente compartidos por su  grupo y respetados por la escuela.

· La integración con el grupo es baja, lo que también dificulta su inclusión.

· El potencial fracaso escolar  de  Eliseo y su posible abandono .

¿Quién fracasa: Eliseo o la escuela?

Identificación de las causas que generan el problema.  Organicemos el flujograma y observemos como los problemas se interrelacionan entre sí. En esta organización podemos observar como los problemas se relacionan entre sí  (cadena causal).                            
Nudos críticos 


Para  reflexionar y desarrollar:

Plantee otra forma de organizar el flujograma; ubicar otros problemas que quizás no están explicitados en esta manera de abordar el caso:

Tomemos como ejemplo como podemos describir el problema 3.

· ¿Cómo generamos acuerdos en torno al problema de inclusión de estos alumnos? 
· ¿Cómo introducimos a los docentes en esta problemática específica?

· ¿Cuál es nuestro alumno real y cuáles son sus necesidades educativas?

· ¿Cómo elaboramos una adaptación curricular (justicia curricular) que contemple esta situación y otras equivalentes?
· ¿Cómo mejoramos la comunicación entre dos culturas para que se de el aprendizaje?
A partir de este problema principal podemos derivar otros problemas e imaginar posibles alternativas.

Para  reflexionar y desarrollar:

Elija otro problema explicitado  y analícelo como en el ejemplo presentado.

b. Momento normativo
Una propuesta institucional urbana para un niño de una cultura rural: existen dos culturas que se “contraponen” en la escuela y, frente a esto, el diálogo intercultural y  la relación entre ambas es de bajo impacto. Flexibilizar la propuesta institucional que contemple dos culturas que se encuentran y participan de un objetivo común: la integración solidaria y la educación de los niños. 
Falta de reconocimiento de los valores culturales de los alumnos migrantes: los  padres valoran la escuela –por eso envían a sus hijos- como una llave para la inclusión social, pero no pueden acompañarlos en el recorrido. Elaborar estrategias que  valoren la cultura y el papel  de  los padres.  Por ejemplo, a través de relatos de su vida y costumbres, narraciones orales y cualquier elemento que forme parte de la cultura, tanto la urbana como la rural.  

Estrategias didácticas que no se adaptan a las necesidades de los niños rurales. Se deben contemplar las dificultades idiomáticas, las distintas formas de conocer y relacionarse con el alumno real que entra al aula. 

La integración con el grupo es baja, lo que también dificulta su inclusión. La integración basada en el conocimiento y respeto del “otro” debe transformarse en una línea de acción institucional.  Planear actividades en la que participen todos, y donde los niños tengan un lugar de preponderancia; los vínculos se fortalecen en el trabajo conjunto.  

En síntesis:

¿Cuál es el o los problemas?

La falta de una estrategia institucional que vea al alumno real que entra al aula y plantee estrategias específicas para su aprendizaje, estableciendo desde lo institucional una comunicación con el alumno, conociendo su realidad y su cultura (citadina). La imposición de una cultura dominante deja al alumno sin posibilidad de ser incluido en la escuela, en el aula y además por sus pares.

La escuela ve los problemas pero no actúa y ubica la problemática como un problema de “traducción”, cuando la inclusión cultural y la aceptación del otro es un tema más complejo y amplio.

Para  reflexionar y desarrollar:
Le pedimos que justifique más puntos de vista del problema o problemas planteados

¿Podemos influir sobre los problemas?

El problema de la inmigración rural al medio urbano no es un problema reciente, pero en la actualidad las brechas entre las culturas se hacen cada vez más amplias; el uso de tecnologías y comunicaciones de un mundo globalizado marcan cada vez más diferencias en las formas de vida de estas dos culturas y una mayor dificultad para resolver en el aula. 

Para  reflexionar y desarrollar:
Identificar cuáles son los problemas que la escuela sí puede resolver.

¿Cuáles son los actores, sus intereses y visiones? 

Los actores que podemos identificar en esta situación son: 

La directora: muestra preocupación por la situación de alumnos como Eliseo, mira el futuro pero carece de acción en el presente.

Los docentes: no respondieron a las necesidades del alumno, no saben cómo hacerlo, no valoran particularmente los saberes de Eliseo.  

Los padres del niño: no tienen herramientas para ayudarlo, su participación es muy baja.  Quieren que su hijo siga estudiando pero no saben cómo hacerlo. 

Los compañeros del curso: lo conocen muy poco y no lo integran. Eliseo es casi invisible para ellos.

El problema tiene varias aristas, tantas como actores interviene en la situación: Una arista del problema tiene que ver con la falta de preparación de los maestros para poder integrar a niños como Eliseo.   

·  La falta de acuerdos institucionales respecto al trabajo con alumnos migrantes de otras culturas.  

· La ausencia de un Proyecto Educativo Institucional que prevea estas situaciones. 

· Las estrategias curriculares y propuestas didácticas que favorezcan el aprendizaje y sumen contenidos que permitan la integración. 

· La mejora de la visibilidad del “otro”, este alumno real y diverso que entra en nuestras aulas.

El rol del directivo es leer el contexto para saber quién es el alumno que entra a la escuela y a las aulas y así generar con los docentes una propuesta curricular y didáctica que permita la igualdad de oportunidades a todos sus alumnos  y el aprendizaje de la oferta educativa brindado por los docentes. 

Mejorar la propuesta educativa, la comunicación y el encuentro cultural es realizar una gestión en donde haya lugar para todos.

Pensar en una escuela como un lugar de vida, donde a cada alumno se lo llama por su nombre, no es una construcción utópica es la gestión de una escuela diferente. La escuela que soñamos se inicia en la correcta lectura del contexto donde se desea  y se aspira lograr una mejor escuela.

. Momento estratégico
Esta tarea supone una serie de dimensiones:

· El saber hacer (viabilidad técnica); 

· El querer hacer (viabilidad político-cultural); y 

· El poder hacer (viabilidad organizativo-administrativa, también llamada material).

 Viabilidad técnica: este caso contempla una adaptación del currículo y de amplitud cultural; contar con personal que pueda y sepa hacerlo para luego capacitar a los colegas, preparar material para los niños bilingües, etc. Tener una mejor estrategia de comunicación y lenguaje entre profesores y alumnos y entre escuela y padres migrantes.

Trabajar con los niños y con las familias  para lograr una integración plena. La aceptación del otro es un camino lento que pone en juego nuestros valores y visiones de los patrones culturales.

Viabilidad político-cultural: es preciso conocernos, es necesario por ello tener en cuenta las representaciones que los grupos sociales tienen entre sí, en este caso en particular respecto a la problemática de la inclusión de los grupos rurales; por qué no se integra su cultura, su lengua en el aula, por qué no contamos con estrategias para comunicarnos mejor. 

También hay que conocer qué visión tienen los grupos rurales de la vida en la ciudad, tratar de concertar entre los grupos implicados la inclusión de patrones culturales diferentes;  tener en cuenta el punto de vista del “otro”.

Viabilidad organizativo-administrativa: estas actividades  insumen un tiempo calendario real que se debe considerar, sobre todo porque es uno de los factores limitantes de la viabilidad de un proyecto, así como también la inclusión de evaluaciones periódicas del proceso realizado.

Resaltamos dos ejes estratégicos que hemos seleccionado como fundamentales: la aceptación de “otra cultura en la escuela” y la adaptación curricular.
El papel del directivo debe ser fundamental como guía del proceso, junto con los maestros  que retroalimentarán  la adaptación curricular y sugerirán las modificaciones que crean necesarias para la mejora de la propuesta escolar.

¿Cuáles son las ventajas con las que contamos?

d. Momento táctico

Diseñe estrategias de resolución. 

Todos los actores nos comprometemos. ¿Cómo?

¿Cómo considera que los actores tienen que comprometerse para resolver el o los problemas?


Este tipo de compromisos tienen una temporalidad. 


a. Actividad de reflexión

· Identifique  la situación o problema. Considere como problemas aquellos que entran en su área de intervención. Descarte aquellos  problemas sobre los que la escuela no puede intervenir. 

· Identifique los actores y su visión respecto del problema.  

· Describa los intereses y perspectivas de cada actor que identificó. Explique cada postura.

Recuerde que: 

Del conjunto de causas señaladas, es necesario identificar aquellas que tienen más relevancia para la acción inmediata tomando en cuenta su impacto sobre, y la posibilidad de convertirse en centro de acción. A estas causas más relevantes las llamamos nudos críticos.
Un “actor” es una persona, organización, grupo o personaje que tiene capacidad para acumular fuerza, desarrollar intereses y capacidades, producir acontecimientos o influir en la situación. 

· Describa los intereses y perspectivas de cada actor que identificó. Explique cada postura.

· ¿Por qué se produce esto? 

· ¿Todos los actores lo ven de la misma manera?

· ¿Qué visión tenían los distintos miembros de la comunidad educativa?, ¿era   uniforme, todos pensaban igual?

· ¿Cuál era la postura de la familia de Eliseo? 

· ¿Cuál era la posición de la directora?

· ¿Se pensaron modos de superarlo?, ¿de que manera? 

· ¿Cuándo se llevaron a cabo?

· ¿Quién lo llevó a cabo?

· ¿Qué soluciones se aportaron?

Historia de vida: la cultura económica de Gerardo

Fuente: Bovin/Rosato/Arribas, Constructores de Otredad. Una introducción a la Antropología Social y Cultural, Eudeba, Buenos Aires, 1999
El año en que nació Gerardo su padre abandonó la familia. Vivía entonces en un pueblito costero de Veracruz. Su madre le contó muchas veces cómo ella y sus dos hermanos mayores habían ahorrado durante años para hacerse de un motor fuera de borda. El sueño fue hecho trizas por una devaluación. La madre de Gerardo cree que su esposo se fue "pa'l norte". No le volvió a ver después de aquella borrachera en que se había esfumado sus ahorros repentinamente achicados.
Cuando Gerardo empezó su vida de escolar, la familia ya residía en un pueblito del oriente yucatero, de donde era originaria la abuela. Pasó apuros para comprar los útiles exigidos por el maestro y casi siempre llegaban a clase sin haber desayunado, parece que todo esto tenía que ver con la "deuda externa" (¿o era eterna?) que alguien había contraído; al menos esta era una palabra frecuente que aún recuerda de las conversaciones de los adultos.
Según Gerardo, lo que después le tocó vivir se llamaba "estrategia de austeridad". Pero cuando ésta se convirtió en "programa de ajuste", su familia ya se había mudado de nuevo, esta vez a la periferia de Mérida, porque después de la muerte de la abuela la madre había soñado con encontrar trabajo en una maquiladora. No fue así, porque en estos establecimientos las preferían más jóvenes, amén de solteras. Fue finalmente Gerardo mismo quien contribuyó a bajar los índices nacionales de desempleo: se incorporó a una de las primeras cuadrillas de limpia-parabrisas de la ciudad. Lleva ya varios años en este trabajo y a veces piensa que más adelante podría, con algo de suerte, ascender a ser uno de los cuidadores de coches en el estacionamiento de la filial bancaria de la esquina, donde actualmente le "dan chance" para rellenar su botella de agua.
Gerardo ya tiene 18 años. No ha terminado la primaria, pero sabe leer. Como en su "crucero" también se venden periódicos, se ha enterado que hay una vez más "crisis económica". Difícilmente comprende el significado del dictum de un poderoso empresario acerca de la culpabilidad compartida por 85 millones de mexicanos por la reciente devaluación; tampoco le "da risa" como a algunos intelectuales. Más bien se siente entre el 40 por ciento de los compatriotas cuyo estilo de vida consignado censalmente contrasta más crudamente con el de las dos docenas de supermillonarios celebrados hace poco por una revista norteamericana. Además, se ha dado cuenta que el valor de su trabajo parece reducirse paralelamente al tamaño de las monedas que recibe (y ha oído que algo semejante sucede con los billetes). A veces su madre le vuelve a contar la historia de aquel motor y de pesos, de los que bastaban doce y un tostón para comprar el mismo billete verde que ahora flota por los siete mil.
Gerardo jamás tendrá título universitario de economista. Es más, en sentido académico no sabe nada de estas cuestiones que siempre son explicadas de manera muy complicada. Pero también Gerardo tiene un universo de palabras que aparecen en su mente cuando se habla de la "situación económica". Como él, todo una generación de mexicanas y mexicanos ha crecido en una cultura económica marcada por las sombras que incluso muchos de ellos mismos han aprendido a nombrar "inflación", "deuda pública", "caía de la bolsa", "descapitalización", "fuga de divisas", "déficit financieros"; todas estas son situaciones "de crisis", que invariablemente deben ser enfrentadas con "austeridad", "ajuste", "ahorro", "recorte del gasto" y, más recientemente, "sacrificio" sólo que él y sus amigos siempre han estado y siguen en la banqueta, mientras que otros pasan en sus carros, todo el día, todos los días.
A pesar de esta enculturación forzada a lo largo de toda su vida, ¿algún día Gerardo aprenderá otras palabras para nombrar estas situaciones? ¿Creerá nuevos vocablos para decir lo que sucede? Ahora Gerardo no sabe, pero siente que las palabras que se usan para decirles qué sucede y por qué, no son las verdaderas. Tal vez no las haya aún, tal vez falta inventarlas. 

¿Cómo potenciar la comunicación en las organizaciones sociales?  Mariana López Alonso 

¿QUÉ SIGNIFICA PLANIFICAR? ¿POR QUÉ NECESITAMOS HACERLO? 

Probablemente nos hayamos hecho, alguna vez, una de estas preguntas: 

¿Qué significa planificar? ¿Por qué debo hacerlo? ¿Para qué me sirve? ¿Cuándo me resulta más necesario? 
Interrogantes como éstos son los que trataremos de responder en este módulo, con la esperanza de que cada uno pueda descubrir y armar su propio camino en materia de planificación. Pero para eso, partamos del comienzo. 

TRAZAR UN CAMINO 

Un plan es un camino posible que se traza desde un punto de partida hacia un punto de llegada. Planificar es, entonces, escoger y delinear un camino para alcanzar algo en el tiempo. 

Si, por ejemplo, quisiéramos cruzar un río, tendríamos que observar distintas cuestiones. Naturalmente comenzaríamos por mirar por dónde podemos cruzarlo. Seguramente miraríamos hacia donde la corriente es más suave (para evitar ser arrastrados por ella), y trataríamos de verificar la profundidad del agua, para saber si podríamos cruzarlo a pie o deberemos hacerlo a nado. Quizás observaríamos la distancia o el ancho del río. Algunos, los más precavidos, probablemente mirarían qué tipo de fondo tiene el río (de piedras, de tierra o de arena). Una vez que tuviéramos todos los datos revisados, y tras evaluar la posibilidad de éxito de la empresa, escogeríamos el mejor camino y modo posible, y nos pondríamos en acción. 
Eso es planificar. Una tarea que, sin embargo, no necesariamente hacemos de una vez y para siempre. Puede ocurrir durante nuestro accionar (cruzar el río) que nos encontremos con nuevas dificultades. Dificultades que, desde nuestra perspectiva original (la orilla del río), no habíamos percibido. En función de ésta nueva información, tal vez le demos a nuestro plan algún retoque para alcanzar el objetivo. 

Esto es así porque el proceso de planificar es un doble acto: el de trazar un plan –en función de un diagnóstico— y el de evaluar cómo se desarrolla el plan, nutriéndonos de la gestión. 

Aquí surgen dos palabras, diagnóstico y evaluación, que son elementos centrales en la planificación organizacional. 

Veamos el siguiente esquema: 

Para trazar un plan, necesitamos hacer un diagnóstico de la situación sobre la cual queremos accionar. Y para hacer ese diagnóstico utilizaremos la información que recabamos sobre nuestras necesidades, fortalezas, debilidades, contexto, objetivos, etc. 

Con tal diagnóstico, desarrollaremos una estrategia o plan de acción (por ejemplo, vamos a cruzar el río cerca de una zona de piedras grandes y poca corriente, lo que nos permitirá ir afirmándonos durante el trayecto). 

Ya estamos ante la posibilidad de comenzar a cruzar el río, y de hacerlo de manera exitosa. Pero cuando accionamos, podríamos llegar a descubrir que nuestros cálculos no fueron los correctos o que hubo una variación en el contexto que habíamos analizado (cambió la corriente, por seguir el ejemplo), entonces tendremos que evaluar nuevamente y re-planificar. 

La relación entre todos éstos elementos: diagnóstico, trazado de un plan o estrategia, acción y evaluación, es también parte de la planificación. 

                           LAS VENTAJAS DE PLANIFICAR 

Por definición podríamos decir que, gracias a su capacidad de proyección futura, la planificación permite: 

• minimizar el riesgo 

• reducir la incertidumbre 

• desarrollar acciones que permitan organizar la gestión de la comunicación a corto, mediano y largo plazo. 

Planificar la comunicación ayudará a nuestra organización a: 
• Cumplir su misión a la luz de la visión: la planificación nos ayudará a tener una mirada crítica y atenta, que no pierda de vista que las actividades que realizamos para cumplir la misión deben mantener el foco y ser coherentes en el largo plazo con la visión. 

• Despersonalizar la organización: la planificación evita que el peso de las acciones estén concentradas sobre una sola persona. Aporta al equipo de trabajo un marco para trabajar con independencia y seguridad para la toma de decisiones. 

• Aprovechar los escasos recursos: si algo distingue la labor social es que las organizaciones siempre contamos con pocos recursos en relación al cambio social que buscamos lograr. Es el desafío de la utopía y es natural que así sea. Sin embargo, precisamente por ello es responsabilidad de quienes trabajamos en lo social, cuidar y maximizar cada uno de los recursos que contamos (tiempo, dinero, trabajo voluntario). La planificación nos permite tomar decisiones estratégicas para lograrlo. 

• Prever posibles crisis y tensiones institucionales: conocer las principales fortalezas y debilidades de nuestra organización nos permite reaccionar a tiempo cuando se avecinan las crisis, o incluso poder evitarlas mediante la planificación. 

La planificación de la comunicación permite proyectar la organización social hacia el futuro. Pero así como cruzar el río implica mirarlo para ver qué profundidad tiene, planificar la comunicación implica, ante todo, detenernos a mirar hacia adentro, conocernos como organización, para determinar bien cuál es el “punto” del que estamos partiendo. Por eso, en el apartado que sigue, nos detendremos con más detalle en este primer punto. 

¿POR DÓNDE EMPIEZO? EL DIAGNÓSTICO 

MIRAR HACIA ADENTRO 
Si no sabemos exactamente cuál es la situación de la cual partimos y con qué recursos contamos, difícilmente podamos llevar cabo el plan con éxito. Por eso, el primer paso para planificar la comunicación parte de un diagnóstico. Más precisamente, de un autodiagnóstico de la propia organización. Es decir, detenernos a mirar la organización desde el punto de vista de la comunicación. 

Este autoconocimiento puede realizarse en un plano intuitivo, o bien en un plano más analítico. 

Todos apelamos a una mirada intuitiva en nuestros primeros acercamientos al conocimiento de nuestra institución. Es inevitable, aunque habrá quienes tengan más desarrollada esa habilidad y sean guiados con mayor precisión que otros dentro de este plano de incertidumbre. Este conocimiento intuitivo es muy importante como principio orientador que nos indica dónde mirar, por dónde empezar a descubrir el problema. 

Sin embargo, para no permitir que el abordaje intuitivo nos lleve a generalizaciones o conclusiones erróneas, deberemos estudiar a nuestra organización con mayor detenimiento, para poder planificar de manera más efectiva. 

Supongamos que a la hora de analizar la situación comunicacional de nuestra organización salta a luz que hay una falla en la comunicación con nuestros voluntarios, que no permanecen mucho tiempo en la institución La causa puede ser que está equivocado el perfil que utilizamos para seleccionarlos, o, si el perfil está bien, quizás sea que las personas no se sienten integradas al equipo, o que sus tareas no son las más adecuadas, etc. 
Muchos diagnósticos a los que llegamos por conocimiento intuitivo son generales, pero no nos permiten conocer el problema en detalle. Para poder precisar el problema es necesario avanzar un paso más: 

PRECISAR EL PROBLEMA 
Estudiar el problema, desmenuzarlo para encontrar las causas principales y proponernos objetivos de mejora acordes. 

El resultado será un conocimiento basado en un análisis más crítico, que nos permitirá fijar objetivos a partir de una situación estudiada de cerca y comprendida en su complejidad. Esta mirada no niega la fase intuitiva sino que la integra (nunca dejamos nuestra intuición de lado; es inherente al ser humano pero además permite descubrir nuevas hipótesis y líneas de trabajo que luego deberemos analizar a una luz más crítica). 

Parte importante de este enfoque crítico es definir explícitamente qué consideramos importante mirar para definir el problema y por qué. Es decir: ¿en qué aspectos vamos a concentrarnos? En este curso venimos sosteniendo la importancia de centrar el análisis explícitamente en los valores de la OSC que, como hemos visto, son la pieza clave de su comunicación, lo que permite fortalecer su identidad y su cultura. Solo si llegamos a conocer a la organización al profundo nivel de los valores, tendremos la capacidad de desplegar desde allí una coherencia comunicacional con los diversos grupos de interés y la posibilidad de definir las acciones que permitan generar un cambio social. 

Cuando uno se lanza a planificar, se da cuenta de que las necesidades de comunicación son muchas, ¡incluso podemos sentir a veces que es un trabajo sin fin! Es bajo la mirada de los valores de la organización que uno debe tomar las decisiones de dónde poner el foco y qué herramientas de comunicación son las más adecuadas para lograrlo. 

Por ejemplo: si mi organización propone la participación como valor principal, pero mis principales herramientas de comunicación son unidireccionales (prensa, folleto, buzón, cartelera, etc.) ¿cómo podré “comunicar” la participación? 
EL DIAGNÓSTICO COMUNICACIONAL 
Un diagnóstico comunicacional implica analizar, sistematizar e interpretar datos referidos a la organización y su entorno. El diagnóstico permite conocer la naturaleza del problema comunicacional que afecta a la gestión de la organización y abre el camino para diseñar propuestas de acción concretas para superarlo. 

Podemos definir diversos niveles de análisis: 

1. Análisis preliminar: realizamos una primera aproximación al problema a través de sus aspectos más visibles, por ejemplo a través de un análisis de las Fortalezas, Oportunidades, Debilidades y Amenazas (FODA) de la OSC. 

2. Recolección de datos: definimos una hipótesis sobre el problema y comenzamos a recolectar los datos que nos permitan ahondar, documentar y confirmar (o no) nuestras suposiciones. Por ejemplo: 

Presentimos que la gente no está motivada, entonces buscamos datos sobre: asistencia a las reuniones, grado de respuesta a los mails institucionales, compromiso en los eventos que realizamos, etc. 
De este modo podemos obtener una apreciación más fundamentada del problema, con mayores precisiones acerca de su naturaleza, magnitud, posibles causas y eventuales soluciones. 

La recolección de datos puede abordarse desde diversos enfoques: 

• Desde un enfoque objetivo, podemos analizar todas las piezas comunicacionales de la organización para tratar de entender cuál es el sentido plasmado en los mensajes. 

• Desde un enfoque subjetivo, intentaremos comprender los sentidos que le asignan a la comunicación los diferentes integrantes de la organización. 
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Resumen

El presente trabajo desarrolla tres hipótesis básicas sobre las nuevas formas de acción colectiva y la constitución de actores sociales en América Latina.

La primera es que estamos en presencia de un cambio en el tipo societal predominante en la mayor parte del siglo pasado en América Latina, definido por dos procesos. Uno, la interpenetración entre dos tipos societales, que a su vez sintetizan o incorporan otros: la sociedad industrial de Estado nacional y la sociedad post-industrial globalizada.

Dos, la desarticulación de una relación entre Estado, representación y sociedad civil, de tipo nacional-popular o político-céntrico y la búsqueda, aún incierta, de nuevas relaciones entre los elementos señalados.

La segunda hipótesis es que pasamos del paradigma clásico que veía en la posición estructural el elemento determinante en la conformación de la acción colectiva y los actores sociales, a otro en que, producto de los cambios estructurales y culturales en el mundo y la región ya mencionados, la acción colectiva se configura principalmente a través de cuatro ejes. Ellos dan origen a una diversidad de actores sociales relativamente fluctuante y son: la democratización política, la democratización social o lucha contra la exclusión y por la ciudadanía; la reconstrucción y reinserción de las economías nacionales o la reformulación del modelo de desarrollo económico, y la redefinición de un modelo de modernidad.

La tercera hipótesis apunta al establecimiento de una doble matriz de actores y acción colectiva. Por un lado, el intento de reemplazo de la matriz constituyente nacional popular. Por otro, el paso de una matriz configurativa, basada en actores más ligados a los proyectos histórico-estructurales y a la política, a otra en que los actores están más centrados en los niveles de los mundos de la vida y de las instrumentalidades de tipo organizacional e institucional, es decir, más sociales y culturales. Todo lo cual tiene efecto en las formas de acción colectiva y en las formas organizativas. En la primera parte del trabajo se expone el paradigma clásico y algunas definiciones y orientaciones analíticas necesarias para la discusión de nuevos paradigmas teóricos y prácticos. En la segunda parte se examinan las pautas predominantes de la acción colectiva bajo la matriz nacional-popular y en su momento de desarticulación. En la tercera parte se analizan las transformaciones estructurales y culturales, principalmente, el impacto de la globalización y los cambios en el tipo societal y en la matriz socio-política o constituyente. En la cuarta parte, se desarrolla la hipótesis de los nuevos ejes de la acción colectiva y en la quinta se discuten las relaciones entre la acción colectiva y la política. En las Conclusiones se señalan las que parecerían ser las pautas predominantes de la acción colectiva en el futuro.

Presentación

La División de Desarrollo Social de la CEPAL se ha planteado la necesidad de precisar y, eventualmente, retomar la temática de estructura y actores sociales en América Latina. En este trabajo abordamos la segunda parte de la cuestión, es decir, lo referido a las formas de acción colectiva y a la configuración de actores sociales1.

No se intenta aquí ni un panorama ni un mapa de los actuales actores o formas de acción colectiva, sino sólo la presentación de una problemática general y de las orientaciones para su análisis.

Si bien es cierto que nunca ha podido probarse fehacientemente el traslado de la situación estructural a una determinada acción social o la conversión de una categoría socio-demográfica en un actor social, también es cierto que durante décadas predominó un paradigma teórico y práctico de la acción colectiva y los actores sociales en la región, concordante con los paradigmas predominantes de las Ciencias

Sociales a escala mundial. Éste afirmaba, primero, una unidad o correspondencia entre estructura y actor; segundo, el predomino de la estructura sobre el actor, y tercero, la existencia de un eje central provisto por las estructuras y los procesos emanados de ellas, que actuaba como principio constitutivo de toda acción colectiva y de la conformación de actores sociales.

Existe la convicción generalizada que este paradigma ya no da cuenta de la realidad actual.

Ello porque, por un lado, en el mundo de hoy se han producido enormes transformaciones estructurales y culturales que nos enfrentan a un tipo societal distinto. Por otro lado, han aparecido nuevas formas de acción social y nuevos actores, entre los cuales los primeros fueron los movimientos de derechos humanos y democráticos contra las dictaduras, luego los étnicos, los de expresión ciudadana, las protestas contra los modelos económicos de tendencia neo-liberal, los movimientos regionales, de género o etarios, al mismo tiempo que se transformaban las pautas de acción de los actores sociales clásicos.

El presente trabajo desarrolla tres hipótesis básicas.

La primera es que estamos en presencia de un cambio en el tipo societal predominante en la mayor parte del siglo pasado en América Latina, definido por dos procesos. Uno, la interpenetración entre dos tipos societales, que a su vez sintetizan o incorporan otros: la sociedad industrial de Estado nacional y la sociedad post-industrial globalizada. Dos, la desarticulación de una relación entre Estado, representación y sociedad civil, de tipo nacional-popular o politicocéntrico y la búsqueda, aún incierta, de nuevas relaciones entre los elementos señalados.

La segunda hipótesis es que pasamos del paradigma clásico que veía en la posición estructural el elemento determinante en la conformación de la acción colectiva y los actores sociales, a otro en que, producto de los cambios estructurales y culturales en el mundo y la región ya mencionados, la acción colectiva se configura principalmente a través de cuatro ejes. Estos dan origen a una diversidad de actores sociales relativamente fluctuante y son: la democratización política, la democratización social o lucha contra la exclusión y por la ciudadanía; la reconstrucción y reinserción de las economías nacionales o la reformulación del modelo de desarrollo económico y la redefinición de un modelo de modernidad.

La tercera hipótesis apunta al establecimiento de una doble matriz de actores y acción colectiva. Por un lado, el intento de reemplazo de la matriz constituyente de tipo nacional popular.

Por otro, el paso de una matriz configurativa de actores más ligados a los proyectos histórico estructurales y a la política, a otra de actores más centrados en los niveles de los mundos de la vida y de las instrumentalidades de tipo organizacional e institucional, es decir, más sociales y culturales. Todo lo cual tiene efecto en las formas de acción colectiva y en las formas organizativas.

En la primera parte del trabajo se expone el paradigma clásico y algunas definiciones y orientaciones analíticas necesarias para la discusión de nuevos paradigmas teóricos y prácticos, entre ellos, los niveles o dimensiones y las esferas o ámbitos de la acción colectiva, los conceptos de actor-sujeto, matriz constitutiva y matriz configurativa de actores sociales.

En la segunda parte se examinan las pautas predominantes de la acción colectiva bajo la matriz nacional-popular y en su momento de desarticulación.

En la tercera parte se analizan las transformaciones estructurales y culturales, principalmente el impacto de la globalización y los cambios en el tipo societal y en la matriz socio-política o constituyente.

En la cuarta parte, se desarrolla la hipótesis de los nuevos ejes de la acción colectiva y en la quinta se discuten las relaciones entre la acción colectiva y la política. En las Conclusiones se señalan las que parecerían ser las pautas predominantes de la acción colectiva en el futuro.

I. Orientaciones analíticas

A. El paradigma clásico de reflexión y acción

¿En qué consistía el paradigma de la acción colectiva en América Latina, al que podríamos llamar clásico?

Por supuesto que, simplificando y aceptando la mayor complejidad de las cosas y las excepciones siempre existentes, puede afirmarse que se trataba del predominio de un tipo de análisis que veía la sociedad como un sistema articulado en estructuras (económicas, políticas, sociales, culturales) que se determinaban según leyes universales unas a otras y donde la acción social era de algún modo la emanación de los "efectos estructurales" de tal sociedad. Se percibía a las sociedades monolíticamente caracterizadas a partir de un factor determinante. Éste podía ser "económico-social" como en las vertientes marxistas, o "cultural" como en las vertientes parsonianas, pero siempre con un carácter estructural que definía el carácter y las potencialidades de dichas sociedades. Las sociedades eran socialistas o capitalistas, modernas o tradicionales, desarrolladas o subdesarrolladas, democráticas, autoritarias o totalitarias, según cuál fuera el factor determinante que se eligiera. El cambio social se definía polarmente como el paso de un tipo de sociedad a otra, tratándose de procesos que estaban diseñados por pautas que se inferían ya fuera de experiencias históricas, ya fuera del carácter determinante del factor estructural preponderante de la sociedad.

Doble determinación, entonces, para las sociedades en desarrollo. Por un lado, la de un factor o estructura actuando sobre el conjunto de la sociedad, cuyos otros niveles o componentes aparecían como efectos o reflejos de aquéllos. Por otro lado, la de la sociedad de "llegada", que predefinía el tipo de cambio social, el que si históricamente se apartaba del modelo pre-establecido, era analizado en términos de desviación o incorrección. Tal visión de la sociedad se transforma en una visión del cambio o de la historia como una sucesión de "etapas", ya sea del desarrollo, ya sea de la revolución, ya sea de la modernización.

Tanto las llamadas teorías de la modernización como los llamados enfoques de la dependencia, compartían la misma matriz teórica que hemos mencionado. Se ha insistido mucho en el carácter antagónico de ambas escuelas y no puede negarse que ellas se concibieron como mutuamente excluyentes y que el predominio de una significó normalmente la eliminación o subordinación de la otra en los medios académicos. Sin embargo, ambas compartían ciertos rasgos que se derivaban del hecho de formar parte de teorías globales de la sociedad, demasiado cerca de las visiones que determinados actores sociales en conflicto tenían de sí mismos, es decir, con fronteras tenues respecto de las ideologías.2
Así, en ambos casos se trataba del paso de un tipo societal a otro y el cambio social era global y determinado por un factor, que en cualquier caso podríamos denominar genéricamente

"estructural". La transición en un caso era de la sociedad tradicional a la moderna, en otro de una sociedad capitalista o semi capitalista a una de tipo socialista. Para encarar las diversas etapas de cualquiera de estas transiciones era preciso identificar los actores sociales portadores del proyecto de sociedad a la que se quería llegar (burguesía o tecnocracia, clases medias, actores revolucionarios, militares) y los obstáculos o "enemigos" que se oponían a este paso de un tipo de sociedad a otro.

En esta concepción, con todas sus variantes y reconociendo sus diferencias y complejidades, los actores sociales son definidos desde fuera de ellos mismos y sus interacciones fuera del contexto histórico por ellos creado. Así, los actores son portadores de algún rol o misión histórica frente al cual tienen que adaptarse, es decir, son "agentes" más que actores, a los que alguien, el científico convertido en ideólogo o el partido, debe "leerles" o decirles su misión. No hay, en sentido estricto, acción o creación por parte de los actores, sino lectura de leyes históricas generales y comportamientos adecuados o inadecuados respecto de esas leyes estructurales.

En sus vertientes más progresistas, el monolitismo de esta visión teórica se traducía en la identificación de los conceptos de "explotación", "opresión" y "alienación", todos ellos fundidos en el de "dominación" o "sistema de dominación". Por lo tanto, la acción colectiva principal era la lucha contra "la" dominación, lo que definía el carácter revolucionario de toda lucha social destinada al cambio de la sociedad, aún cuando las formas pudieran no ser las clásicas de un proceso revolucionario.

Así, el paradigma clásico, teórico y práctico, en relación a los actores sociales y a la acción colectiva privilegiaba la dimensión estructural. Éste era el componente "duro" de la sociedad, en tanto el actor y la acción colectiva eran el componente "blando". Esto significa que hay implícita una correspondencia, una unidad entre estructura y actor y que quien manda o domina es la estructura.

Quizás no haya mejor ilustración de la exacerbación de este paradigma que el intento de convertir toda posición estructural u ocupacional en un actor social con un proyecto definido desde esa posición, a través de la combinación de un riguroso análisis censal con las categorías

althusserainas o poulantzianas.3 Pero, si hemos hablado de paradigma no sólo teórico, sino también práctico es porque muchas de las formulaciones políticas de los sesenta y de las décadas siguientes cayeron presas de esta "trampa estructuralista". Recordemos el modo en que los seguidores de la revolución cubana definían el papel del campesinado o las definiciones en el caso chileno entre 1970-1973 de los "enemigos de la revolución: burguesía monopólica, oligarquía terrateniente e intereses imperialistas", sin ninguna mención a las mediaciones subjetivas de los actores sociales o políticos o los elementos institucionales, como los militares, por tomar un ejemplo dramático. Pero también cabe recordar las referencias a las afinidades entre capital financiero, militares y autoritarismos, bajo las dictaduras militares del Cono Sur.

Este paradigma, si bien mantuvo elementos vigentes hasta ahora, pierde su carácter "del" paradigma único y monolítico debido a diversos fenómenos, algunos de los cuales analizaremos más sistemáticamente en este trabajo. Entre estos fenómenos, señalemos el término de lo que denominaremos la matriz nacional-popular bajo los autoritarismos militares y los procesos de globalización y transformación económica desde mediados de los setenta acelerados con los llamados "ajustes estructurales", la crisis del marxismo ideológico y académico, la renovación del pensamiento de izquierda en el mundo y el impacto del neo-liberalismo, las convulsiones que desde los ochenta podían apreciarse en el mundo comunista y su colapso final, la aparición de actores identitarios y de otros conformados por públicos, redes, ONGs o movimientos vinculados a nuevas áreas como los derechos humanos, la demanda democrática, las dimensiones ecológicas, étnicas o de género.

B. Nuevas orientaciones analíticas

Desde comienzos de los ochenta se ha ido conformando una especie de respuesta a lo que hemos denominado el paradigma clásico. El rasgo principal de esta respuesta parece estar en el abandono de la visión monolítica y determinística de la sociedad, lo que necesariamente lleva a la ausencia de un paradigma único y a la postulación de diversas hipótesis interpretativas y de diversas vertientes teóricas que se combinan frente a cada objeto de estudio. Más que la postulación de nuevas teorías o enfoques globalizantes del desarrollo y el cambio social, pareciéramos estar frente al desarrollo de concepciones o teorías tentativas de "alcance medio", destinadas a la descripción, análisis e interpretación de procesos relativamente precisos y acotados, no para renunciar a la "totalidad", sino precisamente para acercarse a ella.4
Pero esto no significa que no haya visión teórica, sólo que ésta es sobre todo un conjunto de orientaciones intelectuales destinadas a proponer una serie de conceptos que puedan ser enriquecidos en el estudio de procesos concretos. Se trata más bien de "brújulas intelectuales" que de un solo "mapa teórico" en que todo está ya localizado y definido para siempre.

Si desde el punto de vista de los actores y las formas de acción colectiva, el vuelco del

paradigma clásico tiene varios hitos,5 desde el punto de vista de los fenómenos sociales mismos, los movimientos de derechos humanos y los movimientos democráticos bajo las dictaduras, movimientos étnicos como los de Chiapas o las redes de organizaciones sociales y experiencias de ciudadanía barriales en Perú, por citar ejemplos emblemáticos, nos parecen marcar una distancia con el paradigma de acción colectiva que hemos denominado clásico, aunque incorporan y redefinen muchos de sus elementos, lo que es más claro aún en el Movimiento de los Sin Tierras de Brasil.

En lo que sigue intentaremos una esquematización de algunas de las orientaciones analíticas que contribuyen a configurar un posible paradigma en ciernes sobre actores y acción colectiva en América Latina.6
En primer lugar, en una sociedad determinada es posible discernir niveles o dimensiones y esferas o ámbitos de la acción social. Respecto de los primeros, imbricados entre sí aunque con autonomía unos de otros, ellos son: los comportamientos individuales y las relaciones interpersonales que definen los llamados "mundos de la vida", los niveles organizacional e institucional que corresponden al mundo de las instrumentalidades y la dimensión históricoestructural, de proyectos y contra proyectos, que definen lo que algunos llaman la "historicidad".7
Respecto de las esferas o ámbitos de acción, ellas corresponden al modo de satisfacer las necesidades materiales de la sociedad, lo que se llama economía; a las fórmulas e instituciones de convivencia, conflictos, estratificación o jerarquización que definen la estructura u organización social en un sentido amplio; a la configuración de las relaciones de poder referidas a la conducción general de la sociedad, lo que se denomina política; y a los modelos de éticos y de conocimiento y su aplicación, las visiones del tiempo y la naturaleza, la representación simbólica y la socialización, que es lo que llamamos cultura.

La única importancia de esta taxonomía más bien elemental es que nos permitirá definir una de las matrices de actores sociales existente en una sociedad, a través de la ubicación de ellos tanto en los niveles de la acción como en las esferas de la vida social.

En segundo lugar, se trata de ir más allá de un determinismo estructural de tipo universal y de superar la visión de una correlación esencialista y abstracta, definida de una vez para siempre,

entre economía, política, cultura y sociedad, es decir, la idea que a un sistema económico dado corresponde necesariamente una determinada forma política o cultural o vice versa. Ello no niega que haya determinaciones entre dimensiones y entre esferas, pero se trata de un esquema flexible de determinaciones entre modelo económico, modelo político, modelo de organización social y modelo cultural, y sus componentes. No existe una determinación o relación universal entre estas dimensiones, sino que tales determinaciones o relaciones son históricas y varían para cada caso nacional y para cada momento histórico, atravesadas además por los procesos de mundialización o globalización que, estando directa o indirectamente siempre presentes, también actúan diferenciadamente según cada contexto.

En el mundo de hoy, por decirlo de manera gráfica, se "disparan" cada una por su lado, las esferas cultural, social, económica y política, es decir, vivimos en sociedades en que no se corresponden exactamente una con otra en un determinado espacio territorial. En una época podíamos hablar, por ejemplo, de la sociedad industrial y ahí encontrábamos que había un tipo de estructura de clases o un tipo de organización familiar, un tipo de ética y un tipo de sistema político. Lo propio de la sociedad de comienzos de siglo es esta disrupción, esta separación, esta auto-dinamización de cada una de las esferas que no se determinan automáticamente entre sí, pero que tampoco se autorregulan cada una ni como conjunto tampoco.

Así, si hay una instancia de "totalidad", por usar los viejos términos, ella es la política, no como el lugar en que se determina el contenido de las otras esferas, sino el lugar donde se encuentran, donde es posible de algún modo articularlas. Y para que haya política, la única exigencia es que haya "sociedad", en este caso sociedad estatal-nacional, lo que clásicamente se llamó la polis, es decir, el lugar donde la gente, el pueblo, los actores sociales, los ciudadanos, las clases, como se les quiera llamar, toman las decisiones.

En tercer lugar, es necesario enfatizar la autonomía de los procesos sociales respecto de su

"base estructural". La tarea de las Ciencias Sociales no es hacer una "historia natural" de las estructuras sociales y sus dinámicas, sino de comprender su sentido. Y ello no puede hacerse sin introducir el concepto de actor o sujeto social, al que nos referiremos más adelante.

Así, una sociedad determinada se define a partir de la particular configuración de las relaciones entre a) Estado, b) régimen y partidos políticos, y c) sociedad civil o base social. Esta relación históricamente acotada es lo que permite hablar de una matriz socio-política. El concepto de matriz socio-política o matriz de constitución de la sociedad, alude a la relación entre Estado, o momento de la unidad y dirección de la sociedad; sistema de representación o estructura políticopartidaria, que es el momento de agregación de demandas globales y de reivindicaciones políticas de los sujetos y actores sociales: y la base socio-económica y cultural de éstos, que constituye el momento de participación y diversidad de la sociedad civil.

C. Consecuencias para el estudio de los actores

La perspectiva indicada hace recaer el peso del análisis en los actores, su constitución e interacción, y los procesos socio-políticos son vistos como creaciones históricas de esos actores y no como resultantes ineluctables de factores o fenómenos estructurales de los que los actores son simples portadores o reproductores. Por ello, no hay "un" paradigma alternativo a los vigentes en las décadas anteriores, sino marcos analíticos y conceptuales abiertos.

Señalemos dos ideas centrales en esta materia.

La primera es el concepto de actor-sujeto, cuyos dos aspectos usamos indistintamente.8 Se trata de los portadores, con base material o cultural, de acción individual o colectiva que apelan a principios de estructuración, conservación o cambio de la sociedad, que tienen una cierta densidad histórica, que se definen en términos de identidad, alteridad y contexto, que se involucran en los proyectos y contraproyectos, y en los que hay una tensión nunca resuelta entre el sujeto o principio constitutivo y trascendente de una determinada acción histórica y la particularidad y materialidad del actor que lo invoca. No todo lo que se mueve o actúa en una sociedad es un actor en el sentido sociológico del término, podríamos llamarlo simplemente agente. Tampoco todo lo que llamamos actor es siempre portador de una alta densidad histórica. ¿Cómo una determinada categoría social, demográfica, ocupacional, etaria, territorial, de género, etc. se convierte en actor-sujeto? Todo el problema de la sociología y la ciencia política radica en describir esto: cómo una situación material o categoría estructural se transforma en actor-sujeto y cómo los actores se constituyen e interactúan dentro de un contexto-histórico e institucional que ellos mismos contribuyen a producir y reproducir.

Es posible, entonces, definir una doble matriz de actores en una sociedad determinada. Una es la matriz socio-política o constitutiva o gestatriz de sujetos y que se refiere a las relaciones mediadas por el régimen político entre Estado, representación y base socio-económica y cultural.

La otra es la matriz configurativa de actores sociales en la que cada uno de ellos ocupa una posición en las dimensiones o niveles y en las esferas o ámbitos.

La segunda idea es que el sentido de las luchas y, más en general, de la acción social de los actores no está dado unívocamente por la lucha contra "la" dominación o por un tipo de sociedad determinado ideológicamente fuera de sus propias orientaciones. La autonomización e interrelación de diversas dimensiones sociales que antes aparecían subsumidas principalmente en la economía y la política, dan origen a diversos conflictos, luchas y movimientos sociales y, por lo tanto, a diversas finalidades de tales luchas, así como a diversos principios utópicos. El sistema de dominación de una sociedad, (mejor sería hablar de los sistemas de dominación), resultan de una combinación de diversos ejes o sistemas de acción y no del reflejo de uno solo de ellos, aún cuando pueda haber uno o más dominantes. En cada eje o sistema de dominación en una sociedad concreta hay un enfrentamiento en torno a los principios e instrumentos que definen su orientación y destino. De modo que no hay un solo sujeto de la acción histórica, sino varios, aun cuando en momentos de condensación de la problemática histórica de la sociedad en uno de los principios o eje de dominación, pueda haber un actor-sujeto privilegiado, pero lo será siempre en términos restringidos a esa lucha o conflicto preciso. Desaparece en esta orientación la utopía como arquitectura de un tipo de sociedad en la que termina la historia (sociedad moderna, o democrática o socialista), para dar paso a utopías parciales que apuntan a la realización provisoria sólo de algunos de los principios que definen una sociedad.

Al referirnos a procesos políticos de lucha y cambio social, el tema de los actores sociales se recubre con el de los Movimientos Sociales, definidos como acciones colectivas con alguna estabilidad en el tiempo y algún nivel de organización, orientadas al cambio o conservación de la sociedad o de alguna esfera de ella. La idea de movimiento social tiende a oscilar entre dos polos teóricos. Uno es la visión de una acción colectiva que responde a tensiones o contradicciones específicas y que se orienta a resolver esa contradicción específica. El otro es la visión del movimiento social como portador de un sentido de la historia y la encarnación y agente fundamental del cambio social.9 Ambos polos pueden ser vistos como dos dimensiones de los movimientos sociales. Por un lado, el Movimiento Social (mayúsculas, singular) orientado al nivel histórico-estructural de una determinada sociedad y definiendo su conflicto central. Por otro lado, movimientos sociales (plural, minúsculas), que son actores concretos que se mueven en los campos de los mundos de la vida, organizacional o institucional, orientados hacia metas específicas y con relaciones problemáticas, que se definen en cada sociedad y momento, con el Movimiento Social central. Al analizar procesos sociales y políticos, hay que recordar que algunos períodos históricos pueden estar caracterizados por la ausencia de movimientos sociales. Además, los movimientos sociales son un tipo de acción colectiva y no el único, que deben ser distinguidos al menos de otras dos formas de acción colectiva importantes en sociedades en cambio, como son las demandas y las movilizaciones.
II. Acción colectiva y actores en la matriz clásica

A. La acción colectiva en la matriz clásica

En términos generales, podemos decir que la matriz sociopolítica latinoamericana, que denominaremos indistintamente clásica, político-céntrica o nacional popular, y que prevaleció desde la década de los treinta hasta los setenta, con variaciones acordes con los períodos y los países, se constituyó por la fusión de diferentes procesos: desarrollo, modernización, integración social y autonomía nacional. Toda acción colectiva estaba cruzada por estas cuatro dimensiones y todos los diferentes conflictos reflejaban estas fusiones.

La base económica era el modelo de desarrollo hacia adentro caracterizado por la industrialización de sustitución de importaciones con un fuerte rol del Estado. El modelo político estaba constituido, por un lado, por el denominado "Estado de compromiso", lo que refiere a una situación donde no hay más hegemonía absoluta de un sector social al interior del Estado, como era en la época oligárquica,

sino acomodaciones inestables, por supuesto asimétricas, entre los sectores incluidos: oligarquías, diversas fracciones de la burguesía, capas medias y trabajadores industriales. Por otro, por diferentes tipos de populismo, independientemente de los regímenes políticos. La referencia cultural era al mismo tiempo el Estado, la Nación y el Pueblo, y una visión de cambio social global y radical que le otorgaba un sello revolucionario a la acción política aun cuando ella fuera de corte social demócrata o de tipo populista.
La principal característica de la matriz nacional popular, en términos típico-ideales, era la

fusión entre sus componentes, es decir, el Estado, los partidos políticos y los actores sociales. Esto significaba una débil autonomía de cada uno de estos componentes y una mezcla entre dos o tres de estos componentes, con subordinación o supresión de los otros. La combinación particular entre ellos dependía de factores históricos y variaba de país en país. En cualquier caso, la forma privilegiada de acción colectiva era la política y la parte más débil de la matriz era el vínculo institucional entre sus componentes, es decir, el régimen político, independientemente de su naturaleza (democrático o autoritario), de ahí sus fluctuaciones o ciclos reiterativos.

En esta matriz clásica el Estado jugaba un rol referencial para todas las acciones colectivas,

ya fueran el desarrollo, la movilidad y movilización sociales, la redistribución, la integración de los sectores populares. Pero era un Estado con débil autonomía de la sociedad y sobre el que pesaban todas las presiones y demandas tanto internas como externas. Esta interpenetración entre Estado y sociedad le daba a la política un papel central; pero, salvo casos excepcionales, se trataba de una política más movilizadora que representativa y las instituciones de representación eran, en general, la parte más débil de la matriz. El principio estatalista presente en toda la sociedad, no siempre estaba acompañado de la autonomía institucional y la capacidad de acción efectiva del Estado.

Siempre en términos esquemáticos y típico-ideales, es posible afirmar que junto con la

clásica matriz socio-política existía un actor social central que puede ser definido como el

Movimiento Nacional Popular, y que abarcaba los diferentes movimientos sociales, a pesar de sus particularidades. Esto significa que cada uno de los movimientos sociales particulares era al mismo tiempo, y en grados diversos, desarrollista, modernizador, nacionalista, orientado hacia el cambio social y se identificaba como parte del "pueblo". Este último era considerado como el único sujeto de la historia. El movimiento o actor social paradigmático del Movimiento Nacional Popular fue generalmente el movimiento obrero, probablemente debido más a su significación simbólica que a su fuerza estructural. Pero en diferentes períodos este liderazgo fue cuestionado por la idea de que los obreros urbanos estaban obligados a comprometerse y habían perdido su impulso revolucionario, por lo que otros actores, como los campesinos o los estudiantes o las vanguardias partidarias eran llamados a asumir el liderazgo revolucionario.

Así, las características principales de este actor social o Movimiento Social central,

compartidas de maneras diferentes por los movimientos sociales particulares, principalmente los

movimientos urbanos, fueron en primer lugar, la combinación de una dimensión simbólica muy

fuerte que clamaba un cambio social global con una dimensión de demandas muy concretas. Esto significa la asunción implícita o explícita de la orientación revolucionaria aun cuando los

movimientos concretos fueran muy "reformistas". En segundo lugar, la referencia al Estado como el interlocutor de las demandas sociales y como el locus de poder sobre la sociedad. Esto significa una omnipresente y compleja relación del movimiento social con la política, pudiendo ser ésta la subordinación completa a los partidos, la instrumentación de éstos o un estilo de acción más independiente. En consecuencia, la debilidad de la base estructural de los movimientos sociales se compensaba con la apelación ideológica y política.

B. La desarticulación de la matriz nacional popular

El intento de desmantelar la matriz clásica o político-céntrica por parte de los regímenes

militares de los sesentas y setentas y algunas transformaciones institucionales o estructurales que también ocurrieron en otros países sin este tipo de autoritarismo, en los ochenta, implicaron

algunas consecuencias profundas para los actores sociales y formas de acción colectiva.

Hay, por un lado, dos significados entrelazados en la acción de cualquiera de los

movimientos y actores sociales particulares. Uno es la reconstrucción del tejido social destruido

por el autoritarismo y las reformas económicas.18 El otro es la orientación de las acciones, en el

caso de regímenes autoritarios, hacia el término de éste, lo que politiza todas las demandas

sectoriales no específicamente políticas.

Por otro lado, debido a la naturaleza represiva de los regímenes autoritarios o militares, y

también al intento de desmantelamiento general del Estado desarrollista, que también se dio en los casos en que no hubo régimen militar, la referencia al Estado y los vínculos con la política cambian dramáticamente para los actores sociales particulares, llegando a ser más autónomos, más simbólicos y más orientados hacia la identidad y autoreferencia que a lo instrumental oreivindicativo.
Durante el momento represivo más intenso en los inicios del autoritarismo, la orientación

principal de cualquier acción colectiva tiende a ser la auto defensa y sobrevivencia, es decir, el

tema central es la vida y los derechos humanos.20 Cuando el régimen mostró su dimensión más

fundacional, los movimientos se diversificaron en variadas esferas de la sociedad y se orientaron

más hacia lo cultural y social que hacia lo económico o político. Finalmente, cuando el régimen

comienza a descomponerse y su término es visto como una posibilidad real, los actores sociales

tienden a orientarse hacia la política y hacia una fórmula institucional de transición que asume e

involucra todas las diferentes expresiones previas de acción colectiva.

Respecto de los movimientos sociales particulares, el intento del autoritarismo por cambiar

el rol del Estado y los cambios en la economía y la sociedad, transformaron los espacios de

constitución de aquellos, principalmente debilitando sus bases institucionales y estructurales a

través de la represión, marginalización e informalización de la economía. En lugar de los

movimientos organizados, la principal acción colectiva durante las dictaduras fueron las

movilizaciones sociales que tendían a enfatizar su dimensión simbólica por sobre la orientación

reivindicativa o instrumental. Es significativo, en este sentido, el rol de liderazgo simbólico

alcanzado por el Movimiento de Derechos Humanos. La orientación más instrumental aparece

cuando los movimientos piden el fin del régimen y su reemplazo por uno democrático.

Volveremos sobre esto al referirnos a la democratización política.

III. Cambios sociales y nuevo contexto histórico

La hipótesis central que desarrollaremos en este capítulo es que hay cambios fundamentales en la llamada "sociedad moderna" y en la matriz socio-política latinoamericana, que afectan profundamente los paradigmas de acción colectiva y de constitución de actores sociales recién ya examinados.

A. La globalización y la transformación de la

sociedad moderna
Dos fenómenos han cambiado significativamente la problemática de la acción colectiva en el mundo de hoy.

Por un lado, la llamada globalización, en cuanto interpenetra económica (mercados) y comunicacionalmente (mediática, información, redes reales y virtuales, informática) a las sociedades o segmentos de ella y atraviesa las decisiones autónomas de los Estados nacionales, presenta, al menos cuatro efectos. Uno es la desarticulación de los actores clásicos ligados al modelo de sociedad industrial de Estado nacional. Otro, que no siempre se ha desarrollado como respuesta a la globalización puesto que tiene también sus propias dinámicas, es la explosión de identidades adscriptivas o comunitaristas basadas en el sexo, la edad, la religión como verdad revelada y no como opción, la nación no estatal, la etnia, la región, etc. Un tercero, son las nuevas formas de exclusión que expulsan masas de gente estableciendo un vínculo puramente pasivo y

mediático entre ellas y la globalización. Finalmente, la conformación de actores a nivel globalizado que enfrentan a su vez a los poderes fácticos transnacionales. 

Por otro lado, lo que está ocurriendo, en todas partes del mundo y en América Latina con

algunas características particulares que indicaremos, es un cambio fundamental del tipo societal

predominante en los últimos siglos. Éste puede resumirse en el fenómeno de amalgamación entre el tipo societal básico que actuó como referencia desde el siglo XIX, la sociedad industrial de Estado Nacional, y otro tipo societal, la sociedad post-industrial globalizada.
El tipo societal referencial, frente al cual los países podían estar más atrasados o más

avanzados, la sociedad industrial de Estado Nacional, tenía dos ejes fundamentales: uno era el eje trabajo y producción, el otro era el eje Estado Nacional, es decir, la política. Por lo tanto, los

actores sociales en este tipo societal eran predominantemente actores que se vinculaban al mundo del trabajo o de la producción, es decir, alguna relación con las clases sociales, y por otro lado, al mundo de la política, es decir alguna relación con los partidos o liderazgos políticos. La combinación de ambos es lo que llamábamos movimientos sociales.

En el caso de América Latina, definida menos por una estructura industrial y un Estado

nacional en forma que por un proceso de industrialización y de construcción de Estados nacionales y de integración social, la estructuración de la sociedad estaba basada más en la política que en el trabajo o producción. Es decir, si hubiera que simplificar, diríamos que en América Latina, los actores y las identidades se constituían desde el mundo del trabajo y de la política, pero con predominio de ésta. Respecto de la política, no necesariamente se trata de la política partidaria,

aunque en el caso de Uruguay y Chile sí prevalecía la dimensión partidaria en la constitución de

identidades. En los otros casos, podía darse otro tipo de principio constitutivo (caudillismo o

liderazgos personalizados, clientelismos), aunque siempre siendo básicamente político.

El nuevo tipo societal, que podríamos llamar post-industrial globalizado y que sólo existe

como principio o como tipo societal combinado con el anterior, tiene como ejes centrales el

consumo y la información y comunicación. No tiene en su definición misma, como tipo de

sociedad, un sistema político. En el tipo societal industrial de Estado Nacional, el sistema político es fundamental, puede ser democrático, autoritario, o cualquier otro, pero es definitorio y constitutivo. En el tipo societal de la sociedad postindustrial globalizada, no hay sistemas políticos, es un tipo societal sin sistema político. Por lo tanto, no puede existir en ninguna sociedad concreta, tiene que estar mezclado con otro tipo societal que sí tenga sistema político.

En torno a los ejes básicos de este modelo societal, consumo e información y comunicación,

se constituyen nuevos tipos de actores sociales, por supuesto que intermezclados o co-existiendo

con los actores provenientes del modelo societal industrial-estatal transformados. Por un lado, los públicos y redes de diversa naturaleza, que pueden ser más o menos estructurados, específicos o generales, pero que tienen como característica el no tener una fuerte y estable densidad organizacional estable. En segundo lugar, actores con mayor densidad organizacional como las ONGs que constituyen también redes nacionales y transnacionales. En tercer lugar, los actores identitarios, sobre todo aquéllos en que el principio fundamental de construcción de identidad tiende a ser adscriptivo y no adquisitivo. Finalmente, los poderes fácticos, es decir, entidades o actores que procesan las decisiones propias a un régimen político, -es decir, poder político, ciudadanía y demandas y conflictos-, al margen de las reglas del juego democrático. Ellos pueden ser extra-institucionales como los grupos económicos locales o transnacionales, la corrupción y el narcotráfico, grupos insurreccionales y para-militares, poderes extranjeros, organizaciones corporativas transnacionales, medios de comunicación. Pero también existen poderes “de jure”, actores institucionales, que se autonomizan y asumen poderes políticos más allá de sus atribuciones legítimas, transformándose en poderes de facto, como es el caso de organismos internacionales, presidentes (hiper presidencialismo), poderes judiciales, parlamentos, tribunales constitucionales y las mismas Fuerzas Armadas en muchos casos.

Es evidente que todos estos actores presentan problemas de representación en la arena política bastante más complejos, en comparación con los actores propios de la sociedad industrial de Estado nacional.

Consecuencia de lo señalado, es la transformación de los principios de acción colectiva e individual. Los principios de referencia de los actores de la sociedad clásica que hemos conocido y a la cual pertenece nuestra generación en América Latina son el Estado y la polis estructurada en Estado. Los principios de referencia de los actores de la sociedad postindustrial globalizada, son problemáticas que desbordan la polis o el Estado nacional (paz, medio ambiente, ideologías globalistas u holísticas, género) o, en el caso de los actores identitarios, la identidad de la categoría social a la cual pertenecen (se sienten jóvenes o mujeres más que nacionales de un país, indios, viejos, paisanos de tal región, etc.).

Hay otras dos dimensiones de la transformación estructural y cultural que afectan la acción

individual y colectiva. La primera es la desinstitucionalización, la desnormativización, donde dejan de corresponderse ética y moral y desaparece la consistencia entre valores, normas y conductas.

Hoy día la ausencia de instituciones o de normas no es la patología como en el tipo industrial de

Estado nacional, sino que forma parte de la naturaleza misma de la sociedad post-industrial

globalizada. La segunda es que estamos en una situación en la que no se corresponden economía, política, cultura y sociedad en un mismo espacio territorial. A un determinado nivel de ingreso no corresponden un determinado nivel educacional o una determinada forma de organización social o una determinada línea política.

Es cierto que América Latina siempre vivió en forma desgarrada la modernidad occidental

industrial estatal-nacional y que ésta nunca logró consolidarse como la racionalidad organizadora de estas sociedades. Pero también es cierto que esta modernidad fue un elemento referencial en la historia de nuestros países en el siglo pasado y que se la vivió en forma ambigua e hibridada con otros modelos de modernidad. Todo ello hace más problemático la irrupción del nuevo tipo societalen nuestras sociedades.

Si se examinan las nuevas manifestaciones de la acción colectiva desde Chiapas, Villa El

Salvador de Perú, los movimientos campesinos ligados al narcotráfico o los más tradicionales de lucha por la tierra, los movimientos étnicos y de género, las movilizaciones de protesta contra el modelo económico, las nuevas expresiones de los movimientos estudiantiles, entre otros, se verá que todas ellas comparten rasgos de ambos modelos de modernidad combinados con las propias memorias colectivas.

La desnormativización, la no correspondencia entre economía, política, cultura y sociedad,

tienen en América Latina un rasgo particular. Producto de las transformaciones del modelo de

desarrollo a nivel mundial, el paso de modelos de desarrollo fundamentalmente centrados en los

Estados a modelos de desarrollo en que las fuerzas transnacionales de mercado juegan un rol

importante, entonces, el Estado tiene menos cosas que ofrecer, lo que hace que la relación de la

gente con él, es decir la política, aparezca menos importante para ella, es decir, más abstracta y

lejana.
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B. El cambio de matriz socio-política en América Latina

Junto a las transformaciones provenientes de los procesos de globalización, en los que las

sociedades latinoamericanas se insertan dificultosamente de una manera dependiente y como

objetos de estrategias externas de dominación, y de las dinámicas de un nuevo tipo societal que se

amalgama con el pre-existente, ambos mal enraizados en estas sociedades, éstas han vivido, en

grados y circunstancias diferentes, cambios profundos en diversas dimensiones.23

El primero es el advenimiento y relativa consolidación de sistemas político-institucionales que tienden a sustituir a las dictaduras, guerras civiles y modalidades revolucionarias de décadas precedentes. El segundo es el agotamiento del modelo de "desarrollo hacia adentro", industrialización con rol dirigente del Estado, y su reemplazo por fórmulas que priorizan el papel del sector privado y buscan insertarse en la economía globalizada y dominada por las fuerzas transnacionales del mercado. El tercero es la transformación de la estructura social, con el aumento de la pobreza y la marginalidad y la precariedad creciente de los sistemas laborales. Finalmente, la crisis de las formas clásicas de modernización y de cultura de masas norteamericana predominantes en las elites dirigentes, y el reconocimiento y desarrollo de fórmulas propias e híbridas de modernidad.

Todos estos procesos han significado la ruptura y desarticulación de la matriz clásica o nacional popular. Recordemos que es contra esta matriz y su tipo de Estado que se dirigen tanto los movimientos revolucionarios de los sesenta, criticando su aspecto mesocrático y su incapacidad de satisfacer los intereses populares, como también los regímenes militares que se inician en los sesenta en América Latina. El momento de las transiciones democráticas de los ochenta y noventa, a su vez, coincide con la constatación del vacío dejado por la antigua matriz que los autoritarismos militares habían desarticulado sin lograr reemplazarla por otra configuración estable y coherente de las relaciones entre Estado y sociedad. En este vacío tienden a instalarse diferentes sustitutos que impiden el fortalecimiento, autonomía y complementariedad entre los componentes de la matriz (Estado, régimen y actores políticos, actores sociales y sociedad civil) y que buscan sustituir o eliminar alguno.

Tres grandes tendencias, a veces superpuestas, otras intermezcladas, otras en tensión y con luchas por hegemonías parciales entre ellas, intentan reemplazar la matriz en disolución. Por un lado, un intento de negar la política a partir de una visión distorsionada y unilateral de la modernización expresada en una política instrumental que sustituye la acción colectiva por la razón tecnocrática y donde la lógica de mercado parece aplastar cualquier otra dimensión de la sociedad.

La principal expresión de esta tendencia es la versión neo-liberal. Aquí el Estado es visto sólo en su dimensión instrumental y negativa respecto del pasado. Es por ello que se trata sobre todo de reducirlo, convirtiendo la disminución del gasto público y las privatizaciones en el sinónimo de reforma del Estado. Pero, paradojalmente, ninguna transformación hecha bajo el sello de esta visión ha podido prescindir de una muy fuerte intervención estatal, aumentando su capacidad coercitiva. Esta tendencia se acompaña en los últimos tiempos con una visión de la política que contribuye a despolitizar aún más la sociedad al plantearse como su único contenido el "resolver los problemas concretos de la gente".

Por otro lado, y como reacción frente a la primera tendencia y a los fenómenos de globalización, surge una visión también crítica del Estado y la política, pero desde la sociedad civil, apelando su reforzamiento, ya sea a través de los principio de ciudadanía, participación, empoderamiento o de las diversas concepciones del capital social, ya sea a través de la invocación

a principios identitarios y comunitarios.24

Entre estos dos polos contradictorios, pero que en conjunto tienden a debilitar desde ángulos distintos la legitimidad del Estado y de la política, en un caso por considerarlos innecesarios e ineficientes, en el otro por ser elitistas y cupulares y no dar cuenta de las nuevas demandas y campos de acción sociales, hay también la visión más institucionalista del refuerzo del papel del

Estado y de la democracia representativa, para evitar la destrucción de la sociedad por parte del mercado, los poderes fácticos o el particularismo de las reivindicaciones identitarias y corporativas.

En los vacíos que dejan estas tres tendencias, incapaces cada una de reconstituir una nueva matriz socio-política, pueden resurgir también nostalgias populistas, clientelistas, corporativistas o partidistas y, en caso de extrema descomposición, caudillismos neo-populistas, pero ya sin la convocatoria de grandes proyectos ideológicos o de movilizaciones de fuerte capacidad integrativa.

Estas nostalgias aparecen más bien como formas fragmentarias, muchas veces en forma paralela a elementos anómicos, apáticos o atomizadores, y, en algunos casos delictuales, como el narcotráfico y la corrupción.

Así, la cuestión fundamental es si, más allá de las transiciones democráticas o del paso a un modelo económico basado en las fuerzas de mercado transnacionalizado, asistimos o no a la emergencia de un nuevo tipo societal, es decir, de una nueva matriz socio-política. Lo más probable es que los países sigan diversos caminos en esta materia, moviéndose de una u otra manera en las tres grandes tendencias anotadas. Si bien es cierto el riesgo de la permanente descomposición o inestabilidad y crisis sin una pauta nueva y clara de relaciones entre Estado, política y sociedad, también puede irse abriendo paso dificultosamente la tendencia a una nueva matriz de tipo abierta, es decir, caracterizada por la autonomía y la tensión complementaria de sus componentes, combinada con elementos subordinados de la matriz clásica en descomposición y redefiniendo la política clásica y las orientaciones culturales.

No es posible predecir aún el resultado de estos procesos. Pareciera que el marco político será formalmente democrático. Pero, es difícil asegurar si tales democracias serán relevantes y operantes para cumplir su función de régimen político o serán reemplazadas en buena medida por diversos poderes fácticos carentes de legitimidad general.

IV. Los nuevos ejes de la acción colectiva

Hemos indicado que una de las hipótesis básica que intentamos desarrollar en este trabajo es que los cambios estructurales y culturales que afectan tanto al tipo societal latinoamericano, como al modo clásico de relación entre Estado y sociedad significan en términos de la acción colectiva, un cambio de paradigma en un doble sentido. En primer lugar, la organización de la acción colectiva y la conformación de actores sociales se hace menos en términos de la posición estructural de los individuos y grupos y más en términos de ejes de sentido de esa acción. Y, en segundo lugar, que estos cuatro ejes de acción que definiremos, no están imbricados en un proyecto societal único que los ordena entre sí y fija sus relaciones, prioridades y determinaciones en términos estructurales, sino que cada uno de ellos es igualmente prioritario, tiene su propia dinámica y define actores que no necesariamente son los mismos que en los otros ejes, como ocurría con la fusión de las diversas orientaciones en el movimiento nacional popular o en el movimiento democrático que le siguió.

Estos ejes definen cuatro procesos simultáneos pero autónomos, aunque con relaciones entre ellos difíciles de determinar teóricamente, lo que redefine el concepto clásico de desarrollo centrado en torno al crecimiento económico y sus causas o efectos en otras esferas de la

sociedad.25

A. La democratización política

El primero es la construcción de democracias políticas desde regímenes no democráticos, o lo que se ha llamado la democratización política.26 En este sentido, en las últimas décadas se han dado tres tipos de procesos de democratización. El primero son las fundaciones democráticas, es decir, creación de un régimen democrático en países donde nunca existió antes propiamente una democracia desde regímenes oligárquicos o patrimoniles o desde situaciones de guerra civil, insurreciones o revoluciones, como es, principalmente el caso centroamericano. El segundo son las transiciones, paso a regímenes democráticos desde regímenes de dictadura militar o civil formales, caso principalmente de los países del Cono Sur. El tercero son las reformas, es decir, procesos de extensión de instituciones democráticas desde el poder mismo, presionado por la sociedad y la oposición política, como es el caso mexicano.

Las primeras exigen, por su naturaleza, la presencia de actores e instituciones mediadoras, nacionales o externas, entre los sectores combatientes y la conversión de estos en actores políticos.

Las segundas no operan por derrocamiento, sino que por negociaciones dentro de marcos institucionales pero se definen por el cambio de los titulares del poder y privilegian a los partidos políticos como actores centrales y a los grupos corporativos que presionan por salvaguardar sus intereses en el proceso de término de las dictaduras y en el régimen que les seguirá, subordinándose los movimientos sociales, importantes en el desencadenamiento de la transición, a las lógicas de partidos y actores corporativos. Las terceras no implican cambio necesario en los titulares del poder y es difícil decir en qué momento realmente están terminadas. En ellas el juego cupular de los partidos y actores políticos es central, aunque los movimientos de la sociedad civil son los que mantienen la presión para evitar el empantanamiento de las reformas.

Si bien es cierto que cada forma de democratización tiene implicancias distintas para las formas de acción social y privilegia determinados actores sociales. Sin embargo, es posible trazar una línea general en esta materia, en la que cada caso y sub-caso aporta sus rasgos específicos.

Si habíamos definido como el sujeto o principio constitutivo central de la matriz políticocéntrica o clásica al Movimento Nacional Popular, puede decirse que la construcción de democracias políticas implicó un giro de éste hacia el Movimiento Democrático, es decir, hacia un actor o movimiento central que, por vez primera, no se orienta ni hacia intereses específicos de un sector social ni hacia el cambio social radical y global sino hacia el cambio de régimen político.

Los gobiernos autoritarios se convierten en el principio más importante de oposición y el término del régimen y la instalación de la democracia llegan a ser la meta principal de la acción colectiva.

Con este cambio, el Movimiento Social gana en términos instrumentales, pero se paga el precio de la subordinación de las demandas particulares a las metas políticas. A la vez, esto otorga el rol de liderazgo a los actores políticos, principalmente, los partidos. Las negociaciones y concertaciones en el nivel de las cúpulas y de las élites tienden a reemplazar las movilizaciones sociales durante la transición democrática y los procesos de consolidación.

En este sentido, los procesos de democratización política tienden a separar la acción colectiva en tres lógicas que penetran a todos los actores sociales particulares. Una es la lógica política orientada hacia el establecimiento de una democracia consolidada como condición para cualquier otro tipo de demanda. La otra es la lógica particular de cada uno de los actores orientados hacia beneficios concretos en la democratización social como condición para apoyar activamente al nuevo régimen democrático. La última lógica, más globalizante, critica la insuficiencia de los cambios institucionales y concibe la democracia como un cambio social más profundo y extensivo a otras dimensiones de la sociedad. Esta lógica, subordinada durante las democratizaciones políticas se expresará más adelante a través de los ejes de la acción colectiva que veremos más adelante.

La existencia de cuestiones éticas no resueltas durante las transiciones o democratizaciones, especialmente la violación de los derechos humanos bajo las dictaduras, mantuvo la importancia de los movimientos de Derechos Humanos al comienzo de las nuevas democracias. Pero éstos se vieron severamente limitados por las restricciones de otros enclaves autoritarios, de tipo institucional o constituidos por poderes fácticos (militares, empresarios, grupos para-militares), y especialmente por el riesgo de la regresión autoritaria y las crisis económicas. Ello confirió a los actores políticos, en el gobierno y la oposición, roles claves en la acción social subordinando, de esta manera, los principios de acción de otros actores a su propia lógica. A su vez, las tareas relacionadas con el proceso de consolidación privilegiaron, al comienzo, las necesidades y requerimientos del ajuste y estabilidad económicos desincentivando la acción colectiva que se pensaba ponía en riesgo tales procesos. Como resultado, se produce un cierto grado de desarticulación y desactivación de los movimientos sociales.

Pero más importante aún es que, al establecerse el régimen democrático, aún con las insuficiencias que veremos, se deja a los movimientos sociales sin un principio central de proyección. Así, la pregunta, después del Movimiento Popular Nacional y del Movimiento

Democrático que lo reemplazó como Movimiento Social Central, es si en América Latina se generará un nuevo actor social central y, de ser así, qué tipo de Movimiento será. Volveremos sobre esto en las próximas secciones.

El balance de las democratizaciones políticas, no puede dejar de ser positivo en cuanto a la transición y consolidación de regímenes post-autoritarios, y, con excepciones, crítico respecto de la calidad y profundidad democrática de tales regímenes. Así, y con algunas pocas excepciones significativas, la participación electoral en la región

en la última década no ha disminuido y alcanza a más de dos tercios si se toma el total de registrados y a algunos puntos más del 50% si se toma toda la población en edad de votar, lo que es relativamente aceptable en términos de comparaciones con otros contextos. Asimismo, según las encuestas de opinión pública, la aceptación de la democracia como el régimen político mejor para vivir, aunque ha disminuido, permanece en porcentajes relativamente aceptables si se toma la historia de estos países caracterizada por una desaprensión permanente respecto de los regímenes institucionales. Cabe señalar, además, la regularidad de elecciones para la elección de cargos, y con algunas excepciones ya señaladas, la mayor participación política estable, la relativa formalización e institucionalización de procesos políticos, una cierta potencialidad de representación con la emergencia en casi todos los países de sistemas de partidos y de coaliciones que tienden a asegurar una cierta gobernabilidad.27
Pero los regímenes democráticos que suceden a las dictaduras militares o civiles fueron democracias o incompletas o débiles. Es decir, en algunos casos, se trata de regímenes que si bien son básicamente democráticos mantienen cierta impronta del régimen anterior, lo que hemos denominado los enclaves autoritarios. Estos son de tipo institucional (Constituciones, sistemas legislativos amarrados, etc.); ético-simbólicos (problemas pendientes de verdad y justicia en torno a crímenes y violaciones de derechos humanos desde el Estado); actorales (grupos que intentan volver al régimen anterior o no juegan cabalmente el juego democrático) y culturales (actitudes y comportamientos heredados que impiden la participación ciudadana y democrática)28 En otros casos, la recomposición del sistema de representación en el régimen democrático está aún en curso.

Por último, hay un grupo de países que vive una cierta descomposición del conjunto del sistema político o en los cuales los poderes fácticos no se someten a las reglas del juego institucional o la ciudadanía no logra constituirse como tal, lo que hace a sus democracias relativamente irrelevantes para el cumplimiento de las tareas propias de todo régimen.

Vale la pena indicar que no sólo la presencia de enclaves autoritarios producen transiciones, fundaciones o reformas incompletas y democracias débiles. También, sobre todo en el caso de las reformas democráticas, la existencia de situaciones en que no se logra institucionalizar y legitimar el poder democrático, y en que la sociedad queda a merced de poderes fácticos que pueden o no tener que ver con el régimen o la situación precedentes, han provocado algunas regresiones parciales o fórmulas inestables en que no se consolida un régimen democrático, sino que se vive una combinación de "situaciones", tanto autoritarias como semi-democráticas.

Por otro lado, tanto las características propias de procesos donde la gradualidad y la negociación juegan un rol determinante, como las limitaciones democráticas provenientes de los enclaves autoritarios, la ausencia de institucionalidad y el predominio de poderes fácticos explican, en parte, la frustración de vastos sectores y la visión desencantada relativamente masiva. Se afirma así, que, aunque hay un avance en las libertades, la democracia "no ha cambiado nada para la vida de la gente y para ésta las cosas siguen igual". Si bien se valoran las instituciones propias de la democracia, se hace una crítica bastante radical a las existentes en cada sociedad y a su funcionamiento.

Es evidente que en torno a la profundización y calidad del régimen democrático se producirá una configuración de actores, con una tensión entre los orientados más política-estatalmente, preocupados de las reformas institucionales y de la modernización del Estado, y aquéllos que ligan demandas sociales y ciudadanas propias del segundo eje al que nos referiremos. Recordemos al respecto que el movimiento del EZLN ponía entre sus primeras reivindicaciones la celebración de elecciones limpias junto a sus propias demandas de integración social y que el movimiento indígena en Ecuador también vinculó sus demandas particulares al cambio de gobierno.
B. La democratización social

El segundo eje en torno al cual se constituyen acciones colectivas y actores sociales es lo que puede denominarse la democratización social. Entre los varios significados que tiene este concepto dos son pertinentes para nuestros efectos. El primero se refiere a la redefinición de la ciudadanía. El segundo a la superación de la pobreza y la exclusión.29
Respecto de la ciudadanía hay cinco cuestiones significativas para la conformación de actores y acción colectiva.

En primer lugar hay una expansión valorativa inédita de la dimensión ciudadana, lo que se expresa en que casi todas las demandas y reivindicaciones se hacen a nombre de la ciudadanía o los derechos ciudadanos..

Es cierto que en muchas de las reivindicaciones llamadas ciudadanas se confunden simples demandas sociales con lo que específicamente se llama derechos ciudadanos, de modo que el uso del concepto por parte de ONGs y organismos internacionales es muchas veces equívoco y a veces pierde su contenido específico referido a derechos universales individuales (citizenship) frente al poder político-estatal garantizados por instituciones determinadas y en torno a cuya reivindicación se organiza un cuerpo de ciudadanos portadores de tales derechos (citizenry). Este “repletamiento” de sentidos y la ambigüedad consiguiente, son, precisamente, lo que muestra la valoración, como nunca antes, que se hace del concepto de ciudadanía.

En segundo lugar, esta valorización de la ciudadanía contrasta con el debilitamiento de las

instituciones clásicas que sirvieron para expresarla: los derechos civiles frente a la inseguridad de las ciudades, los derechos políticos frente a los poderes fácticos, los derechos económico sociales frente al desempleo, las fuerzas de mercado o el debilitamiento de la organización sindical. Hay actores que se ubican en este campo de reivindicaciones clásicas, es decir, amenazados, al disminuir el poder y papel del Estado, por lo que ven como pérdida de los derechos conquistados en sus luchas históricas. Hay otros cuyas luchas se organizan contra la discriminación, es decir, están orientadas a que se reconozcan derechos de los que gozan los ciudadanos ya integrados a los miembros de determinadas categorías (género, nivel socio-económico, etnia, región, etc.).

En tercer lugar, en aquellos campos de ciudadanía clásica donde existen instituciones, ya no se trata sólo del acceso o cobertura de determinados derechos ciudadanos, sino de la calidad del bien a que se aspira, la que obviamente depende de la naturaleza del grupo que la reivindica, por lo cual un derecho universal no puede ser de igual contenido para todos (por ejemplo, la demanda educacional o de salud). Ello limita la capacidad de acción al particularizarse la dimensión de sujeto colectivo (citizenry).

En cuarto lugar, si la ciudadanía es el lugar del reconocimiento y la reivindicación de un sujeto de derecho frente a un determinado poder, y ese poder fue normalmente el Estado, hoy día se generan campos o espacios en que la gente hace el equivalente o la analogía con la ciudadanía.

Quiere ejercer derechos pero ese poder frente al que hay que conquistarlos ya no es necesariamente el Estado o lo es sólo parcialmente. Por ejemplo, derechos relacionados con los medios de comunicación, donde la gente no quiere que la gran cantidad del tiempo de su vida útil, que está dedicada a la televisión, le fijen los marcos en que debe elegir, y quisiera tener alguna forma de ciudadanía. El medio ambiente es otra esfera en que se expresan relaciones de poder, derechos y campo de ciudadanía no referibles exclusivamente al Estado. También la pertenencia a más de una comunidad nacional, como ocurre en zonas fronterizas o con procesos masivos de migración.

Por último, en estos procesos de redefinición de la ciudadanía, surgen demandas y luchas por derechos que implican una revolución en el principio clásico de los derechos humanos, ciudadanos o del modelo republicano. Hay aquí dos dimensiones distintas involucradas. Una son los derechos que se reclaman en nombre de una identidad y que no son extensibles a otras categorías (derechos de la mujer, de los jóvenes, de los discapacitados), pero cuyos titulares siguen siendo los individuos. La otra dimensión se refiere a derechos cuyos titulares no son los individuos sino que las colectividades, y eso es una reinvención del concepto de ciudadanía.30
Para todos estos nuevos campos de ciudadanía no existen instituciones, o sólo existen embrionaria y parcialmente (por ejemplo, las discriminaciones positivas), como existieron el sindicato, o la huelga o el salario mínimo o la propiedad del empleo, para los derechos económicosociales; como existió el voto para los derechos políticos; como existió el habeas corpus para los derechos cívicos, por mencionar sólo algunos ejemplos. Entonces, lo que hay, en vez de instituciones que regulan deberes y derechos de los involucrados, es precisamente, una demanda genérica donde el adversario y el referente son difusos.

La otra cara de la democratización social se refiere a la superación de las nuevas formas de exclusión social del actual modelo socio-económico.

En el período previo a los autoritarismos militares y a los llamados "ajustes estructurales", las formas de integración estuvieron asociadas a la industrialización y urbanización, expansión de los servicios del Estado y movilización política. En cada uno de estos campos se podía detectar una dialéctica inclusión-exclusión y un proceso de organización de sectores excluidos para integrarse.

Hoy la exclusión adquiere el carácter de ghettos separados de la sociedad, manteniendo con ella alguna forma de relación puramente simbólica que parece no pasar por la economía y la política. A su vez, los sectores excluidos están fragmentados y sin vinculación entre ellos, lo que dificulta enormemente cualquier acción colectiva. Así, además de la desestructuración de las comunidades políticas, producto de los fenómenos de globalización y de explosión de identidades no nacional-estatales, una enorme masa es expulsada de lo poco que queda de esa comunidad política. La cuestión no es sólo qué modelo económico puede integrar en el espacio de una generación al sector excluido, sino qué tipo de sistema político es capaz de darles participación efectiva y protagónica sin estallar y sin caer en prácticas manipuladoras o populistas. La incorporación de la parte excluida de la sociedad que, en algunos países puede ser más del sesenta por ciento de la población, se plantea hoy en términos nuevos, en el sentido que el sector excluido no es más un actor que se sitúa en un contexto de conflicto con otros actores sociales sino, simple y trágicamente, un sector que se considera desechable de la sociedad, al que ni siquiera se necesita explotar.

Así, hoy las sociedades se presentan escindidas entre los "de dentro" y los "de fuera", escisión que penetra todas las categorías sociales. A su vez los de dentro se enfrentan a una lucha por diversos modelos de modernidad para evitar caer en la exclusión. La primera escisión no define un conflicto, sino una exclusión en la que los de fuera parecen sobrar, no pudiendo ya identificarse con la explotación y dominación y no existiendo como antes ideologías y organizaciones que den cuenta de ellos. La segunda define un conflicto en el que los sectores subordinados son débiles y arriesgan caer en la exclusión en cualquier momento. En situaciones como éstas no es fácil encontrar actores constituidos establemente, sino más bien movilizaciones esporádicas y acciones fragmentarias y defensivas.

El panorama de las acciones colectivas de la última década muestra que el eje ciudadanía exclusión ha sido uno de los principales elementos constitutivos de la acción y los actores sociales de la región, atravesando tanto los movimientos étnicos, como los nuevos rasgos de los movimientos de pobladores, las reivindicaciones de sectores pobres urbanos, las organizaciones vecinales y de movimientos barriales o regionales, los movimientos juveniles, las movilizaciones contra los cierres de minas. En general, es en torno a estos ejes que se resignifican actores más políticos como los partidos que pivotean hacia lo que denominan “preocupaciones de la gente” o más económicos como los sectores afectados por crisis económicas y pérdidas de empleo.
C. La reconstrucción de la economía nacional y su reinserción

El tercer eje de acción colectiva se refiere a las consecuencias de la transformación del

modelo de desarrollo.32 Se trata de la transformación del antiguo modelo de desarrollo "hacia

adentro" basado en la acción del Estado como agente de desarrollo y la reinserción de la economía nacional en el proceso de globalización de la economía mundial a partir de las fuerzas

transnacionales de mercado. Ello significó una mayor autonomía de la economía respecto de la

política en relación al modelo de desarrollo hacia adentro, pero dejó a la sociedad enteramente a

merced de los poderes económicos nacionales y, sobre todo, transnacionales.

El modo predominante como se hizo tal transformación fue el ajuste o reformas estructurales

de tipo neo-liberal. Pero las modalidades neo-liberales han significado sólo la inserción parcial y

una nueva dependencia de ciertos sectores, con lo que se vuelve a configurar un tipo de sociedad dual y queda planteada la cuestión de un modelo alternativo de desarrollo. Dicho de otra manera, el modelo neo-liberal operó sólo como ruptura y mostró su total fracaso en transformarse en un desarrollo estable y auto-sustentable.

En términos de las cuestiones ligadas a los actores sociales, el nuevo esquema económico

que se impone a nivel mundial, tiene varias consecuencias.
En efecto, el esquema económico prevaleciente, tiende a ser intrínsecamente desintegrativo a

nivel nacional e integrativo, aunque obviamente asimétrico, a nivel supra nacional. Ello implica la desarticulación de los actores sociales clásicos ligados al mundo del trabajo y al Estado y hace muy difícil la transformación de los nuevos temas mencionados (medio ambiente, género, seguridad urbana, democracia local y regional dentro del país, etc.) y de las nuevas categorías sociales (etarias, de género, étnicas, diversos públicos ligados al consumo y a la comunicación) en actores sociales políticamente representables. Esta desarticulación de actores sociales es coincidente con el debilitamiento de la capacidad de acción del Estado, referente básico para la acción colectiva en la sociedad latinoamericana.

Se produce, así, una preminencia de luchas defensivas, a veces en la forma de revueltas

salvajes, otras a través de la movilización de actores clásicos ligados al Estado en defensa de sus

conquistas previas (empleados públicos, profesores o trabajadores de antiguas empresas del

Estado). Los estudiantes se orientan más a la defensa de sus intereses de carrera amenazados por la privatización de la educación superior, que a la reforma más profunda del sistema educacional y universitario. Los trabajadores orientan más sus luchas y demandas a paliar los efectos del modelo en cuanto a nivel de vida, empleo y calidad de los trabajos, demandando siempre la intervención del Estado, más que a posiciones propiamente anti-capitalistas. Por su parte, se aprecia un doble movimiento en el actor empresarial escindido entre los favorecidos y perdedores de las aperturas y globalización. Por un lado, corporativización defensiva de tipo nacionalista y, por otro, de internacionalización de las pautas de acción y mayor agresividad interna, sin nunca lograr convertirse en clase dirigente.

D. El modelo de modernidad
El cuarto eje, que puede ser visto como una síntesis de los otros, pero que posee su propia

dinámica y especificidad como fuente de acción colectiva, se refiere a las luchas en torno al modelo de modernidad, las identidades y la diversidad cultural, y, obviamente como todos los otros, se recubre también de luchas por la ciudadanía.
Entendemos por modernidad el principio de afirmación de la capacidad de acción histórica

de sujetos individuales y colectivos, no identificada a ningún modelo particular de organización o modernización. La modernidad es el modo como una sociedad constituye sus sujetos individuales y colectivos. La ausencia de modernidad es la ausencia de sujetos. Es necesario recordar que sociológicamente no se puede hablar de "la" modernidad, sino que hay que hablar de "las"modernidades”. Cada sociedad tiene su propia modernidad. Los diferentes modelos de modernidad son siempre una combinación problemática entre la racionalidad científica-tecnológica, la dimensión expresiva y subjetiva (afectos, emociones, pulsiones), las identidades y la memoria histórica colectiva).
La forma particular de la modernidad latinoamericana, en torno a lo que hemos denominado

la matriz nacional popular, ha entrado en crisis y frente a ella se alza como propuesta la simple

copia del modelo de modernidad identificado a procesos específicos de modernización de los

países desarrollados, pero con un énfasis especial en el modelo de consumo y cultura de masas

norteamericano. El neo-liberalismo y los llamados "nuevos autoritarismos", básicamente militares, identificaron su propio proyecto histórico con la modernidad. Las transiciones democráticas de los últimos años rectificaron sólo la dimensión política dándole un sello democrático. El éxito aparente de las reformas económicas con la ilusión del crecimiento económico acelerado, hicieron que en un momento donde en todo el mundo se cuestionaba el modelo de modernidad occidental predominante en los dos últimos siglos, las elites latinoamericanas parecían recién descubrirlo y encantarse con él.

En oposición a ese modelo surgieron visiones de la modernidad latinoamericana identificadas ya sea con una América Latina "profunda" de raíz indígena, ya sea con una base social única y homogénea como el mestizaje, o con un cemento cultural-religioso de proveniencia católica. Todas ellas definían de una vez para siempre la modernidad o su alternativa, ya sea desde la externalidad del sujeto, ya sea desde una esencialidad trascendente, con lo que permanecían sin dar cuenta de las formas de convivencia latinoamericanas que combinan entre confusa y creativamente, la vertientes racional-científica, la vertiente expresivo-comunicativa, y la memoria histórica colectiva.

Probablemente éste es el eje más novedoso de la acción colectiva en los últimos años en

América Latina, siendo especialmente visible en las nuevas modalidades de las acciones indígenas, en la sociabilidad y redefinición ante la política de los jóvenes, y en movimientos que combinan diversas dimensiones, étnica, socio-económica y política, como el de Chiapas.
V. Actores sociales y política

A. La problemática general de la acción colectiva
Hemos señalado que el conjunto de procesos y transformaciones y de ejes de la acción histórica a los que nos hemos referido redefinen el papel de la política, del Estado y el concepto mismo de desarrollo, como lo han venido planteando diversas teorías e instituciones.
Y tienen también importantes consecuencias para la acción colectiva y las relaciones entre Estado y sociedad, que intentaremos sistematizar en esta sección.

Cuando hablamos de actores y de la sociedad civil, enfrentamos hoy una realidad bastante compleja en el sentido que pareciera asistirse a un debilitamiento general de la acción colectiva y de los actores y movimientos sociales. De modo que pareciera que hablamos de una realidad que inventamos por nostalgia del pasado o exceso de idealismo.

Las transformaciones socio-económicas de las últimas décadas y los cambios culturales y políticos han modificado, así, profundamente el panorama de los actores sociales. El panorama actual muestra a este respecto: una mayor individualización en las conductas y estrategias del movimiento campesino, ligadas a migraciones y narcotráfico en algunos casos, con excepción probablemente del Movimiento sin Tierras del Brasil; una legitimación e institucionalización estatal de los movimientos de mujeres; una orientación de los movimientos de pobladores, anteriormente ligadas a las tomas de terrenos, hacia las cuestiones de seguridad; luchas de trabajadores por contra políticas económicas y laborales y por una reintervención estatal más que contra el capital; movimientos guerrilleros menos orientados a la toma del poder que a la negociación de espacios en el ámbito institucional; estudiantes más defensores de sus conquistas e intereses que preocupados de la transformación del sistema educativo; movimientos de derechos humanos más esporádicos o circunstanciales; un reforzamiento de las acciones político-electorales y de participación ciudadana más que grandes movimientos de cambio social radical. Por último, lo más significativo pareciera ser una transformación significativa de los actores étnicos hacia luchas por principios identitarios y de autonomía respecto del Estado nacional.
Los actores clásicos han perdido parte de su significación social y tienden a corporativizarse.

Los emergentes a partir de las nuevas temáticas post-autoritarias no logran constituirse en actores estables o cuerpo de ciudadanos, sino que aparecen más como públicos o movilizaciones

eventuales. En situaciones como éstas, los actores sociales propiamente tales tienden a ser

reemplazados por movilizaciones esporádicas y acciones fragmentarias y defensivas, a veces en

formas de redes y entramados sociales significativos pero con baja institucionalización y

representación políticas, o por reacciones individuales de tipo consumista o de retraimiento. Por

otro lado, la escena también es tomada por la agregación de individuos a través del fenómeno de

opinión pública, medida a través de encuestas y mediatizada no por organizaciones movilizadoras o representativas, sino por los medios de comunicación masiva.

Es evidente, que en los procesos descritos hay elementos que dañan la calidad de la vida

democrática, al erosionar los incentivos para la acción colectiva y política, por un lado, y someter el juego político ya sea a presiones y negociaciones cupulares de actores corporativos, ya al chantaje de los grandes públicos, de los poderes fácticos o de los medios de comunicación masivos, por otro.

El desmantelamiento de la matriz clásica y el fin de las transiciones democráticas generan

una situación en la que desaparece un principio unificador de la acción social y en la que, por lo

contrario, los diversos principios se diversifican e incluso entran en algunos casos en contradicción (medio ambiente vs crecimiento, por citar sólo un ejemplo), expresándose cada uno de ellos en diferentes actores.

Ya no puede pensarse en la conformación de actores al estilo del pasado. Hay que reconocer

que es casi imposible que haya un solo sujeto o Movimiento Social central o actor social o político en torno al cual se genere un campo de tensiones y contradicciones único que articule los diferentes principios y orientaciones de acción que surgen de los ejes de democratización política, democratización social, re-estructuración económica e identidad y modernidad.

B. Actores sociales, política y partidos
El punto de partida de nuevas relaciones entre Estado y sociedad es el reconocimiento del

hecho histórico que ningún desarrollo nacional contemporáneo, especialmente en los países de

desarrollo tardío como los latinoamericanos, ha podido prescindir de un papel predominante del

Estado. Ahora bien, si es cierto que termina quizás una época caracterizada principalmente por

desarrollos nacionales "hacia adentro" en los que el Estado movilizador era el agente indiscutible e incontrarrestado y asistimos a la emergencia de desarrollos insertos en las fuerzas de mercado transnacionalizado, ello no significa la pérdida de significación de la acción estatal, sino la modificación de sus formas de organización e intervención y la redefinición de sus relaciones con los otros actores de la sociedad.

Así, y contrariando las versiones optimistas o catastrofistas de la globalización, el

imperialismo del mercado o el resurgimiento de la sociedad civil, hay una paradoja en relación a la función del Estado en un nuevo modelo socio-político. Si ya no se puede pensar en un Estado que sea el unificador exclusivo de la vida social, tampoco puede prescindirse de una intervención del Estado dirigida precisamente a la constitución de los espacios y de las instituciones que permitan el surgimiento de actores significativos y autónomos de aquél y a la protección de los individuos. Si el Estado y, en ciertos casos, los partidos y la clase política, no cumplen esta función de recrear las bases de constitución de actores sociales, el vacío social y la crisis de representación se mantendrán indefinidamente. Todo ello implica la redefinición del sentido de la política en democracia. Porque muchas de las críticas que se le hacen a las democracias recientes tienen que ver con un cuestionamiento más profundo a las formas clásicas de la política. Ésta tenía un doble sentido en la vida social de nuestros países. Por un lado, dado el papel del Estado como motor central del desarrollo y la integración sociales, la política era vista como una manera de acceder a los recursos del Estado. Por otro lado, la política jugaba un rol fundamental en el otorgamiento de sentido a la vida social y en la constitución de identidades, a través de los proyectos e ideologías de cambio. De ahí su carácter más movilizador, abarcante, ideológico y confrontacional que en otros contextos socio-culturales.

En el nuevo escenario generado por las transformaciones sociales, estructurales y culturales a

que nos hemos referido y que descomponen la unidad de la sociedad-polis, de la sociedad-Estado nacional, tiende a desaparecer la centralidad exclusiva de la política como expresión de la acción colectiva. Pero ella adquiere una nueva centralidad más abstracta, por cuanto le corresponde abordar y articular las diversas esferas de la vida social, sin destruir su autonomía. Así, hay menos espacio para políticas altamente ideologizadas, voluntaristas o globalizantes, pero hay una demanda a la política por "sentido", lo que las puras fuerzas del mercado, el universo mediático, los particularismos o los meros cálculos de interés individual o corporativos, no son capaces de dar.

Si el riesgo de la política clásica fueron el ideologismo, la polarización y hasta el fanatismo,

el riesgo de hoy son la banalidad, el cinismo y la corrupción. Al agotarse tanto la política clásica, como los intentos autoritarios y neo-liberales de su eliminación radical, y hacerse evidente las insuficiencias tanto del pragmatismo y tecnocratismo actuales como de la pura apelación a la sociedad civil, la gran tarea del futuro es la reconstrucción del espacio institucional, la polis, en que la política vuelve a tener sentido como articulación entre actores sociales autónomos y fuertes y un Estado que recobra su papel de agente de desarrollo en un mundo que amenaza con destruir las comunidades nacionales.

La situación de los partidos y sistemas de partidos en el período nacional-popular, ha sido

muy diversa en América Latina. Así, en muchos casos los partidos fueron prácticamente

inexistentes o irrelevantes y tendían a ser reemplazados por corporativismos, caudillismos,

acciones de base, etc. En otros, absorbieron casi completamente la vida social. Hubo situaciones de exclusión y de fagocitación mutua. El ideologismo de algunas situaciones que llevaba a la

polarización, contrastó en otras con la indiferenciación pragmática de los partidos. Todo ello

configuraba, con pocas excepciones, sistemas de partidos débiles y vulnerables e implicaba una

importante crisis de representación.

Los autoritarismos militares intentaron destruir toda forma de acción política y tuvieron

como objeto de ataque central a los partidos y organizaciones políticas. Si bien no lo lograron y

éstos fueron una pieza clave en las democratizaciones, la construcción de sistemas fuertes de

partidos quedó como otra tarea pendiente de aquéllas. En algunos casos, donde el sistema

partidario fue pulverizado, se trata de construir partidos; en otros, sistemas de partidos rompiendo el monopolio del partido hegemónico o del bipartidismo tradicional y, en otros, de reconstruir la relación entre la sociedad, sus actores, y el sistema partidario. En suma, habrá países que tendrán que cubrir todas estas tareas o alguna de ellas. Cada país tiene un problema distinto, pero todos están de algún modo en un proceso complejo de intento de fortalecimiento de un sistema de partidos, que pueda controlar un Estado que debería re-fortalecerse.

En términos generales, hay al menos tres cuestiones que deberán ser revisadas respecto de

los partidos, para asegurarles sus tareas de intermediación entre el mundo de los actores sociales y el Estado y de conducción política.

La primera tiene que ver con que las diversas funciones de los partidos (representación,

convocación y debate público, formación cívica, conducción de gobierno u oposición,

reclutamiento para puestos públicos) exige tanto una legislación que los dignifique, los financie y al mismo tiempo establezca los adecuados controles públicos sobre ellos, como una reforma interna a cada uno de ellos, que asegure democracia interna y capacidad técnica.

El segundo problema tiene que ver con la representación de los nuevos tipos de fraccionamientos y conflictos de la sociedad, que no se reducen a los que siempre fueron buena o malamente representados por los partidos. Para que los sistemas partidarios sean efectivamente una expresión re-elaborada de la demanda social y su diversidad, hay que innovar en la constitución de espacios institucionales donde se encuentren con otras manifestaciones de la vida social, como puede ilustrarlo la legislación sobre participación popular boliviana, por citar un ejemplo, sin que las absorban ni tampoco sean irrelevantes respecto de la participación ciudadana.

Una tercera cuestión que definirá también el futuro de los partidos políticos será la capacidad

de formar coaliciones mayoritarias de gobierno. En la medida que se constituyan sistemas

multipartidarios competitivos, lo más probable es que no haya ningún partido que pueda

constituirse en mayoría por sí mismo y asegurar un gobierno eficaz y representativo. Éste ya es el tema central de la política partidaria en América Latina y lo será en las próximas décadas. Pero en los sistemas presidencialistas como los vigentes en América Latina, la formación de coaliciones entre partidos para gobernar no tiene incentivos institucionales, sino que más bien los incentivos son para oposiciones irresponsables y gobiernos minoritarios. Hay aquí una cuestión básica en la reforma de los actuales sistemas políticos institucionales, pero hay también la necesidad de un cambio en la cultura política no sólo de los dirigentes o elites, sino de militancias y clientelas, acostumbrados a ver en el otro sólo un adversario a derrotar o absorber, o un socio con el que firmar acuerdos electorales sin trascendencia programática.

Si el liderazgo partidario aparece desafiado," desde arriba" por el debilitamiento del Estado

como referente de la acción social, "desde el medio" por los propios problemas de reorganización del sistema partidario, puede decirse que, "desde abajo", nuevas organizaciones sociales parecen menoscabar su papel en la sociedad.

Entre ellas, el llamado “tercer sector”, conformado por las ONGs, cuyo papel principal en la

reconstrucción de la sociedad consiste en ligar las elites democráticas de tipo profesional,

tecnocrático, político o religioso, con los sectores populares, especialmente en momentos en que la política es reprimida por el autoritarismo o la sociedad se atomiza por las transformaciones

económicas impuestas por la lógica del mercado. Este tipo de actor juega distintos papeles en esta materia. En primer lugar, le dan apoyo material y espacio organizacional a los sectores pobres o débiles de la sociedad, en especial a los más militantes, cuando no pueden actuar en política directamente. 
En segundo lugar, ellas ligan estos sectores con las instituciones nacionales e

internacionales de derechos humanos, económicas, religiosas y políticas, a través de una franja de dirigentes sociales y activistas que pertenecen al mundo social y político, proveyendo, así, un

espacio de participación más amplio que los partidos. En tercer lugar, al menos algunas de ellas,

son espacios de conocimiento de lo que ocurre en la sociedad y de elaboración de ideas y proyectos sociales y políticos de transformación, convirtiéndose en centros de pensamiento o en líderes de opinión pública. Como consecuencia de todo lo anterior, muchas veces han sido, junto con los partidos, y en medio de abruptos cambios socio-económicos y políticos, un lugar de sobrevivencia de actores sociales y de continuidad y memoria histórica tanto para éstos como para el conjunto de la sociedad.

Pero es necesario evitar una visión ingenua o exageradamente optimista de las relaciones

entre las ONGs y otro tipo de organizaciones o instituciones como los partidos políticos. En efecto,las ONGs tienden muchas veces a sustituir a los actores políticos promoviendo sus propios intereses particulares y, otras a radicalizar la acción social y política reclamando una democracia directa que puede dejar de lado las condicionantes institucionales. A su vez, los partidos políticos no siempre son capaces de evitar la manipulación de estas organizaciones y tienden a descartar acciones que no lleven a ganancias políticas inmediatas. Así, el proceso de aprendizaje y entendimiento mutuo toma un largo tiempo.

En síntesis, si bien es cierto que ya no podrá volverse a la acción colectiva tradicional,

aunque puedan rescatarse muchos de sus elementos, hay potencialidades en la nueva situación

como las que hemos indicado en otras secciones, que permiten la redefinición ciudadana y una

nueva manera de concebir la acción colectiva. Lo que queda pendiente es la relación de estas

manifestaciones con la vida política, por lo que parece indispensable la institucionalización de

espacios en que se expresen formas clásicas con formas emergentes. Como hemos dicho, la

paradoja estriba en que ello sólo puede ser realizado desde la política y sus actores por

problemático que ello sea y aunque parezca que se navega contra la corriente.

VI. Conclusiones
A. La nuevas matrices de la acción social 
Lo que hemos tratado de plantear en este trabajo es que estamos frente a otras formas de acción colectiva que dependen más de ejes y procesos de acción histórica que del posicionamiento estructural, lo que no quita la existencia de importantes movimientos de resistencia y defensivos que se asemejan a las formas más clásicas propias de la matriz nacional popular. Pero, incluso en estos últimos, hay una mezcla significativa con los nuevos principios y formas de acción colectiva, como puede apreciarse en el caso emblemático de los Sin Tierra de Brasil.

En términos de nuestro esquema inicial de una doble matriz de actores sociales, la constitutiva y la configurativa, puede concluirse con las siguientes dos hipótesis.

Respecto a la matriz constitutiva de actores sociales (relación entre Estado, representación, régimen y base socioeconómica y cultural), al desarticularse una determinada relación entre Estado y sociedad que llamamos nacional-popular y que privilegiaba la dimensión política en la constitución de actores sociales, asistimos al desaparecimiento de un principio eje o estructurador del conjunto de estos actores. Éstos pasan a definirse menos en torno a un proyecto o movimiento social central y más en torno a diversos ejes constituidos por procesos de democratización política y social, reestructuración económica y afirmación de identidades y modelos de modernidad.

Respecto de la matriz configurativa (combinación de niveles y dimensiones y de esferas y

ámbitos en que se ubica la acción o el actor), pasaríamos tentativa y ambiguamente de actores

básicamente económico-políticos y centrados en el nivel histórico estructural de las sociedades a

actores definidos socio-culturalmente y por referencia a los mundos de la vida (subjetividad) y a las instrumentalidades organizacionales e institucionales.

No cabe aquí el análisis de expresiones de acción colectiva recientes que, por su

complejidad, parecerían desmentir este esquema analítico. Sin embargo, todas ellas (explosiones

urbanas como las de Caracas o Ecuador y Bolivia, movimientos con fuerte componente étnico,

como el de Chiapas, de participación ciudadana como los de Perú, “piqueteros” en Argentina, de los Sin Tierra de Brasil, derechos humanos, estudiantes en México y Chile, guerrilleros en

Colombia), pese a sus enormes diferencias, pueden ser estudiados desde la perspectiva aquí

esbozada, es decir, como expresiones de sobrevivencia, descomposición y recomposición de esta doble matriz en un contexto de globalización y transformación del modelo de desarrollo y de los marcos institucionales.

B. Perspectivas de la acción colectiva y los actores sociales
¿Es posible pensar en la reconstrucción de un actor o movimiento social central que organice

y dé sentido al conjunto de movimientos sociales particulares o asistiremos a la diversidad y

multiplicidad de ejes de sentido, muchas veces superpuestos, otras en tensión, otras potenciándose?

Existen por lo menos tres problemas que dificultan y complejizan mucho la emergencia de

un principio central de constitución de actores sociales.

En primer lugar, la sobrevivencia de estas sociedades está vinculada a la superación de la

exclusión de casi un tercio, una mitad o dos tercios de la población, según los diferentes países.

Esto significa que la gran contradicción en estos países, dejada tanto por los autoritarismos como por los procesos de ajuste estructural y el modelo económico al que se les asoció en un comienzo, es entre las personas y grupos que están "en" el sistema socioeconómico y político sin importar cual es su posición relativa al interior de éste, y las personas y grupos que están "fuera" de él. Esta segmentación penetra, en proporciones diferentes, cada categoría o actor o grupo social, haciendo muy dificultosa la acción colectiva organizada. Por otro lado, esto significa también que el modelo de modernidad es cuestionado no sólo por los "de fuera", cuyos intereses, excepto el de ser incluidos, son muy contradictorios, sino también por quienes están "dentro" del sistema y

cuestionan su posición subordinada en él. Los campesinos y los pobres urbanos son ejemplos de los que quedan "afuera", aun cuando no sea cierto en términos culturales por su integración a través de los medios de comunicación de masas. Las mujeres, la juventud y especialmente los obreros son ejemplos de categorías penetradas por la contradicción "dentro-fuera". En términos sociológicos, más que conflictos como los que existen acerca del modelo de desarrollo entre los incluidos, entre los “de dentro” y los de “fuera” hay exclusión y negación, pertenencias a universos distintos que no se reconocen como partes de un mismo país. Los de "fuera" aparecen como innecesarios, lo que se agudiza al no existir como en décadas anteriores ningún modelo revolucionario concebible que los tome en cuenta, exceptuando quizás algunas apelaciones al fundamentalismo desesperado. Pero éste también es muy débil en América Latina.

En segundo lugar, la reconstrucción de comunidades nacional-estatales, que deberán sin

duda ser de tipo multinacional debido a la presencia de vastos contingentes indígenas hoy

activados, está también vinculada, en nuestros términos, a la construcción de una nueva matriz

socio-política, después de la desarticulación de la que hemos denominado "matriz clásica". Esto

crea una nueva dificultad para un sujeto social central. En efecto, la vieja matriz tenía la ventaja de fusionar los diferentes problemas y dimensiones de la sociedad. El ajuste y paso a un nuevo modelo de desarrollo implicó la separación entre política y economía, sin que se establecieran, salvo excepciones, las regulaciones que generan equilibrios sociales mínimos. Las políticas focalizadas tendieron a paliar parcialmente los costos para algunos sectores, pero generaron nuevas dependencias, segmentaciones y formas clientelísticas sin producir necesariamente actores sociales autónomos ni establecer lazos entre ellos.39 A su vez, una nueva matriz emergente, para que pueda tener éxito, deberá diferenciar sus componentes, con más autonomía, tensión y complementación entre ellos.

Todo ello significa que el rol de la política será diferente y que no queda claro qué

reemplazará al Estado, o al sistema de partidos o al movimiento populista en la constitución y

organización de los movimientos sociales. Lo que pareciera ser más probable, es la diferenciación de cada esfera de la sociedad con sus contradicciones específicas, dando lugar a una acción colectiva muy heterogénea con quizás pocos principios en común entre ellos. De esta manera, podrían enriquecerse la diversidad y las identidades sociales pero se debilitarían los vínculos orgánicos y simbólicos que podrían unificar esta diversidad en un nuevo movimiento social central.

En tercer lugar, nos hemos referido a algunos cambios culturales en la conducta colectiva

que afectarán profundamente el tipo de actor o sujeto social en el futuro. Durante el predominio de la matriz clásica, las luchas y los conflictos estuvieron orientados principalmente hacia las metas y principios igualitarios, libertarios y nacionalistas, y fueron bien capturados por los movimientos anti-capitalistas, anti-oligárquicos, democráticos, anti-imperialistas y nacionalistas. Hemos dicho que la matriz nacional-popular abarcaba estas tres dimensiones y que la política era la principal esfera de la acción social.

Es evidente que los principios mencionados no se han alcanzado y siguen estimulando parte

de las luchas y acciones colectivas en América Latina. Pero, por un lado, cada uno de los principios mencionados arriba ha llegado a ser más técnico, autónomo y complejo. De esta manera, las viejas formas de organización, como los sindicatos o los partidos o el corporativismo, tienden a ser inadecuadas y, en la política clásica, no hay una fórmula única para todas estas dimensiones. Por otra parte, el logro de algunos avances en respecto de cada uno de estos principios fue frecuentemente acompañado por severas regresiones en las otras.

Además, los cambios en la sociedad civil han ocasionado nuevos tipos de demandas y

principios de acción que no pueden ser capturados por las viejas luchas por igualdad, libertad e

independencia nacional. Los nuevos temas referidos a la vida diaria, relaciones interpersonales,

logro personal y de grupo, aspiración de dignidad y de reconocimiento social, sentido de

pertenencia e identidades sociales, se ubican más bien en la dimensión de lo que se ha denominado"mundos de la vida" o de la intersubjetividad y no pueden ser sustituidos por los viejos principios.

Ya no pertenecen exclusivamente al reino de lo privado y ejercen sus demandas en la esfera

pública. Por supuesto que esta nueva dimensión a su vez no reemplaza a las anteriores sino que

agrega más diversidad y complejidad a la acción social.

El principal cambio que esta dimensión introduce a la acción colectiva, además de que las

viejas formas de organizaciones parecen ser insuficientes para estos propósitos particulares

(sindicatos, partidos), es que define un principio muy difuso de oposición y se basa no sólo en la

confrontación sino también en la cooperación. Por consiguiente, no se dirige a un oponente o

antagonista claro, como solía suceder con las clásicas luchas sociales.

Mientras que en el pasado fuimos testigos de un sujeto central en búsqueda de movimientos

y actores sociales que lo encarnaran, el escenario actual parece acercarse más a actores y

movimientos particulares en búsqueda de un sujeto o principio constitutivo central.

En efecto, lo que pareciera ser más predecible para el futuro próximo es una variedad de

formas de lucha y movilizaciones más autónomas, más cortas, menos políticamente orientadas,

relacionadas con las instituciones en lugar de comportamientos extra-institucionales, más

orientadas hacia las inclusiones sectoriales, las modernizaciones parciales y la democratización e integración social gradual que hacia los cambios globales radicales. El contenido de tales

movilizaciones estará probablemente desgarrado entre las demandas concretas de inclusión, a la

vez que la búsqueda de sentido y de identidad propios frente a la universalización de una

"modernidad" identificada con las fuerzas del mercado y sus agentes. En ausencia de la satisfacción de tales demandas, es muy probable que se desarrollen algunas explosiones y rebeliones abruptas o la retirada a través de la apatía, el refugio individualista o comunitarista, o alguna combinación de éstas fórmulas, más que la generación de actores coherentes y estables.

FALLO JUDICIAL (Derechos del Niño)
Buenos Aires, 16 de agosto de 2011

Vistos los autos: “V., D. L. s/ restitución de menores - ejecución de sentencia”.

Considerando:

1º) Que contra el pronunciamiento de la Cámara Federal de Apelaciones de Salta que, al confirmar lo resuelto en la instancia anterior, ordenó la restitución de los menores de nacionalidad francesa G.V. y E.L.V., solicitada por su padre, el señor D.L.V., el señor Defensor Público Oficial (fs. 370/387) y la progenitora (fs. 408/425) dedujeron sendos recursos extraordinarios, los que fueron concedidos (fs. 566/567 vta.).

2º) Que las cuestiones planteadas han sido adecuadamente examinadas en el dictamen de la señora Procuradora Fiscal, cuyos fundamentos son compartidos por el Tribunal y a los que corresponde remitirse por razones de brevedad.

3º) Que según da cuenta el Tribunal de Gran Instancia de Montpellier, Francia (fs. 307 vta.), lo que se encuentra corroborado por las constancias obrantes a fs. 59/65 y 446, la progenitora y su actual pareja han expuesto públicamente el conflicto parental en diferentes redes sociales de internet, publicando toda clase de fotografías, notas y opiniones —a las que se puede acceder con sólo escribir los nombres de las partes en cualquier buscador de la red— en las que se ven involucrados los menores en cuestión.

4º) Que, al respecto, el derecho a la intimidad y a la vida privada —contemplado en términos generales en el art. 19 de la Constitución Nacional—, encuentra un ámbito de protección inequívoco en los arts. 16 de la Convención sobre los Derechos del Niño y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en términos amplios, en los arts. 5 de la

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Asimismo, la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, además de reconocer el derecho a la vida privada e intimidad de y en la vida familiar, contempla el derecho de los menores a ser respetados en su dignidad, reputación y propia imagen, y prohíbe exponer, difundir o divulgar datos, informaciones o imágenes que permitan identificar, directa o indirectamente a los niños, a través de cualquier medio de comunicación o publicación en contra de su voluntad y la de sus padres, cuando lesionen su dignidad o la reputación o que constituyan injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada o intimidad familiar (arts. 10 y 22).

En ese orden de ideas, la reglamentación del citado artículo, aprobada por el decreto 415/2006, agrega que en aquellos casos en que la exposición, difusión y/o divulgación a la que se refiere la norma, resulte manifiestamente contraria al interés superior del niño, no podrán desarrollarse aunque medie el consentimiento de los sujetos de la ley (es decir, los niños, niñas y adolescentes) y sus representantes legales.

5º) Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos en oportunidad de pronunciarse sobre la interpretación de los arts. 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos efectuó consideraciones destinadas a asignar contenido sustantivo al concepto de “interés superior del niño”, al afirmar que “Este principio regulador de la normativa de los derechos del niño se funda en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus potencialidades así como en la naturaleza y alcances de la Convención sobre los Derechos del Niño” (conf. Opinión Consultiva OC-17/2002. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Cap. VII, punto 56).

6º) Que esta Corte ha señalado que los tribunales están obligados a atender primordialmente al citado interés superior, sobre todo cuando es doctrina del Tribunal que garantizar implica el deber de tomar las medidas necesarias para remover los obstáculos que pudiesen existir para que los individuos puedan disfrutar de los derechos reconocidos en la Convención, debiendo los jueces, en cada caso, velar por el respeto de los derechos de los que son titulares cada niña, niño o adolescente bajo su jurisdicción (conf. “García Méndez, Emilio y Musa, Laura Cristina s/ causa n° 7537”, Fallos: 331:2691).

En ese sentido, además de la citada obligación, la Convención sobre los Derechos del Niño compromete a los Estados Partes a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, su nombre y relaciones familiares, de conformidad con la ley, "sin injerencias ilícitas" (art. 8); y lo protege contra "injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada y en su familia", estableciendo que "tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques" (art. 16).

7º) Que atento a lo expresado, corresponde señalar que los informes psicológicos producidos en la causa dan cuenta del temor que los niños tienen de expresar sus deseos y sentimientos profundos influenciados por el progenitor con el que conviven en ese momento o por el miedo a desagradarlo y perder su cariño si manifiestan una elección y, particularmente respecto de la menor E.L.V., del daño psicológico que está sufriendo por la disputa de ambos padres que le generan sentimientos de indefensión, inseguridad, mostrando ciertas tendencias regresivas y represión de las emociones negativas. En cuanto a G.V. señala la psicóloga que presenta serios problemas de adaptación con una marcada dependencia materna a la que se halla fuertemente ligado y con fuertes tendencias regresivas que le imposibilitan lograr un desarrollo paulatino de su autonomía (conf. fs. 114/115 y 160/161).

8º) Que frente a dichas conclusiones, la conducta de la progenitora destacada precedentemente, al margen de no coincidir con la actitud “colaboradora” que invocó al presentarse en la causa, dista de favorecer al pleno desarrollo psíquico, físico y espiritual de los menores, y por ende, de la preocupación fundamental que para los padres debe constituir el “interés superior del niño” (art. 18, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos del Niño).

9º) Que corresponde a esta Corte, como cabeza de uno de los poderes del Gobierno Federal, en la medida de su jurisdicción, aplicar los tratados internacionales a que el país está vinculado, a fin de evitar que la responsabilidad internacional de la República quede comprometida por su incumplimiento (Fallos: 318:1269 y 333:604).

10) Que, en virtud de lo expresado y dado que la consideración primordial del interés superior del niño orienta y condiciona toda decisión de los tribunales de todas las instancias llamados al juzgamiento de los casos, incluyendo a la Corte Suprema (Fallos: 328:2870), a los efectos de evitar agravar el conflicto generado y los perjuicios que éste ocasiona a los menores, corresponde exhortar a los progenitores a que se abstengan de exponer públicamente hechos o circunstancias de las vidas de G.V. y E.L.V. a fin de resguardar el referido derecho a la intimidad de los niños, y a prestar colaboración en los términos de la sentencia apelada.

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por la señora Procuradora Fiscal, se declaran formalmente admisibles los recursos extraordinarios deducidos y, con el alcance indicado, se confirma la sentencia apelada. Con costas (art. 68, Código Procesal-//-Civil y Comercial de la Nación y art. 14, ley 24.946). Esta Corte exhorta a los progenitores de los menores en los términos del considerando 10. Notifíquese, devuélvase y comuníquese con copia a la Autoridad Central Argentina. ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - CARLOS S. FAYT - JUAN CARLOS MAQUEDA - E. RAÚL ZAFFARONI - CARMEN M. ARGIBAY.

ES COPIA

Recurso extraordinario interpuesto por el señor Defensor Público Oficial y por la señora V. C., representada por el Dr. Francisco Durand Casali y patrocinada por el Dr. Alberto Javier Alderete.

Traslados contestados por D. L. V. patrocinado por el Dr. Pedro Oscar García Castiella.

Tribunal de origen: Cámara Federal de Apelaciones de Salta. Tribunales que intervinieron con anterioridad: Juzgado Federal de Salta n° 2.

V. 24. XLVII.

V., D. L. s/ restitución de menores – ejecución de sentencia.

Para acceder al dictamen de la Procuración General de la Nación

ingrese a:

http://www.mpf.gov.ar/dictamenes/2011/beiro/6-junio/v_d_l_v_24_l_xlvii.pdf
1) Escuela tiene   un curriculum   urbano ante una comunidad rural que ingresa a la escuela





2) Familias con padres ausentes, analfabetos que desconocen el idioma.





4) Padres con poco capital cultural que no  pueden ayudar a Eliseo a acceder a los conocimientos que propone la escuela















































3 Propuesta educativa no es adecuada a los alumnos que ingresan a sus aulas









































 5) Poca valoración o incorporación de los saberes y cultura de los grupos migrantes 


























6) Eliseo no domina el idioma, tiene baja autoestima, esto le impide aprender y comunicarse con los otros 








7) Dificultad de reconocer al alumno real que entra al aula.





9) Fracaso escolar y posible abandono





8) Se aísla  de sus compañeros y de los maestros: no puede comunicar sus dificultades 








� La cultura Yampara tuvo su apogeo entre los siglos XI y XV de nuestra era. La expresión artística más importante ha sido la cerámica, con la elaboración de vasijas antropomorfas y los textiles, donde aparece con frecuencia la figura del Inti (el dios sol). �Los indígenas de esa región actualmente viven organizados en comunidades autónomas. Se observa, sin embargo, una cierta unidad cultural en dicha zona, la que se manifiesta principalmente a través de atuendos característicos dentro de los que se destaca es el uso de una "montera" (similitud con el casco español), que visten  tanto hombres como mujeres.
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